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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 18 de junio de 1991. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria -cn régimen de cuarto intermedio- el próximo 
jueves 20, a la hora 15, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y continuar la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley de Empresas Públicas. 


(Carp. N* 304/90 - Rep. N* 198/91 y Anexos l, II y 111) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Amorín Larra- 
haga, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bou- 
7a, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas 
Montero, Gargano, González Modernell, Irurtia, Jude, 
Korzeniak, Lenzi, Oxacelhay, Raffo, Ricaldoni, Santoro, 
Silveira Zavala, Urioste y Zumarán, 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Brause, 
Pérez y Singlet; y con aviso, el señor senador Millor, 


3) SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA. Solicitud 
de autorización para ausentarse del país, de acuerdo 
con lo estipulado en el artículo 170 de la Constitución 
de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 


la sesión. 
(Es la hora 15 y 4 minutos) 


-Dése cuenta de una solicitud del señor Presidente de la 
República. 


(Se da de la siguiente:) 

“El señor Presidente de la República solicita del Senado la 
autorización prescripta por el artículo 170 de la Constitución 
para ausentarse del país, aceptando la invitación formulada 
por el señor Presidente de la República Argentina”. 

-Léase. 

(Se lec:) 

“PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

Montevideo, 18 de junio de 1991. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
Señor Presidente: 
Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente para soli- 


citar del Senado la autorización prescripta por el artículo 170 
de la Constitución de la República. 
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La presente solicitud responde a la aceptación de la invita- 
ción formulada por el señor Presidente de la República Argen- 
tina, a efectos de firmar acuerdos relativos a integración entre 
ambos países, 


La mencionada visita oficial de desarrollará del 8 al 11 de 
julio de 1991, 


Hago propicia la ocasión para saludar al señor Presidente y 
a los demás señores senadores con mi más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Pablo García Pintos, Secretario”. 


-En consideración la solicitud del señor Presidente de la 
República para ausentarse del país. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 
-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de los asuntos en- 
trados. 


(Se da de los siguientes:) 


“La Cámara de Representantes remite nota comunicando 
la sanción de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprucba el Acuerdo de Cooperación Técnica 
entre el Gobierno de la República y el Reino de España; 


por el que se delimita el área del Puerto de Maldonado; 
por el que se designa “Escribano Dardo Ortiz” la Escuela 
de Práctica de ler. Grado N* 273 de la ciudad de Montevi- 


deo, y 


por el que se concede pensión graciable a la señora Lila 
Saravia de Barbagelata. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes”, 
5) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase un proyecto de resolución 
llegado a la Mesa. 


(Se lec:) 


“Los señores senadores Mariano Arana, José Germán 
Araújo, Danilo Astori, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, 
Walter Olazábal y José Korzeniak presentan con exposición 
de motivos un proyecto de resolución por el que se modifica 
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el numeral 14 del artículo 110 del Reglamento: referido a la 
designación del personal del Senado”. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los señores senadores que suscriben proponen un proyecto 
de resolución que tiene por objeto modificar el numeral 14 del 
artículo 110 del Reglamento de este Cuerpo, a efectos de 
adecuar su contenido a lo ordenado por el Art. 107 de la 
Constitución, con el cual está actualmente colidiendo de ma- 
nera flagrante. En efecto, la norma reglamentaria citada con- 
fiere al Presidente del Senado la siguiente competencia: 
“Nombrar los funcionarios de la Cámara, con excepción de lo 
dispuesto en el Art. 117 del presente Reglamento” (el Art. 117 
se refiere a la designación de los dos Secretarios del Senado); 
en tanto que el Art. 107 de la “Lex Fondamentalis”, establece: 
“Cada Cámara nombrará sus Secretarios y el personal de su 
dependencia, de conformidad con las disposiciones reglamen- 
tarias que deberá establecer contemplando las reglas de garan- 
tías previstas en los artículos 58 a 66, en lo que corresponda”. 


Como se advierte con evidencia, mientras el Reglamento . 


del Senado confiere a su Presidente la atribución de designar 
(“nombrar”) los funcionarios de la Cámara, la Constitución, 
de modo inequívoco, establece que “Cada Cámara nombra- 
rá ... el personal de su dependencia” (Subrayado de los 
Suscritos), Aunque pueda ser innecesario, se aclara que la 
referencia constitucional a que esas designaciones se harán 
“de conformidad con las disposiciones reglamentarias”, no 
alteran para nada la flagrante colisión entre el numeral 14 del 
Art. 110 del Reglamento y el Art. 107 de la Carta Magna. Y 
esto es así, porque tales disposiciones reglamentarias podrán 
establecer todo lo conveniente acerca del procedimiento y 
otros aspectos, pera nunca podrán establecer que la compe- 
tencia de designar no pertenezca a la Cámara, porque ese es, 
inequívocamente, el Órgano designante, según la Constitución. 


A mayor abundamiento, conviene recordar que en las 
Constituciones de 1830 (Art, 45), de 1918 (Art, 41) y de 1934 
(Art. 98) entonces sí, la referencia al poder de las Cámaras de 
designar, se refería exclusivamente a los Secretarios; pero, a 
partir de la Constitución de 1942 (Art. 99) se incorporó como 
facultad de la Cámara, ésta de designar a los funcionarios que 
ahora se está analizando. 


Desde luego que por razones de buena administración, no 
sería práctico que el Senado -como órgano deliberante- abor- 
dara el tema de la designación de funcionarios sin contar con 
propuestas previas procesadas por los mecanismos estatutarios 
correctos. De ahí que la modificación reglamentaria proyecta- 
da, proponga que el Art, 110 numeral 14 sustituya el vocablo 
“nombrar”, referida al Presidente, por “proponer al Senado”. 


Mariano Arana, José Germán Araújo, Danilo 
Astori, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, 
José Korzeniak, Walter Olazábal. Senadores. 
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PROYECTO DE RESOLUCION DEL SENADO 


(que contiene una adecuación del Reglamento a la 
Constitución) 


Visto: el Art. 110, numeral 14 del Reglamento del Senado 
que establece: “Nombrar los funcionarios de la Cámara, con 
excepción de lo dispuesto en el artículo 117 del presente Re- 
glamento”. 


Resultando: que el artículo 107 de la Constitución dispo- 
ne: “Cada Cámara nombrará sus Secretarios y el personal de 
su dependencia, de conformidad con las disposiciones regla- 
mentarias que deberá establecer contemplando las reglas de 
garantías previstas en los artículos 58 a 66, en lo que corres- 
ponda”. 


Considerando: que es necesario modificar el texto de la 
disposición reglamentaria transcripta, a efectos de que no co- 
lida con la norma constitucional cuyo texto luce en el Resul- 
tando precedente. 


El Senado resuelve: 


Modifícase el numeral 14 del Art. 110 del Reglamento, el 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


“Proponer a la Cámara la designación de los Secretarios de 
la misma y del personal de su dependencia”. 


Montevideo, 12 de junio de 1991. 


Danilo Astori, Leopoldo Bruera, José Korzeniak, 
Reinaldo Gargano, Walter Olazábal, Mariano Ara- 
na, José Germán Araújo. Senadores”. 


6) EMPRESAS PUBLICAS 
SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa al orden del día. 


Continúa la discusión general del proyecto de ley de Em- 
presas Públicas. 


(Antecedentes: ver 19a. S.E.) 
-Tiene la palabra el señor senador Arana. 


SEÑOR ARANA. - En el correr de estos últimos años, se 
han gestado transformaciones profundas en el mundo, que nos 
obligan a todos a efectuar cambios y revisiones importantes. 
En ese sentido, no tengo dudas al respecto, pero me pregunto 
con qué objetivos formularlos, cómo concretarlos, con qué 
medios, a beneficio de quién o quiénes y a costa de quién o 
quiénes. 


Deseo explicitar de antemano que estamos dispuestos a 
considerar y comprometer nuestro apoyo a toda propuesta inc- 
quívoca, en tanto sea promotora de nuestro desarrollo, incluso 
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a aquellas que puedan implicar transformaciones del Estado 
en la medida en que ofrezcan claras garantías en cuanto a la 
defensa del interés nacional, que este proyecto que estamos 
considerando, ciertamente no contempla. 


No somos afectos a los esquematismos, siempre atrayentes 
por su simplificada geometría mental. Tampoco nos gustan las 
falsas oposiciones de las que nadie está libre. Es tan fácil caer 
en dicotomías elementales, y tan a menudo nos ha pasado, que 
la consideración del proyecto de ley calificado como el más 
trascendente del país, me ha llevado a percibirlo no sólo como 
negativo -y creemos que lo es en muy alto grado- sino como 
perverso. Este calificativo, iría más allá de la intencionalidad 
de quienes lo concibieron y hoy lo impulsan, ya que es per- 
verso porque puede llegar a originar los efectos contrarios a 
los que presuntamente se aspira. 


No sería la primera vez que tal hecho ocurriera; bastaría 
con recordar algunos ejemplos no demasiado lejanos en el 
tiempo y en el espacio, como por ejemplo, los resultados que 
en materta de inflación derivaron de la llamada Ley de Ajuste 
Fiscal. 


En la actualidad, insistentemente se habla de la eficiencia . 


y del tamaño del Estado, como términos casi intercanjeables. 
El Estado puede ser más chico o más grande, y esto depende 
de una estrategia global, del análisis de la conveniencia nacio- 
nal e incluso de las situaciones coyunturales. En ese sentido, y 
ya que tan hondamente preocupa obtener una positiva inser- 
ción del país en el MERCOSUR, una buena estrategia nacio- 
nal sería, a mi juicio, analizar la conveniencia de que el Esta- 
do asuma cl riesgo de las inversiones que, probablemente, el 
sector privado no quiera o no pueda tomar a su cargo, tal 
como ha sucedido en el tránsito hacia el Mercado Común 
Europco. 


A posteriori -según se considere conveniente o no- el Esta- 
do podrá transferir al sector privado aquellas actividades que 
contribuyan a la consolidación para el bien del país. Pero 
¡cuidado!; que no se proceda a la inversa, no sea cosa que el 
sector privado no asuma el riesgo a priori, decida no invertir, 
o no tenga las posibilidades de hacerlo, y el Estado deba 
realizar cl salvataje de las empresas fundidas. Ya hemos he- 
cho referencia a este asunto, y lo seguiremos haciendo habida 
cuenta de la triste experiencia que el país ha sufrido hace 
algunos años atrás y en épocas muy recientes, como para que 
esto no sea percibido simplemente como una hipótesis. 


En definitiva, es a través de ideas y propuestas flexibles, y 
no en hase a rígidas ortodoxias, que países como el nuestro 
puedan Negar a alcanzar una deseable reconversión productiva 
y un desarrollo sostenido. 


Considero conveniente distraer la atención del Cucrpo 
para dar lectura a una cita de un estudioso moderno, Dicha 
cita dice lo siguiente: “Creen estar ayudando al sistema eco- 
nómico mediante leyes bien intencionadas e interferencias, 
pero no lo están haciendo; que no se intervenga. El aceite del 
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interés personal mantendrá funcionando los engranajes de la 
economía de una manera casi milagrosa. Nadie necesita pla- 
nes, no son necesarios; no son necesarias reglamentaciones. El 


mercado responderá por todo”. 


Me he referido a este autor como modemo ya que, de 
acuerdo con las categorías históricas, está ubicado con poste- 
rioridad al Renacimiento, más exactamente en el Siglo XVII 
-pido las correspondientes disculpas al señor senador Astori 
por recurrir a una cita de un autor que no es nacional- y de 
quien estamos conmemorando dos siglos de su muerte. Estoy 
hablando de Adam Smith, quien termina su pensamiento ma- 
nifestando lo siguiente: “Ningún individuo intenta promover 
el interés público, sólo intenta lograr su propio beneficio, en 
esto como en muchos otros casos, guiado por una mano invisi- 
ble para promover un fin que no estaba en sus intenciones”. 


Señalo que aún en un académico del talento de Adam 
Smith existe la dosis de irracionalidad y dogmatismo que sub- 
yace tras un andamiaje aparentemente riguroso. Lo que ocurre 
es que el siglo de las luces -tal como se le llamó al Siglo 
XVIII- fue rico en contrastes, efectos contrastantes de ilumi- 
naciones esclarecedoras, pero también de sombras profundas. 


Á nuestro juicio, todos los pensamientos que pretenden 
encasillar la realidad en un sistema excesivamente riguroso, 
terminan siéndolo. Pero, según se dice, estas son cosas del 
pasado y así se llegó a afirmar -así se hizo en este Cuerpo- 
que el capitalismo bucanero es hoy prácticamente inexistente. 
El capitalismo, como así también aquella mano invisible del 
mercado, estaría actuando hoy con guante blanco según se 
dijo y espero que no se interprete esto como una alusión 
política, ya que no está en mi ánimo promoverla; si lo hiciera, 
tendría que hablar de dos manos y de un guante bicolor. 


De todos modos, hay que admitir que la discusión de la 
temática que estamos considerando, nos genera un complejo 
sistema de suspicacia y desconfianza; así lo siento y cerco que 
efectivamente existe un clima de ese tipo. Admito que tal 
hecho pueda producirse respecto a nosotros mismos, en la 
medida en que las corrientes progresistas del país hemos 
adoptado una acentuada tendencia a privilegiar sistemática- 
mente lo público respecto a lo privado. Esta tendencia la con- 
tinuaré considerando como válida en lo económico general, 
en lo educativo, en lo habitacional, en lo urbanístico y en lo 
ambiental. No es quicn habla, ciertamente, el único que así lo 
expresa, sino que distintas corrientes y perfiles así lo están 
sustentando en el mundo entero. Tiendo a seguir considerando 
como sustancialmente válida, repito, esta postura, en tanto nos 
apartemos de esquemáticos reduccionismos y falsas oposicio- 
nes, 


¿Cuál es la garantía que podemos brindar en cuanto a 
nuestras aspiraciones y concretas intenciones? Creo que las 
únicas son las que derivan de nuestras propias afirmaciones y 
parciales acciones, allí donde nos corresponde asumir respon- 
sabilidades de orden público. 
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¿Cuáles son las dudas, incertidumbres y desconfianzas, 
que entendemos sobradamente justificadas, respecto a esta 
propuesta elevada por la llamada coincidencia nacional? Se 
manifiestan, a nuestro juicio, en el propio texto del proyecto 
de ley y en su exposición de motivos. 


No soy el único que habrá de expresar -otros lo han hecho 
en este Cuerpo- perplejidad ante el Mensaje que acompañó 
originariamente esta iniciativa del Poder Ejecutivo y que se 
mantuvo en el Informe elevado en mayoría por la Comisión 
que ha discutido este proyecto de ley. 


Este conjunto de normas busca facilitar la privatización de 
actividades desempeñadas hoy por el Estado. Pero como no 
podemos atribuir al Poder Ejecutivo la intención de provocar 
perjuicios al país o a sus ciudadanos, supusimos que había 
existido un análisis previo del que surgió, con razón o sin ella, 
la convicción de que esas privatizaciones propuestas podrían 
determinar resultados mejores que los de la actual gestión 
estatal. La perplejidad surgió, también, al comprobar que di- 
cho análisis no existe o no se dio a conocer. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo, en sus dos primeras pági- 
nas, sostiene que el estancamiento del país es “en buena medi- 


da producto de ta estructura estatal” y “constituye un freno' 


para la sociedad en su conjunto y al desarrollo del hombre en 
particular”. Afirmaciones tan tajantes sobre la estructura esta- 
tal, ¿de qué datos surgen? No lo sabemos y el Informe en 
mayoría tampoco nos ilustra al respecto. Algunas de sus for- 
mulaciones, inclusive, son más vagas, como la de que “el 
Estado realiza mal algunas cosas”. Existen otras que son muy 
rotundas, como por ejemplo que “los esfuerzos por mejorar 
los defectos no dan resultados profundos” o la de que “es una 
vana ilusión insistir con tales esfuerzos”. Sin embargo, ni en 
uno ni otro caso, se presentan más fundamentos que la refe- 
rencia a “una realidad que rompe los ojos”, 


La publicación semanal y oficial del sector herrerista del 
Partido Nacional “Respuesta”, en su edición del sábado 18 de 
mayo, recordó lo planteado en “La Respuesta Nacional”, do- 
cumento preelectoral perteneciente a la fórmula “Luis Alberto 
Lacalle y Gonzalo Aguirre Ramírez”. En dicho documento se 
expresó, cn relación con el tema de las empresas públicas, que 
“sc analizarán caso a caso las formas jurídicas más convenien- 
les, mantenimiento de un estatuto especial, empresas privadas 
de propiedad estatal, sociedades de economía mixta, conce- 
siones totales y parciales de explotación, pasaje a la órbita 
privada, y posibles desmonopolizaciones”. No sabemos si ese 
análisis se realizó, pero si así fue, aún no nos hemos enterado 
de su desarrollo. 


La alternativa de privatizar se presenta como una posibili- 
dad, según se dice, de “eficacia y eficiencia”. Pero en ninguna 
parte se halla la demostración de que exista una relación cau- 
sal en las actividades que afectarían el proyecto, entre la pri- 
vatización y esas mejoras -o supuestas mejoras- del servicio 
prestado a la sociedad. Por cierto, esto no parece el resultado 
de un análisis técnico. En todo caso, si fuera un error tan 
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obvio el hecho de que el Estado desempeñe determinadas 
actividades, deberían sobrar las cifras demostrativas, los estu- 
dios comparativos y las opiniones autorizadas referidas a cada 
caso específico y, por supuesto, las razones que demostraran 
inequívocamente la conveniencia de la privatización en cada 
actividad concreta, 


No afirmo, señor Presidente -como ya dije- que todo esto 
no exista sino que, simplemente, constatamos que no figura en 
el Mensaje del Poder Ejecutivo -que, como hemos dicho, se 
limita a descubrir el contenido de cada capítulo, sin funda- 
mentarlo- ní en el Informe en mayoría presentado en el Sena- 
do. En dicho Informe se emplea, además, una metodología 
que ya conocimos en ocasión del debate en torno al llamado 
“Ajuste Fiscal”, En lugar de exponer sobre las virtudes que se 
atribuyen a un proyecto, se realiza un alegato contra las obje- 
ciones que, según se prevé, planteará la oposición. Como ésta 
ticne y ejerce el derecho de expresarse por sí misma, nos 
quedamos, así, con dos versiones de los argumentos en contra 
-de las cuales supongo que la superflua no es, por cierto, la de 
quienes directamente la sustentan- y sin ningún argumento a 
favor. Por otra parte, parece obvio que la descalificación de 
los argumentos opositores no demuestra nada acerca de la 
conveniencia de esta iniciativa concreta. 


En mi opinión, señor Presidente, estas carencias no se 
compensan, sino que se agravan -o, por lo menos, se entur- 
bian- por la presencia de elementos que, según crco, están de 
más o que, inclusive, podrían calificarse de improcedentes. 
Entre ellas debe incluirse, en primer lugar, la referencia al 
papel que puedan haber desempeñado en la elaboración de 
esta iniciativa, tal como se dice, “los líderes políticos que 
integran la "Coincidencia Nacional* o los legisladores desig- 
nados a tal fin por dichos líderes”. Pienso que estas frases son 
exactamente lo contrario de lo que debe incluirse en una ex- 
posición de motivos presentada, precisamente, como funda- 
mento de un proyecto de ley a elevar al Parlamento, ya que 
podría interpretarse que en ellas no se apela al pensamiento 
independiente de los legisladores, sino a un principio de auto- 
ridad de fuente extra parlamentaria que, sin duda, podrá tener 
plena legitimidad en la vida partidaria pero que, en modo 
alguno, constituye un argumento válido para el Senado de la 
República y, mucho menos, para el conjunto de la ciudadanía. 


Por otra parte, no creo que ningún legislador pueda sentir 
que se valora su inteligencia cuando se le plantea por escrito 
que los promotores de esta iniciativa -nuevamente hago una 
cita textual- “no esperan solucionar con ellas todos los proble- 
mas del país”. ¡Bueno sería, señor Presidente, que esto fuese 
así! 


Tampoco creo pertinente la afirmación de que este proyec- 
to procura el funcionamiento de las empresas públicas, con- 
forme -según se dice en el Informe- “a una planificación ra- 
cional a mediano y largo plazo, acorde a la política trazada 
por el Gobierno”. No parece de recibo esa identificación entre 
lo racional y la política de Gobierno, entre otras cosas, porque 
si se aceptara una equivalencia tal, esta oposición debería des- 
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calificarse a priori, digamos, por irracional, más aún en este 
caso concreto. Personalmente, no lo siento, no lo pienso ni lo 
admito así. En mi opinión, la frase que acabo de citar, que 
pertenece al informe en mayoría, es coherente con una inter- 
pretación exorbitada de las potestades supuestamente adquiri- 
das por el Poder Ejecutivo a través del acto electoral. Esa 
interpretación -que ha sido sostenida en diversas ocasiones 
por miembros del sector político que ocupa la Presidencia de 
la República- confunde, a mi entender, las políticas de la 
fracción mayoritaria del lema más votado con las de gobierno 
y éstas, a su vez, con las llamadas políticas de Estado. El 
Poder Ejecutivo no es por sí solo el gobierno, y no es razona- 
ble interpretar que el resultado de las elecciones impone auto- 
máticamente, durante cinco años, el predominio de los postu- 
lados del candidato que se instala en el Edificio Libertad, ni 
en relación con las privatizaciones ni con ninguna otra mate- 
ria que requiere aprobación parlamentaria. Todos los integran- 
tos del Poder Legislativo hemos sido electos para formar parte 
del Gobierno, como representantes democráticos de posicio- 
nes diversas, No tengo dudas de que quien ocupa la Presiden- 
cia tienc cl derecho de defender las convicciones que expuso 
en la campaña electoral; pero también cada uno de nosotros 
tenemos el derecho y el deber de defender las propias. No 
cabe duda de que es razonable y beneficioso para el país que 
todos busquemos entendimientos y soluciones negociadas 
para resolver sus problemas. Así lo hemos sostenido y tene- 
mos la convicción más plena al respecto. Pero, de ninguna 
mancra, esto justifica que alguno de nosotros pueda irritarse 
por el funcionamiento normal de las instituciones, en virtud 
del cual el voto de cada uno de nosotros vale lo mismo que el 
de los demás y representa en forma legítima posiciones distin- 
tas que van desde aquellos legisladores que tienen ligeros 
matices de discrepancia con la orientación del Presidente de la 
República, hasta los que, a menudo, hemos discrepado -a ve- 
cos, radicalmente- con tales orientaciones. Ninguno de noso- 
tros debe hacer otra cosa que no sea participar del Gobierno 
con el peso que la ciudadanía otorgó a sus opiniones, procu- 
rando el resultado que considere mejor para el país. Si deter- 
minados proyectos no reciben el apoyo suficiente para su 
aprobación, o si otros requieren largos procesos de ajuste y 
modificación para lograr un texto que concite la opinión ma- 
yoritaria, cello no responde a una voluntad obstruccionista, ni 
violenta la manifestada por los ciudadanos en los comicios 
sino que, por el contrario, la expresa en forma cabal. 


Si cl cuerpo electoral hubiera deseado que no existiera 
oposición, muchos de nosotros no estaríamos sentados aquí. 
Pero lo que ocurre, señor Presidente, es que las preferencias 
de la ciudadanía se repartieron de modo bastante parejo entre 
muchas propuestas. La fracción que alcanzó la Presidencia de 
la República no es, por sí misma, mayoría en el Parlamento, 
por la sencilla razón de que tampoco lo es en el país. En 
algunos casos, esa fracción se suma a otras, formando, así, 
mayoría parlamentaria; en otros, la posición del Presidente de 
la República queda en minoría, Desde luego, estas son las 
reglas del juego democrático en el Poder Legislativo, por cier- 
to, mucho mejores que las que determinan en las Juntas De- 
partamentales la mayoría absoluta para el lema que gana la 
respectiva Intendencia Municipal. 
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Reitero que todos los que estamos aquí formamos parte del 
Gobierno y, por Jo tanto, nos corresponde decidir las políticas 
de Gobierno, de acuerdo con las mayorías indicadas en la 
Constitución. 


Las orientaciones a largo plazo, a las que hace referencia 
el Informe en mayoría, requieren algo más que mayorías cir- 
cunstanciales, variables cada cinco años. A mi juicio, los 
grandes lineamientos referidos al desarrollo del país exigen 
políticas estables que surjan de entendimientos muy amplios, 
sólidos y que, además, sinteticen no sólo las posiciones de los 
sectores políticos, sino también las de muy diversas fuerzas 
sociales e inclusive, en ocasiones, las del conjunto de la ciu- 
dadanía a través de institutos de democracia directa previstos 
en la Constitución de la República para el ejercicio de la 
soberanía popular. 


Estas políticas estables o políticas de Estado no deben, por 
definición, estar sujetas a bruscas variaciones quinquenalos, 
sino que deben expresar sustancialmente la voluntad ciudada- 
na por encima de divisiones sectoriales en aquellas cuestiones 
cuya trascendencia nos involucra a todos, como ciudadanos de 
esta República, por períodos prolongados. 


Entre esas cuestiones se ha destacado, durante el período 
de gobierno anterior y también durante el actual, la política 
internacional uruguaya. Pero no es sólo -scñor Presidente- cn 
esta materia que creemos necesario un entendimiento mucho 
más amplio que el que puedan reflejar, en una u otra coyuntu- 
ra, mayorías parlamentarias ajustadas. Sin agotar los ejemplos 
posibles, podemos mencionar la necesidad de que existan po- 
líticas de Estado para encarar los desafíos de la integración 
regional, de la seguridad social, del desarrollo científico - téc- 
nico, de la educación, de la pobreza y la marginación en que 
se encuentra un porcentaje tan alarmante de nuestros compa- 
triotas, del estímulo a los sectores productivos, o de la propia 
Reforma Constitucional. Todos estos temas son vitales, desde 
nuestro punto de vista, para un desarrollo con equidad y para 
lograr las soluciones que deben ser aplicadas en forma cohe- 
rente durante períodos prolongados. 


A nuestro entender, la reforma del Estado es una de esas 
cuestiones -cuestión importante, por cierto- que requieren de- 
bates y entendimientos muy amplios. Con esa intención se 
propuso en la Comisión -desgraciadamente, sin éxito- la crea- 
ción de un grupo de trabajo extraparlamentario con integra- 
ción técnica y política, que pudiera profundizar un diagnósti- 
co certero y avanzar, a la vez, en torno a los acuerdos posibles 
sobre las soluciones necesarias. Pero aunque ese grupo no se 
haya creado -desgraciadamente- a mi juicio es imprescindible 
lograr acuerdos mayores que los que exige una ley ordinaria, 
tal como están previstos en el Capítulo XI de la Constitución 
de la República. Lamentablemente el artículo 187 de ese Ca- 
pítulo que exige, tal como expresamente se formula, “condi- 
ciones personales, funcionales y técnicas” en los ciudadanos 
propuestos para integrar directorios, tiene muchísimos años de 
no ser cumplido. 
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Al respecto me permitiré leer una frase, que suscribo ple- 
namente, y que expresa: “Las empresas estatales deben ser 
conducidas por quienes, por su formación, experiencia o capa- 
cidad, puedan ser garantía de una conducción profesional idó- 
nea, al margen de criterios de cuotificación electoral”. Señor 
Presidente: estoy citando el Capítulo V del Programa de Prin- 
cipios aprobado en marzo de 1984 por el Partido Colorado, 
con el título “Por un Uruguay para todos”. Por otra parte, no 
está de más decir que la palabra “privatización” no se utiliza 
una sola vez en este documento, en lo que tiene relación con 
las empresas públicas. 


El actual Gobierno, siguiendo pautas, por cierto anteriores, 
no sólo procedió a repartir esos cargos entre integrantes de las 
fuerzas políticas de la llamada “Coincidencia Nacional” -prio- 
rizando el criterio de afinidad política sobre el de idoneidad- 
sino que sostuvo abiertamente que, para integrar un Directo- 
rio, cra preciso compartir la política del Presidente de la Re- 
pública en lo referido a las empresas estatales -en la última 
sesión del Senado se ha esclarecido este punto- incluyendo, 
por supuesto, las intenciones privatizadoras dentro de la exi- 
gencia de opiniones concordantes, 


Por ese motivo es que pierde importancia el hecho de que, 
para traspasar a empresas privadas un servicio, la iniciativa” 


deba surgir del Poder Ejecutivo o del Directorio de la corres- 
pondiente empresa del Estado. Y en este momento recuerdo 
las palabras esclarecedoras que entonces expresó nuestro com- 
pañicro, el señor senador Trurtía, inclusive desde una posición 
como la que él ocupa, de empresario de significación dentro 
del panorama nacional, quien en mi concepto dio a entender 
claramente que había una especie de desviación de poder, 
desde el Poder Legislativo hacia el Poder Ejecutivo en esta 
materia. 


Volviendo al tema de las competencias parlamentarias y 
de las mayorías especiales requeridas por la Constitución, na- 
dic ignora que el sector político que ganó la Presidencia de la 
República tiene intenciones de privatizar muchos servicios 
estatales. Pero también es un dato evidente que, en este Parla- 
mento, tales intenciones no son compartidas en muchos casos 
por las mayorías que juzgamos como necesarias. Fue razona- 
ble, por lo tanto, que se redactara un proyecto de ley constitu- 
cional, difundido a comienzos de abril de 1990 por el diario 
“El País”. Aquella iniciativa planteaba, como la que hoy dis- 
cutimos, un juicio netamente negativo sobre las empresas pú- 
blicas, sobre las cuales se afirmaba en la exposición de moti- 
vos, que “son, por lo general” -y esta es la transcripción tex- 
tual de las palabras allí vertidas- “lentas e ineficientes en su 
funcionamiento, exhiben los conocidos vicios de la burocra- 
cia, no prestan buenos servicios a sus usuarios y, cuando no 
son deficitarias, es porque fijan tarifas o precios excesivos y 
aprovechan de las ventajas de monopolios no siempre justifi- 
cados”. Pero al menos, a nuestro entender, la iniciativa tenía 
“aunque no compartimos todo lo que en ella se expresaba- una 
gran virtud: la de asumir que la ciudadanía impuso, con su 
expresión electoral, un freno a las posturas privatizadoras, y 
procurar la superación de esa traba por el camino correspon- 
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diente, que no podría ser otro que el de una reforma constitu- 
cional. 


Otro notorio defensor de la privatización de servicios pú- 
blicos -que hemos escuchado insistentemente en distintos ám- 
bitos de nuestro país- el doctor Jorge Batlle Ibáñez, percibe 
también que la realidad política del país no es, bajo el imperio 
de la Constitución actual, compatible con los cambios que 
desea impulsar en las empresas del Estado. El doctor Batlle 
propone lisa y llanamente, para superar el problema, eliminar 
todo el capítulo referido a los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, y en general aprobar una nueva Constitu- 
ción que se aproxima a la de 1830. Por cierto que ésta es una 
peculiar forma de ser moderno, de acuerdo con los parámetros 
actuales, pero así parece expresar su tendencia y hay que 
reconocer que la explicita con mucha lealtad y transparencia, 
un hombre de su importancia y relevancia y que expresamente 
ha manifestado tener tantas coincidencias con el propio Presi- 
dente de la República, antes y posteriormente a las elecciones 
nacionales. 


Señor Presidente: no compartimos ninguna de las dos pro- 
puestas de reforma constitucional, pero les reconocemos el 
mérito de admitir que, si la Constitución impide un designio 
político, lo que corresponde no es soslayar el espíritu de esa 
Constitución sino intentar reformarla. En el artículo 188 se 
establece, específicamente, que la ley “autorizará en cada 
caso” la asociación del Estado con empresas privadas. No nos 
parece que este requisito se cumpla con autorizaciones genéri- 
cas para asociarse con capitales privados y muy probablemen- 
te -prácticamente, en forma segura- con capitales extranjeros. 
Nos parece claro que el Parlamento debería estudiar, en cada 
caso, las propuestas de asociación entre empresas públicas y 
privadas que se le propongan. Nuevamente hago referencia a 
lo que aquí ha expresado -creo que con tanta claridad- el 
señor senador Irurtia, hace unos días. Se ha escrito y con 
razón que “no se actúa (...) en el caso de algunas empresas, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 188 de la Constitu- 
ción para admitir capitales privados en las empresas públicas 
(economía mixta), ya que no se puede transferir al Ejecutivo 
lo que es facultad parlamentaria según la Constitución”. Pre- 
cisamente, estoy citando las sugerencias planteadas a comien- 
zos de este mismo año al Poder Ejecutivo por el Movimiento 
Nacional de Rocha. 


Hay otras objeciones que quiero plantear, señor Presiden- 
te, ya no referidas a la dudosa constitucionalidad del proyecto 
sino a su contenido. En él existen algunos aspectos que, si 
bien pueden considerarse menores, a mi juicio no dejan de ser 
incomprensibles, como la afirmación que figura en el artículo 
22, comprendido en el Capítulo que dispone la liquidación de 
ILPE. Allí se dice: “El servicio social de suministro de pesca- 
do a precio de costo a los expendios municipales, Instituto 
Nacional del Menor, Ministerio de Salud Pública para el ex- 
clusivo destino a los hospitales, al Instituto Nacional de Ali- 
mentación así como al Hospital de Clínicas de la Universidad 
de la República, será cumplido por la Dirección Nacional de 
Comercio y Abastecimiento”. Uno podría preguntarse a qué 
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“precio de costo” se hace referencia. No ha de ser, segura- 
mente, al precio de costo del Estado, ya que, como se expresa 
en el mismo Capítulo, éste abandona “el oficio de pescador”. 
Si se alude a un “precio testigo” o subsidiado, habría que 
especificarlo y establecer, quizá, cómo se determinará o esti- 
mará. 


Admito, en todo caso, que estas son cuestiones menores. 
De índole distinta y de mayor importancia pueden ser otras 
objeciones. 


En general, señor Presidente, creemos que esta iniciativa 
se basa, esencialmente, en una concepción demasiado indife- 
renciada de las empresas estatales y las privadas. Cuando el 
Estado asume una función, ya sea de las llamadas primarias a 
secundarias, lo hace porque se entienden dos cosas: que la 
actividad es socialmente necesaria, y que es preciso, también, 
que el Estado, financiado con recursos de los contribuyentes, 
la desempeñe. Esto último puede surgir de deberes irrenuncia- 
bles que el propio Estado tiene por definición -como asegurar 
que se cumplan las leyes o dirigir el servicio diplomático- o 
frente al caso de que ningún particular esté dispuesto a desem- 
peñarlas o no esté en condiciones de hacerlo, como pueden ser 


muchas otras obras de infraestructura necesarias para la pro-. 
ducción o la preservación ambiental. Asimismo, puede ocurrir * 


que se considere más conveniente para la sociedad, aunque no 
sea indispensable, que sea el Estado y no una empresa privada 
la que se haga cargo de una tarea. Esto último es lo que 
rechazan por definición las doctrinas económicas llamadas 
ncoliberales, y que yo prefiero denominar antisociales. Para 
cllas, el Estado sólo debe intervenir cuando no existe otra 
posibilidad. 


Puede aceptarse, en un debate democrático y respetuoso, 
que se discuta en cada caso respecto a si es o no indispensable 
la gestión estatal en un servicio. Sin embargo, no parece razo- 
nable que no se reconozca que cualquier actividad del Estado 
tiene, por naturaleza, un costo que decide asumir la sociedad, 
buscando resultados que considera prioritarios. Por cierto, esto 
es esencialmente distinto de la gestión empresarial privada, 
donde -desde Adam Smith hasta ahora- lo fundamental no es 
asegurar una relación de costos y beneficios que convenga a 
la sociedad, sino una relación entre inversiones y lucro que 
convenga al propietario de la empresa. Si se evalúan las acti- 
vidades estatales como si fueran las de una empresa privada, 
puede concluirse fatalmente que dichas actividades serán 
desempeñadas mejor por las empresas privadas que por el 
Estado, pero ese razonamiento es tan ilegítimo como lo sería 
el de juzgar a las empresas privadas con criterios que corres- 
ponden a la gestión estatal. Si hiciéramos esto último, podría- 
mos llegar fácilmente a la conclusión de que todo debe estati- 
zarse, Por cierto, esa no es nuestra postura. 


No se trata, por supuesto, de atender a los beneficios so- 
ciales y desentenderse de los costos, generando en forma 
irresponsable déficit fiscal y no pocas veces déficit social. De 
ese modo se crean descquilibrios que, tarde o temprano, anu- 
lan cl beneficio buscado o empeoran las cosas. Pero los resul- 
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tados que procura el Estado cuando interviene en una activi- 
dad económica no son siempre medibles en nuevos pesos. 
Debe preverse en forma socialmente responsable su financia- 
ción, pero el saldo positivo de esas acciones estatales, incluso 
para el desarrollo económico, no equivale al saldo contable 
que arrojen por sí mismas. Es por eso que nos parece franca- 
mente inaceptable la iniciativa planteada en el literal B) del 
artículo 4%, que considera una especie de pecado grave cl 
desarrollar “actividades cuyos ingresos directos no sean sufi- 
cientes para cubrir” -tal como dice el iexto- “los gastos y 
amortizaciones que aquéllas ocasionen”, aun cuando sean rca- 
lizadas por un organismo superavitario en su conjunto. ¡Y 
vaya si hay organismos superavitarios entre las empresas esta- 
tales! 


Estamos absolutamente convencidos de que el objetivo no 
es que cada actividad del Estado quede a salvo del déficit 
contable, sino que la relación global de ingrcsos y gastos del 
Estado tenga un equilibrio compatible con el aumento de la 
riqueza y el bienestar de una sociedad. En este marco, es una 
práctica aceptada pacíficamente en el mundo entero -incluso 
por aquellos países que se toman por modelo para sustentar, 
precisamente, este tipo de formulaciones que a nuestro crite- 
rio son tan perjudiciales y nocivas- que el superávit de algu- 
nas actividades se destine a financiar otras. 


Basta mencionar, en relación con lo antedicho, que la Co- 
munidad Económica Europea destina una cuarta parte de su 
presupuesto a fondos de compensación para las zonas menos 
desarrolladas o perjudicadas por la competencia regional, para 
programas de capacitación de los trabajadores -en especial de 
los jóvenes- y para orientar la producción y la comercializa- 
ción de la agricultura; o que la misma Comunidad destinó 
6.480:000.000 de ECUS, en el período 1987-1991, para un 
programa de investigación y desarrollo tecnológico, conside- 
rando que un millón de científicos y técnicos curopcos 
450.000 de ellos investigadores- representaban un potencial 
no aprovechado en la medida en que debería serlo para lograr 
el desarrollo sostenido y equilibrado de toda la región. 


Estas, señor Presidente, son actividades de redistribución y 
de equiparación, que se asumen con la conciencia de que cllas 
redundan, en definitiva, en un desarrollo integral y armonioso 
de la sociedad, aunque consideradas en forma aislada puedan 
ser, en algunos casos, deficitarias. 


¿Qué otro postulado debería guiar cualquier acción de Go- 
bierno en este sentido? ¿Esto no nos está diciendo que el 
pregonado dogma antisocial del liberalismo nunca existió o 
está hoy puesto en discusión y gravemente? ¿Acaso no sabe- 
mos que en los propios países europeos en que se impulsan las 
privatizaciones se considera en gran medida superada la tcoría 
económica clásica que las inspiró? 


Si tanto se insiste en la caída del socialismo real -con 
razón, por cierto- admitimos también que por algo cayó la 
señora Thatcher. Felizmente, no hubo minio capaz de impedir 
de por vida la oxidación de la “Dama de Hierro”, como por 
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suerte tampoco existió la pintura anticorrosiva capaz de impe- 
dir que la “Cortina de Hierro” terminara igualmente corroída. 


Si hablamos de integración -¡y vaya si tenemos que hacer- 
lo, nosotros más que nadie, más que Brasil y que Argentina e 
incluso más que la propia nación paraguaya, posiblemente! - 
no podemos dejar de mencionar que la perspectiva del 
MERCOSUR plantea, justamente, la necesidad de que el Es- 
tado uruguayo posea una fuerte capacidad de negociación ex- 
terna y que en lo interno, desarrolle una decidida acción 
orientadora y estimuladora de la reconversión productiva. Son 
las únicas alternativas auténticamente viables para salir airo- 
sos de este gran desafío que asumimos colectivamente. No 
son estos los atributos del Estado que propone esta iniciativa y 
pienso que sería muy sensato repensar el futuro de las empre- 
sas públicas en un marco que, de aquí a pocos años, puede 
cambiar radicalmente la realidad del país. 


En Comisión se planteó, sin éxito, la necesidad de un 
estudio comparado del funcionamiento de las empresas públi- 
cas en los países de la región. Pensamos que fue una excelente 
idea que se trató de imponer calurosamente, pero, lamentable- 
mente, no se llevó a da práctica. Quizás podamos retomar un 
camino acertado, a través del cual se pueda obtener ese propó- 
sito. 


En cl artículo 27 del Capítulo VÍ se establece que: “Los 
recursos obtenidos por las enajenaciones efeciuadas en mérito 
a esta ley, en la forma que establezca la reglamentación, serán 
destinados a los siguientes fines: 


a) Capitalización del Banco de Previsión Social; 


b) Inversiones de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública; y 


c) Planes de vivienda o construcción, refacción o equipa- 
miento de hospitales del Ministerio de Salud Pública”. 


Señor Presidente: naturalmente, no seremos nosotros, los 
frenteamplistas, quienes neguemos la importancia de destinar 
recursos -¡por fin serán destinados!- a éstos y a otros objetivos 
sociales. ¡Bienvenidos sean! No obstante, creo necesario ha- 
cer algunas precisiones. 


Quicnes defienden este proyecto afirman que el Estado 
hace mal lo que debe, porque intenta hacer lo que no debe, 
Las actividades que se desea privatizar serían, con este curio- 
so criterio, las culpables de que no haya recursos para la 
salud, la vivienda, las jubilaciones o las construcciones de 
escuelas y liceos. Se ha citado abundantemente, al respecto, 
una frase del Presidente de México, quien probablemente nun- 
ca imaginó que se haría tanta referencia a sus palabras en el 
Parlamento Nacional, Entonces, veamos cuáles son las múlti- 
ples posibilidades de interpretar ese tipo de frases. A mi jui- 
cio, dicha frase está condicionada por una forma peculiar de 
percibir la realidad del mundo presente. Concretamente, el 
señor Carlos Salinas de Gortari se refería a la necesidad de 
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“usar los bienes para remediar los males”. También se sostie- 
ne, en la edición citada de “Respuesta”, que debemos “actuar 
en lo estatal como cada ciudadano se comporta en su vida 
privada, con el manejo de los bienes que le pertenecen”. 


Estos argumentos tienen, a mi juicio, algunas debilidades 
importantes. Para empezar, es razonable suponer que el inte- 
rés privado por desempeñar las actividades que hoy asume el 
Estado será mayor, por lógica, en aquellas que arrojen mayo- 
res ganancias, y no precisamente en las deficitarias. Mucho 
nos tememos que se produzca el arrinconamiento del Estado 
en aquellas funciones con mayores probabilidades de arrojar 
déficits, y una limitación exponencial de las tareas vinculadas 
con políticas sociales. 


Nuestro gran temor es que esos propósitos se vean frustra- 
dos o enormemente limitados a causa de las iniciativas que 
aquí se proponen. 


Cuando un ciudadano se ve obligado, para comer o pagar 
el alquiler -por cierto que no son problemas teóricos, sino que 
forman parte de la vida cotidiana, y a la salida de este recinto 
se puede percibir en forma clara hasta qué punto nos vemos 
enfrentados, al igual que en el interior, con estas realidades 
dramáticas- a enajenar los instrumentos con los cuales trabaja 
y que le generan ingresos, es muy difícil sostener que realiza 
un buen negocio. Por eso nos tememos que, en vez de -tal 
como se ha repetido muchas veces- “usar los bienes para re- 
mediar los males”, se usen los males como pretexto para ena- 
jenar los bienes. Hace algunos años, en debates sobre la refor- 
ma estatal, se acuñó una expresión que me parece acertada: no 
es que el Estado uruguayo sea excesivamente grande, sino que 
es gordo. Yo temo que a ese gordo, al cual habría que recetar- 
le una vida sana y ejercicio para fortalecerse, se le quiera 
amputar un brazo o una pierna para aligerarlo. 


Espero que aquí tampoco se interpreten mis palabras como 
una alusión política. Lo expuesto no son meras suposiciones o 
especulaciones teóricas. Los propios datos surgidos de nuestra 
realidad concreta así lo demuestran. 


Tengamos en cuenta que según la información consignada 
por el último Boletín de Prensa del Banco Central, las empre- 
sas públicas han arrojado, en su conjunto, un superávit de 
N$ 91.065:000.000. El resultado consolidado ha arrojado, así, 
un importante superávit equivalente a unos U$S 59:000,000, o 
sea que ha contribuido a un significativo abatimiento del défi- 
cit del sector público, superior al 25%. 


No deja de llamar la atención que se plantee en este pro- 
yecto de ley sacamos de encima una empresa, como por ejem- 
plo ANTEL, no porque sea deficitaria, sino más bien porque 
es superavitaria y, por lo tanto, “vendible”, Parece ser que 
este es el más convincente de los argumentos. 


Nos preguntamos por qué no se nos ha presentado otro 
planteo, como podría ser, a modo de ejemplo, otorgar a las 
empresas públicas otro régimen jurídico de modo que no que- 
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den atrapadas en las rigideces legales que les impiden compe- 
tir bien cn el mercado y en igualdad de condiciones. 


Las esclerosis, corruptelas y burocráticos procederes -bicn 
lo sabe la ciudadanía- los hemos combatido y lo seguiremos 
haciendo en todos los niveles. 


Creemos en la importancia equilibrada y acotada del Esta- 
do. No pensamos, señor Presidente, en este modelo de Estado 
que fue utilizado muchas veces -y en gran medida sigue sién- 
dolo- menos para promover socialmente a la Nación que para 
obtener réditos políticos, a través del favoritismo y el cliente- 
lismo político, para perjuicio del propio Estado, de toda la 
ciudadanía y de la habitual postergación del funcionariado, a 
quien no se respeta en sus retribuciones ni tampoco en cuanto 
a su capacidad de iniciativa para proponer mejoras a la ges- 
tión de la empresa pública. 


Por ese motivo es que consideramos imperioso -así lo sos- 
tenemos y lo propiciamos- terminar con las designaciones in- 
suficientemente fundadas de los Directorios de las empresas y 
de los cntes estatales; integrar esos cargos incluso con funcio- 
narios y que se elija si van a ser pagos o no, o si simplemente 


van a tener sus retribuciones como funcionarios, También se 


podrá decidir si tendrán o no voto, pero lo importante es que 
tengan conocimiento de todo lo que allí ocurre, a efectos de 
que sea transparente la gestión. Asimismo, será necesario de- 
mocratizar la información y hacer transparente la gestión de 
cada empresa pública, mediante estados de cuentas que refle- 
jen claramente su evolución financiera. Además, se tendrán 
que prever los correctivos correspondientes para que esa em- 
presa siga siendo productiva y eficiente. Se deberán promover 
grupos coordinados de empresas estatales y reconocer el dere- 
cho de los funcionarios a la capacitación y el reciclaje 
permanente de sus conocimientos, no sólo para beneficio per- 
sonal -naturalmente, me parece bien que se beneficien 
individualmente- sino también de la Nación, que es de alguna 
manera lo que tales inversiones pueden llegar a promover, Por 
olra parte, esto es lo que llevan a la práctica países más avan- 
zados que el nuestro. 


Estamos de acuerdo, además, con descentralizar territorial - 
mente las decisiones para incrementar la eficiencia y, muy 
especialmente, con establecer normas claras e inequívocas -de 
las cuales no se pueda dudar- para la designación de todos los 
funcionarios. Cuando hablo de “normas claras”, me estoy refi- 
riendo a los concursos y sorteos, de modo que todos los ciuda- 
danos sean iguales ante la ley. En ese sentido, puedo señalar 
que tanto ayer y hoy en la oposición a nivel nacional, como 
actualmente en la conducción del gobierno municipal, así se 
ha cumplido y lo seguiremos haciendo, en la medida de nues- 
tras responsabilidades, Incluso, aún sin tener responsabilida- 
des de Gobierno, hemos hecho llamados públicos para cubrir 
algunos cargos vacantes en el Palacio Legislativo. Pensamos 
que esta es la única forma de generar auténtica credibilidad y 
progreso en el país y, además, una de las vías esenciales para 
obtener no sólo eficiencia, sino también confianza de la ciu- 
dadanía en todo aquello que se refiere a la conducción de la 
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cosa pública, que está seriamente comprometida con este tipo 
de acciones. 


Por otra parte, habría que considerar en qué situación que- 
darían muchos de los funcionarios públicos de nuestro país en 
el caso de que este proyecto de ley -a nuestro juicio tan noci- 
vo- resultara aprobado. Por ejemplo, a los funcionarios que 
hoy pertenecen a algunas de las empresas del Estado -como es 
la situación de ANTEL, que ha sido la piedra del escándalo de 
toda esta problemática- que quedaran a disponibilidad y pasa- 
ran a otra dependencia, ¿qué garantía se les brinda -en el 
proyecto no se dice nada al respecto- en cuanto a su recompo- 
sición administrativa y a las compensaciones complementa- 
rias a sus retribuciones básicas? En ese sentido, debo decir 
que son más de 5.000 funcionarios -de un total de 7.000 que 
trabajan en ANTEL- quienes se encuentran en un régimen 
administrativamente irregular, porque no se los ha confirmado 
en las tareas que efectivamente vienen desempeñando. 


Esto es todo un ejemplo, señor Presidente, de las circuns- 
tancias graves y de las incongruencias e injusticias múltiples 
que tendrían lugar si no somos mínimamente cuidadosos, 
equilibrados y sensatos en la consideración de este proyccto 
de ley que se ha calificado como el más trascendente de esta 
Administración. 


Para terminar, quiero decir que comparto totalmente lo 
que expresan los señores senadores Korzeniak y Batalla cn el 
informe en minoría de la Comisión. Allí se expresa: “No alen- 
tamos ni nos sentimos comprometidos con ningún misticismo 
sobre la eficiencia congénita de la gestión estatal, pero tampo- 
co lo tenemos sobre la de la actividad privada”. Sabemos que 
el Uruguay debe cambiar profundamente; lo sabemos, lo de- 
seamos y trabajamos para ello. Nuestro rechazo a este proyec- 
to no se identifica con la defensa conservadora de lo caduco. 
El pensamiento de las fuerzas progresistas nacionales le ha 
dado al país, a lo largo de su historia, pruebas más que sufi- 
cientes de su compromiso con los cambios y de su rechazo a 
las estructuras agotadas e injustas. 


A todos nos sería útil recordar más a menudo aportes tan 
lúcidos como el que realizó, hace ya 27 años atrás, un gran 
uruguayo, cuya muerte pasó casi inadvertida, programada- 
mente inadvertida, ya que se produjo en plena dictadura, Me 
refiero a don Carlos Real de Azúa quien en su libro “El im- 
pulso y su freno”, lamentablemente no reeditado desde enton- 
ces, analiza con macstría cómo luego de modelar “una socie- 
dad y un Estado muy superiores a casi todos los otros hispa- 
noamericanos”, pagamos un alto precio cuando se quiso, des- 
de el Estado, “hacerlo todo simultáneamente, renunciando a la 
inexorable selección de fines que preside una conducta políti- 
ca eficaz”. Allí se afirma: “Dejó esta postura, este talante, una 
miríada de instituciones entecas y mediocres, de proyectos 
empantanados y de alegres construcciones en el aire -y en el 
papel- expuestas a la languidez y a la muerte”, Real de Azúa 
decía, también, que lo más peligroso para el país fue “el 
desprecio de toda espontaneidad de la iniciativa extraestatal, 
el desdén por apelar a esos reflejos puramente sociales de 
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decencia, iniciativa y cooperación entre individuos que fue 
uno de los timbres y rasgos históricos de la concepción anglo- 
sajona de la democracia y una de sus más activas fuerzas”. 


Creo, señor Presidente, que se trata de un pensamiento 
sensato, equilibrado y matizado que compartimos plenamente, 
producto de una de las mentes más lúcidas de nuestro tiempo. 
A pesar de ello, su muerte fue programadamente acallada por 
el oscurantismo autoritario de la época. 


A todos nos sería útil recordar más a menudo cómo, en ese 
libro y ya en 1964, Real de Azúa plantea: “No hay soluciones 
redistribuidoras que no vayan engarzadas en la promoción 
productiva, y que más producción y mejor distribución son 
dos incógnitas que tienen que despejarse juntas, dos frutos que 
no pueden crecer muy distantes”. 


Scría conveniente recordar que, hace ya 27 años, Real de 
Azúa percibía “un mundo en el que grandes grupos superna- 
cionales, crecientemente erizados y dispuestos a lograr su au- 
tosuficiencia, parecen decididos a estrangular nuestro comer- 
cio exterior y, con él, nuestro suministro más vital de divisas”. 
Más adelante nos habla de “Un mundo donde una revolución 


tecnológica de cibernética y automatización” -esto fue dicho. 


hace 27 años- “marcha a grandes pasos, mientras en este rin- 
cón de él, que agrupa a nuestras patrias, apenas se recorren los 
primeros trancos (penosa, pausadamente), profundizándose 


,” 


por ahí, también, el foso entre el “adelanto” y el “atraso””. 


Y quizá lo más duro de recordar es que, mientras se perci- 
bía con semejante claridad la realidad internacional, señalaba 
-y vuelvo a citar a Real de Azúa- “la inadecuación frontal” a 
ésta de nuestro país, empantanado no sólo por el estatismo, 
sino también, por la legislación electoral, “que puede triturar, 
y así lo hace casi siempre, el querer concreto del ciudadano”, 
por el clientelismo, las jubilaciones desmesuradas que se otor- 
garon a sí mismos los políticos y el reparto de cargos jerárqui- 
cos en la Administración Pública. Sin superar esas rémoras, 
no parece que la solución consista en volver atrás e implantar, 
como decía Real de Azúa, lo que el Batllismo superó amplia- 
mente: “el modelo de Estado destartalado y angosto de casi 
todos los países hispanoamericanos de la época”. 


Señor Presidente: no aspiro a un Estado “hinchado” por la 
incompetencia y la corrupción, destartalado de medios y an- 
gosto de miras. Por el contrario, sustentamos decididamente la 
necesidad de que exista un Estado renovado y transformador, 
basado en el dinamismo productivo, promotor de desarrollo 
económico, con justicia y solidaridad sociales. En definitiva, 
pretendemos un estado que posibilite y potencie una auténtica 
modernización cimentada en el respeto a la persona y capaz 
de concretar la adhesión mayoritaria de la gente, 


Por cierto, este proyecto de ley está muy lejos de contem- 
plar tales fines y lamento, realmente, tener que enfrentarme 
con otros sectores políticos cuando, mi más ferviente deseo, 
sería que el conjunto de la colectividad nacional estuviera 
dispuesta a defender -frente a los nuevos desafíos del momen- 
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to, esto sería muy importante ahora- riquezas e instrumentos 
que constituyen el patrimonio de todos. 


Por todo lo expuesto, votaremos negativamente este pro- 
yecto de ley y lo combatiremos por todos los medios lícitos 
que estén a nuestro alcance. 


Nada más, señor Presidente. 
7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Jaime Pérez solicita licencia por el tér- 
mino de 31 días a partir del 20 de junio del año en curso”. 


-Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 14 de mayo de 1991, Sr, Presidente del Se- 
nado, Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez. Presente. De mi mayor 
consideración: Por la presente solicito al Senado licencia por 
el término de 31 días a partir del 20 de junio del año en curso, 
en razón de la realización de un viaje al exterior, por invita- 
ción de diversos países. Sin otro particular saluda a Ud. atte, 
Jaime Pérez. Senador”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
8) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase una nota presentada por el 
primer suplente del señor senador Pérez, señor representante 
nacional Thelman Borges. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 20 de junio de 1991. Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez. De mi 
mayor consideración: Habiendo sido convocado para ocupar 
una banca en el Cuerpo que Ud. preside, en razón de la licen- 
cia del señor senador Jaime Pérez, comunico a Ud. que por 
esta vez no acepto. Saludo al Sr. Presidente, y por su interme- 
dio a los señores senadores, muy atentamente. Thelman Bor- 
ges. Representante Nacional”. 


-Téngase presente, 
Convóquese al siguiente suplente, señor Walter Olazábal. 
Si el mismo se encuentra en la Casa, puede ingresar al hemi- 


ciclo. 


(Entra a Sala el señor senador Olazábal) 
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9) EMPRESAS PUBLICAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión general 
del proyecto de ley de Empresas Públicas. Tiene la palabra el 
señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: lamentándolo, 
voy a hacer una precisión previa. 


Durante todo este debate, que lleva varios días, a propósito 
no he interrumpido a ningún señor legislador, ya que preveía 
que me iba a ser muy difícil poder conceder interrupciones en 
el tiempo de que dispongo. 


Los representantes del Movimiento Nacional de Rocha en- 
tramos al debate en circunstancias muy especiales. Lo hici- 
mos cuestionados por presuntas incoherencias sostenidas por 
algunos adversarios, con problemas internos que no ocultamos 
y hemos participado activamente en lo que consideramos -en 
el acierto o en el error- el mejoramiento de este proyecto de 
ley. Todas estas circunstancias debemos aplicarlas en toda su 
dimensión. 


Procuraré no hacer alusiones políticas a fin de que no se 
me soliciten interrupciones por ese motivo, dado que no po- 
dría ncgarlas y me someteré a un esquema en el que analizaré 
el proyecto, señalaré lo que considere positivo en el mismo, 
así como las modificaciones que logramos introducir, en su 
última etapa de gestación, entre el Herrerismo y el Movimien- 
to Nacional de Rocha, con el conocimiento y asentimiento de 
algunos legisladores del Partido Colorado. 


Este tema de las empresas públicas o servicios prestados 
por el Estado tiene, naturalmente, una historia en el país que 
comienza después de la Constitución de 1918, Por razones 
atribuibles a la época de su aparición, la Constitución de 1830 
recogía la imagen de un “Estado gendarme”, no habiéndose 
planteado que atendiera necesidades sociales, a diferencia del 
papel del Estado que luego se planteó y que recogió la Consti- 
tución de 1918 en su artículo 100 y que, indudablemente, es el 
punto de partida de este proceso que nos ha llevado a la 
discusión actual. La Constitución de 1934 crcó una sección 
especial correspondiente a “Los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados”, cosa que no varió en la de 1942. El artícu- 
lo 185 de la Constitución de 1952 establece que los servicios 
del dominio industrial y comercial del Estado estarán dirigi- 
dos por Consejos o Directorios autónomos, mientras la de 
1966 agrega la posibilidad de los Directores Generales. Así 
queda planteado el esquema constitucional, sin otras varian- 
tes, a no ser lo establecido en el artículo 188, en cuanto a 
empresas de economía mixta, 


El proceso, que tiene su culminación en el país en la déca- 
da del 40, ya había provocado una encendida polémica duran- 
te toda la década del 20 y aún anteriormente, en la etapa de 
gestación de la reforma de la Constitución de 1918. Cuando se 
crean cestos organismos Uruguay no inventa nada sino, más 
bien, acompaña hechos acaccidos en el resto del mundo que, 
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como siempre, han influido sobre nosotros. Así llegamos a la 
etapa actual, a la que podríamos llamar, como se ha señalado, 
de reversión. En la década del 80 más de 60 países realizaron 
cambios en materia de empresas públicas. Así lo constata el 
libro de reciente aparición de Freddy Lima “las privatizacio- 
nes en Europa” que dice que “la década del 90 abre con las 
perspectivas de una ampliación, a nivel mundial, de las priva- 
tizaciones que ahora alcanza, entre otros a todos los países del 
Este, donde el volumen de empresas a privatizar se prevé 
enorme. A título de ejemplo podemos citar a Polonia, donde 
prevén privatizar más de 2.000 empresas en los primeros años 
de la década”. 


Quiero señalar que el autor de este libro tiene una posi- 
ción, diría -para definirla en términos corrientes- estatista, O 
sea, en favor de que el Estado mantenga estos servicios. En la 
introducción se hace un análisis general del proyecto, del que 
he extractado este pensamiento que me parece que tiene vali- 
dez. Agrega algo que considero muy importante, ya que aquí 
se ha dicho que no hay que ideologizar sobre este tema. En 
efecto, más adelante el señor Lima agrega que “pensar que la 
importancia del desarrollo, a nivel mundial, de este proceso 
privatizador, se debe exclusivamente a la fuerza de la doctrina 
liberal o a un efecto de moda, resultaría cándido”. 


Por lo tanto, y de acuerdo con lo expresado por el autor 
antes mencionado, denotaría candidez el pensar que la causa 
determinante de todo esto sea el liberalismo imperante en 
algunos países; tan es así que señala países con organizacio- 
nes muy distintas que están afiliados a esta posición, 


Además, agrega que tanto el privatizar como cl nacionali- 
zar son actos, fundamentalmente, políticos y, como tales, sus 
ventajas o desventajas son múltiples. 


Por eso nos ha parecido sumamente peligroso que los ar- 
gumentos, a favor o en contra, sean ideológicos sin tencr en 
cuenta las experiencias concretas lógicas, de las economías en 
que estos procesos se insertan. 


Por lo tanto, cuando algunos señores senadores han habla- 
do acerca de no ideologizar el tema, a mi juicio han señalado 
con claridad que esto debe analizarse a la luz de nuestra expe- 
riencia y realidad. 


De ello resulta -y así se señala en el libro del citado cstu- 
dioso de la realidad europea en cuanto a empresas públicas- 
que no se trata tampoco de la conocida controversia socialis- 
mo versus capitalismo sino de otra cuestión. Lo que determina 
este proceso de privatizaciones que hoy invade a la Europa 
del Este es un conjunto de factores que se traslada -como casi 
siempre ha sucedido- a nuestro país. 


Los primeros intentos que se realizaron al respecto en 
nuestro país partían de algunas iniciativas que no prosperaron, 
generando debates -de los pocos que entonces se podían reali- 
zar- durante el gobierno de facto. El gobierno anterior hizo 
algunos intentos, sin que los mismos llegaran a cristalizar. Sin 
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embargo, el tema se volvió candente durante la prédica de la 
última elección. Hubo candidatos presidenciales que basaron 
su propaganda en una entusiasta campaña privatizadora y des- 
monopolizadora en lo que tiene que ver con la acción del 
Estado; es el caso concreto de los doctores Lacalle y Batlle. 


Frente a esto, es conveniente entonces analizar lo que diji- 
mos en nuestra propuesta, la que acompañó mi candidatura a 
la Presidencia de la República. En ella se señala, en la página 
dedicada al rol del Estado, lo siguiente: “El rol y la dimensión 
del Estado no se determinan por esquemas ideológicos rígidos 
ni por dogmas económicos, sino en base a la permanente 
función de la defensa del interés público, aplicada a cada 
situación concreta, lo que Hevará a asumir actitudes pragmáti- 
cas que permitan contemplar en todos los casos el bienestar de 
la comunidad”. 


Más adelante se dice: “Le corresponde al Estado la finali- 
dad de servicio en toda gestión pública, armonización del 
derccho a la propiedad conforme a su carácter social, dere- 
chos del trabajador y defensa de los intereses del usuario de 
los distintos servicios públicos. El Estado no tenderá a absor- 
ber ni a sustituir al individuo o a las organizaciones interme- 


dias cn su esfera específica, en el quehacer social o económi- 


co. Prestará, además, por sí y por concesionarios, aquellos 
servicios fundamentales que de ejercerse en régimen competi- 
tivo o monopólico por particulares, crearían dificultades de 
distinta índole. Su participación en actividades industriales, 
agropecuarias o comerciales, de empresas formadas por apor- 
tes Obreros, cooperativas o capitales privados, conforme con 
lo autorizado por el apartado tercero del artículo 188 de ta 
Constitución, se hará en función de estímulo a la actividad 
privada cuando la misma requiera su apoyo y no como proce- 
dimiento para competir y predominar en un mercado que por 
su naturaleza no le es propio, como se ha dado en el Derecho 
Comparado bajo la forma de economía mixta encubriendo la 
exlensión del sistema del capitalismo de Estado con fines 
lucrativos”. 


En cl marco general de la economía, decíamos: “Rol del 
Estado orientador de la actividad privada, no realizando acti- 
vidades que ésta pueda realizar con mayor dinamismo y efi- 
ciencia; rol del Estado asumiendo la responsabilidad de que 
los sectores carenciados de la población puedan satisfacer sus 
necesidades básicas en las áreas de la enseñanza, salud, vi- 
vienda y seguridad social. Estos conceptos suponen la aplica- 
ción de la política económica de mercado cuyos beneficios se 
proyecten, mediante instrumentos de carácter redistributivo y 
políticas sociales específicas, a toda la sociedad. Se diferencia 
esta política de mercado de las concepciones neoliberales de 
orientar la economía según la apertura irrestricta de la econo- 
mía a las fuerzas del mercado internacional, en función de las 
ventajas comparativas naturales, sin tomar en cuenta los efec- 
tos destructivos de tal estrategia sobre sectores productivos 
con potencial lo suficientemente desarrollado y los efectos 
sociales que se manifiestan sobre la población, con pérdida de 
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calidad de vida, fenómenos migratorios negativos y avance de 
la marginalidad y la delincuencia. 


Se diferencia, asimismo, esta política social de mercado, 
de las políticas intervencionistas de las décadas pasadas, en 
que las intervenciones directas del propio Estado en los ámbi- 
tos de la actividad privada eran frecuentes, reclamadas y de- 
seadas. 


Diríamos que nuestra concepción económica se encuentra 
tan distante de la neoliberal que imponen los grupos hegemó- 
nicos del capitalismo internacional, como de da fracasada eco- 
nomía de Estado que postula el totalitarismo”. 


Esto decía la propuesta que acompaftó la candidatura pre- 
sidencial de quien habla. 


Además de esto, los candidatos del Partido Nacional nos 
habíamos comprometido a respetar lo establecido en el Pro- 
grama Unico aprobado por la Convención de nuestro Partido, 
En él se dice lo siguiente: “Nuestro Partido ha procurado 
desde sus orígenes constituir una sociedad justa y auténtica- 
mente nacional, basada en la solidaridad de todos sus inte- 
grantes, que persiga como meta primordial el bienestar espiri- 
tual y material del hombre, así como su perfeccionamiento 
moral. Para concretar este objetivo, el Partido Nacional, par- 
tiendo de la premisa de que la economía nacional es de tas 
llamadas de economía mixta, promoverá un régimen en el 
cual, tanto el Estado como los agentes privados asuman sus 
respectivos roles, apartados de los radicalismos basados en cl 
liberalismo extremo o en la planificación totalitaria, centrali- 
zada y coactiva. 


El rol del Estado y de las empresas privadas en el desarro- 
llo productivo”. Hago la precisión de que éste es un subtítulo. 


Continúa diciendo: “En el área privada, la iniciativa y el 
impulso que aseguren la inversión y el crecimiento del pro- 
ducto nacional corresponde a sus agentes, cuya actuación será 
estimulada y coordinada por el Estado, que no tomará a su 
cargo lo que puedan y deban hacer los individuos y los grupos 
sociales. Será reexaminada la participación del Estado en acti- 
vidades productivas y de servicios, debiendo ésta resultar 
compatible con su eficiencia, para que su participación no se 
traduzca en un peso contributivo que ahogue la actividad pri- 
vada. 


La actividad industrial y comercial del Estado deberá ser 
reexaminada; en ciertas áreas el Estado debe reservarse la 
exclusividad, tanto por su carácter estratégico como por la 
incapacidad del sector privado para asumirlas. El apartamien- 
to del Estado de cualquiera de las áreas en que hoy actúa 
deberá estar justificado por estudios que aseguren la mejor 
prestación de estas actividades por los agentes privados en 
defensa de los intereses generales de la población”. 


En base a este cuadro, señor Presidente, señalado por el 
Programa Unico del Partido Nacional y por la propuesta con- 
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creta que formulamos ante el electorado en las pasadas elec- 
ciones, es que nos movemos en este tema y por el presente 
proyecto. 


Como aquí se ha visto, no estamos afiliados a la tesis 
perimida del Estado gendarme, o a aquella, franca y abierta- 
mente dirigista, que llega a ser de carácter totalitario en algu- 
nos regímenes ni tampoco al “laissez faire, laissez passer”. 


Sintctizando, nuestra posición no está determinada por es- 
quemas ideológicos rígidos ni por dogmas económicos, como 
lo hemos señalado. Deberá estudiarse cada situación concreta; 
se deberán adoptar actitudes pragmáticas que contemplen el 
bienestar de la comunidad. El Estado no tenderá a absorber ni 
a sustituir al individuo -tal como dice la plataforma- en el 
quehacer social o económico. El Estado prestará, por sí O por 
concesionarios, aquellos servicios fundamentales. La partici- 
pación del Estado en actividades comerciales e industriales se 
podrá realizar conforme a lo establecido en el artículo 188 de 
la Constitución. 


Corresponde aclarar que hace unos instantes cometimos un 
error. Atribuimos la innovación que aparece en la Constitu- 


ción de 1966 a la de 1952. Es lo que figura en los incisos . 


segundo y tercero del artículo 188 de la Constitución y fue 
aconsejada por un organismo, muy prestigioso en aquel enton- 
ces y al que el país le debe mucho, Fue a instancias de éste -la 
CIDE- que se incluyó esa posibilidad de solución que hoy se 
recoge para ANTEL. 


Queremos agregar algo más sobre nuestra posición, que ha 
motivado críticas o interpretaciones equivocadas. 


Así como hemos señalado todo esto, no hemos bajado la 
voz para realizar nuestra defensa del patrimonio nacional, evi- 
denciada en la palabra, en la acción legislativa e, incluso, a 
través de soluciones concretas. Lo hemos hecho con un estado 
de prevención, que no ocultamos, sobre los peligros que pue- 
da significar la penetración excesiva, generalmente mal dirigi- 
da, del capital extranjero. El país ya vivió épocas difíciles, en 
las cuales las grandes empresas extranjeras llegaban, en deter- 
minados casos, a ser más poderosas que el Gobierno mismo, 
afectando la soberanía nacional. 


Por lo tanto, debemos estar prevenidos, porque como tan- 
tas veces se ha dicho, en algunos casos privatizar puede ser 
extranjerizar. Naturalmente, esto lo hemos tenido en cuenta al 
introducir modificaciones a este proyecto. Tal como está esta- 
blecido en nuestras bases y como siempre lo hemos dicho, 
debemos señalar que no practicamos ninguna clase de dogma- 
tismo, es decir que no tenemos, en este tema, posiciones a 
priori en cuanto a la participación del Estado, sino que prefe- 
rimos ajustar nuestra conducta en cada caso concreto. 


Nuestros comentarios, señor Presidente, no van a estar re- 
feridos al proyecto original ni al aprobado por la Comisión, 
sino al que resultó de las últimas modificaciones aconsejadas 
«adelantamos que es el que vamos a votar- y que se ha presen- 
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tado a la Mesa. Debemos aclarar que el proyecto que vino del 
Poder Ejecutivo no nos conformaba ni tampoco el que salió 
de Comisión. Es por ello que surgieron las conversaciones que 
terminaron con importantes modificaciones, que lo mejoran 
notablemente, creando controles a cargo del Estado e impi- 
diendo excesos, ya sea del capital extranjero o del nacional 
privado, en general, con lo que se garantiza el interés público 
y se tiene en cuenta la defensa del interés nacional, en todos 
los casos. Por lo tanto, las referencias que estoy haciendo 
están relacionadas con el proyecto que resultará de aprobarse 
las modificaciones que hemos acordado con otros sectores 
políticos representados en el Senado. 


Concretamente, voy a mencionar las modificaciones que 
se le han introducido al proyecto por medio del acuerdo a que 
he hecho referencia. 


Algunas pueden parecer sin importancia, pero otras son de 
enorme gravitación. Quizás, el primer cambio que le hemos 
hecho al proyecto, pueda parecer superfluo, pero, a nuestro 
juicio, no está de más. 


El artículo 1* decía: “El Poder Ejecutivo podrá conceder u 
otorgar permisos para la ejecución de servicios públicos na- 
cionales”, Esta redacción nos pareció de una amplitud tal, que 
debíamos concretarla. Por ello se le agregó “servicios públi- 
cos nacionales “a su cargo””, es decir, los que están en la órbi- 
ta del Poder Ejecutivo. Alguien puede decir que si no son de 
cargo del Poder Ejecutivo, no se pueden aplicar, pero como 
este es un proyecto que no abarca sólo ci ámbito del mismo, 
conviene establecerlo, 


Otra de las modificaciones que hemos introducido en este 
artículo es la de que, en todos los casos, ya sea cuando el 
Poder Ejecutivo es el que otorga el servicio mediante el régi- 
men de concesión o de permiso o cuando es el Ente Autóno- 
mo, se hará en base a la igualdad de los oferentes y por el 
régimen de licitación pública. Se agregó entre paréntesis: 
“(Artículos 482 y siguientes de la Ley N* 15.903 en la redac- 
ción de los artículos 653 y 655 de la Ley N* 16.170)”. En este 
caso, lo que se fija es el principio de la licitación pública lo 
que nos parece una modificación importantísima ya que ase- 
gura un contralor, una garantía de igualdad y de transparencia 
en las operaciones, mejorando el proyecto y beneficiando a la 
Administración. También, en este artículo 1% se establecía la 
posibilidad de enajenación de los bienes muebles e inmucbles 
del Estado, como parte de la concesión o permiso. Nosotros 
creemos que sólo pueden transferirse los derechos de uso, 
usufructo y personales, así como la constitución de derechos 
reales o personales respecto de los bienes muebles o inmue- 
bles útiles para la ejecución del servicio por el período de la 
concesión, Quiere decir que no puede haber venta de bienes 
muebles o inmuebles acompañando el otorgamiento de la con- 
cesión o del permiso, sino, simplemente, el derecho de uso o 
usufructo, cuando se entienda pertinente. Esta nos parece una 
importante mejora que debemos destacar. 


En este mismo artículo, al final, se ha agregado entre pa- 
réntesis, refiriéndose al problema de la fijación de tarifas, 
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“(Constitución de la República, artículo 51)”. Con esto esta- 
mos estableciendo la obligación de la fijación de tarifas por 
parte del Estado. Es posible que esto tuviera contenido en una 
concepción general de la redacción, pero nos pareció impres- 
cindible como garantía para el interés público, que la tarifa 
sea homologada por el Poder Ejecutivo, tal como lo expresa el 
artículo 51 de la Constitución. 


En ci artículo 2* se establecía que en el caso de enajena- 
ción de bienes de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados, se requerirá la simple mayoría. 


El año pasado debatimos acerca de un proyecto que conte- 
nía una disposición similar; nosotros nos pronunciamos en el 
sentido de que en ese caso se debían crear mayorías especia- 
les. En esta oportunidad, también lo hemos hecho reclamando 
que para enajenar los bienes de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados se deben crear mayorías especiales, 
Cuando se trata de directorios de cinco miembros, por lo me- 
nos cuatro deberán autorizar la enajenación y, en el caso de 
aquellos formados por tres integrantes, será necesario la una- 
nimidad de votos. Esto es así porque la razón fundamental 
-como ya fuc esgrimido aquí en la oportunidad que cité ante- 


riormente- es la de que más de un partido político intervenga : 


en una decisión tan importante como es la venta de los bienes 
públicos, La única forma de que esto se cumpla en el caso de 
los Directorios formados por tres miembros es establecer la 
autorización de la unanimidad y en el caso de los cinco inte- 
grantes, será necesario la mayoría especial de, por lo menos, 
cuatro Directores. 


El artículo 2? expresa que “La Administración Central, los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados podrán autori- 
zar, contratar, o subcontratar con terceros la ejecución de 
otras actividades de sus competencias que no constituyan co- 
metidos esenciales del Estado ni servicios públicos o socia- 
les”. Se reftere a otras actividades y competencias que no 
constituyan cometidos esenciales del Estado ni tampoco servi- 
cios públicos o sociales, es decir, servicios periféricos u otros 
de su actividad, También la modificación “y sociales” cree- 
mos que fue necesaria introducirla. 


El artículo 3% es nuevo y surge del acuerdo que ya hemos 
mencionado. Dice lo siguiente: “Por la vía de los actos y 
contratos referidos en los artículos 1% y 2%, no se podrá privar 
a un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado de la presta- 
ción directa de todos sus cometidos”. Por lo tanto, se impide 
el vaciamiento del organismo; no puede desprenderse del total 
de sus competencias. 


El artículo 7% expresaba que al Poder Ejecutivo le corres- 
pondería la fijación de política nacional en materia de teleco- 
municaciones. Hemos hecho el agregado de que preceptiva- 
mente deberá requerir el asesoramiento de la Dirección de 
Telecomunicaciones. Pensamos que esta Dirección debe jugar 
un rol más importante en la vida del país, de lo que lo hace 
actualmente. Debe ser un organismo con una composición 
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especial a los efectos de que pueda apreciar las necesidades 
que tiene el país en la materia. Naturalmente, nos parece in- 
conveniente que permanezca en el ámbito del Ministerio de 
Defensa Nacional. Creemos que es pertinente cambiar su es- 
tructura, y su ubicación en la conformación del Estado. 


El artículo 8? se refiere a las autorizaciones para la instala- 
ción y operación de estaciones radioeléctricas, con excepción 
de las emisoras de radiodifusión. Se expresa que los servicios 
así autorizados estarán sometidos a un determinado control, 
etcétera. Pero, ¿a quién corresponde otorgar esa autorización? 
A la Dirección de Comunicaciones, tal como lo hemos esta- 
blecido. Nos pareció importante incluir la palabra “precarias” 
a continuación de “autorizaciones”. Consideramos que debe 
mantenerse la precariedad de estas concesiones; estimamos 
que el ejemplo vivido en el país resulta suficientemente escla- 
recedor como para aceptar como válido el régimen de la pre- 
cariedad. No debemos olvidar que, en primer lugar, se trata de 
un regalo del Estado -entendemos que no debe proceder de 
esa manera- en beneficio de intereses respetables, pero en 
general, particulares. Además, puede generarse una desvia- 
ción ya que no siempre -y vaya si es así- se coincide con el 
interés nacional, y en este caso debemos tener presente que se 
trata de un vehículo para la comunicación pública. Entonces, 
en el caso de estos medios se debe estar seguro de que van a 
ser controlados hasta el extremo de la suspensión de la autori- 
zación. Por estas razones, entendemos que debe continuar vi- 
gente el régimen de la precariedad, y así se estableció en el 
proyecto. 


El numeral 4) del artículo 9%, versa sobre las competencias 
del Poder Ejecutivo en materia de servicios o tarifas de tele- 
comunicaciones. Hemos incorporado -me refiero a quienes 
participamos en estas conversaciones y no exclusivamente a 
mi sector- lo siguiente: “Autorizar y controlar la fijación de 
precios o tarifas de servicios de telecomunicaciones”. Es decir 
que el Poder Ejecutivo deberá autorizar y controlar la fijación 
de precios en esta materia, como una garantía de que el inte- 
rés público va a ser contemplado. 


En lo que tiene que ver con ANTEL, en base los incisos 
tercero y cuarto del artículo 188 de la Constitución se facultan 
al Ente, previa autorización del Poder Ejecutivo, autorizan a 
asociarse con capitales privados a fin de prestar sus cometi- 
dos. Sin embargo, en el proyecto de ley se han introducido 
una serie de variantes o limitaciones a las sociedades de que 
eventualmente forme parte ANTEL. Por ejemplo, se expresa 
que sólo podrán asumir la forma de sociedades anónimas por 
acciones nominativas, lo que implica que quedan fuera las 
sociedades personales, colectivas, de responsabilidad limita- 
da, etcétera. De esta forma -acciones nominativas- se podrá 
determinar claramente quién o quiénes son los tenedores de 
las acciones. 


Con respecto al capital de las sociedades mixtas, se esta- 
blece además una participación mínima de ANTEL de por lo 
menos el 40% del capital accionario. Asimismo, se señala que 
el 51% del paquete accionario debe estar en manos naciona- 
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les, sin que esto pueda alterarse por la transferencia de accio- 
nes. La integración de ese capital nacional se realizará de la 
siguiente manera: el 40% del paquete estará en manos de 
ANTEL; el 8%, a cargo de los funcionarios, y por lo menos 
un 3% de capitales que prueben fehacientemente ser naciona- 
les. De esta manera, por lo menos el 51% -puede ser un 
porcentaje superior, por supuesto- del capital será nacional. 


Nos parece importante este derecho preferencial de los 
funcionarios para adquirir hasta un 8% del capital accionario. 
Se trata de crear un paquete accionario popular a cargo de 
funcionarios del Ente. Reitero que, a nuestro juicio, esta me- 
dida constituye un importante hecho social. Á los efectos de 
lograr este objetivo, se prevén descuentos sobre el valor nomi- 
nal de cada acción, facilidades de pago, límites en el número 
de acciones a adquirir por cada funcionario, plazos de tenen- 
cia obligatoria, etcétera. Lo que acabo de exponer se refiere, 
pues, a la integración del capital mayoritario para la eventua- 
lidad de la creación de una o más sociedades de capital mixto. 


Por otra parte, en el Acuerdo se han establecido controles 
porque, en definitiva, todo el posible éxito de la cuestión se 
reduce a tener buenos contralores. Todos los abusos que he- 


mos podido imaginar -tanto de parte de los inversores priva- . 


dos como de los extranjeros, sí participaran en alguna medida 
en estas empresas- no se darían en Ja práctica si el Estado 
cuenta con controles que funcionen en forma eficiente y que 
estén claramente previstos en el texto legal. Por este motivo, 
hemos establecido que el Poder Ejecutivo será el encargado 
de aplicar sanciones por incumplimiento, que pueden llegar a 
la revocación de las respectivas autorizaciones para explotar 
el servicio. Además, deberá asegurar la prestación de servi- 
cios de interés social no redituables. Naturalmente, el capital 
privado -obvio es señalarlo- siempre persigue un afán de lu- 
cro. Entonces, en la medida en que éste pese, podría darse el 
caso de que se decidiera no prestar servicios en determinados 
lugares porque ello no resultaría redituable. Eso significaría 
un atentado contra el interés de la sociedad uruguaya. Por eso, 
deberán prestarse igualmente aquellos servicios que desde el 
punto de vista económico no sean redituables, y el Poder 
Ejecutivo obligará a la empresa a hacerlo. 


Cabc señalar, además, que será necesario recabar el con- 
sentimiento de la representación estatal en ciertas decisiones 
que adopten estas empresas. Aclaro que estamos ya dentro del 
capítulo de los controles fijados de acuerdo con las modifica- 
ciones introducidas. Entonces, se requerirá el consentimiento 
del Estado para planes de endeudamiento, la venta de inmue- 
bles, aumentos de capital, modificaciones de contratos o esta- 
tutos, reintegros de capital, rescates, reembolsos y amortiza- 
ción de acciones, fusión, transformación, escisión y disolución 
de la sociedad, emisión de “debentures” y partes beneficiarias, 
así como su conversión en acciones. Esta exigencia tuvo su 
inspiración en mecanismos existentes en diferentes países eu- 
ropeos, como por ejemplo, la “minoría de bloqueo” en Ale- 
mania y la “acción específica” en Francia. Así, se evita que 
sin el consentimiento del Estado, la sociedad tome decisiones 
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que puedan desvirtuar, directa o indirectamente, el objeto para 
el que fue creada. Por eso, en estos casos se da una interven- 
ción decisiva y preponderante al Estado, 


Aquí se crea, en consecuencia, una suerte de derecho de 
veto de la minoría estatal. Es decir que ésta puede vetar deci- 
siones del organismo que se entienda pueden perjudicar el 
interés nacional. Consideramos que esta es una conquista im- 
portante, incorporada al Derecho Público uruguayo, porque 
así se contempla y protege al interés de la sociedad. 


Entre los controles figuran, además, la auditoría pcrma- 
nente e independiente, así como la información al Poder Le- 
gislativo sobre las condiciones técnicas y económicas consti- 
tutivas de la sociedad y sus posteriores modificaciones, infor- 
mes de la auditoría, sanciones a aplicar, y normas para la 
elección de socios, Es decir que se aplica el artículo 483 de la 
Ley N*? 15.903 y, en lo posible, las disposiciones de licitación 
pública. 


Es así que el resultado de estas conversaciones, se traduce 
en artículos sustitutivos que serán tenidos en cuenta en la 
discusión particular del proyecto. Á nuestro juicio establece 
todo un sistema de controles necesarios para que, cn el caso 
de que los servicios pasen del Estado a particulares, no se vea 
perjudicado el interés público que el Estado tiene la obliga- 
ción de custodiar. 


Sin embargo, frecuentemente se escucha por la Prensa, por 
la calle y, a veces, en los corrillos cosas tales como: “¡se están 
vendiendo las empresas públicas! ¡Se le está poniendo bande- 
ra de remate al país!” Todo esto es falso. 


En el artículo 1? se establecen concesiones que puede otor- 
gar el Poder Ejecutivo, aunque esta facultad ya la tienen tanto 
este Poder como los Municipios, por ejemplo. El caso más 
claro es el del servicio de ómnibus interdepartamental que 
resulta de una concesión que da el Gobierno nacional. Los 
servicios de ómnibus departamentales se obtienen por la con- 
cesión que otorgan los Gobiernos departamentales. Quiere de- 
cir que en esta parte del proyecto no hay ninguna innovación 
de fondo, ni se indica ninguna venta. Al artículo que establece 
este tipo de concesiones se agregan garantías como las que ya 
hemos señalado. Ocurre algo similar en los Entes Autónomos. 
Algunos servicios periféricos han sido traspasados de los En- 
tes Autónomos, por régimen de concesión o de simple contra- 
to a particulares. Es posible que algunas veces no se hayan 
llenado las garantías necesarias pero, de aquí en más, esto no 
va a suceder porque las mismas están impuestas por el proycc- 
to, en caso de aprobarse las modificaciones propuestas por los 
señores senadores de Posadas, Abreu y quien habla y a los que 
ya me he referido. Entonces, los riesgos o peligros se cubren 
con controles y éstos están establecidos. Los peligros mayores 
que se han señalado han sido conjurados con las modificacio- 
nes que hemos determinado. Las leyes tienen más duración 
que los Gobiernos. Aquí no estamos creando una desconfianza 
especial contra el actual Poder Ejecutivo. No olvidamos aque- 
lla sabia expresión del doctor Martín C. Martínez cuando de- 
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cía que cn su tarea de legislador era misión importante la 
confianza. Creo que, sin que esta desconfianza resulte ofensi- 
va, nosotros tenemos que tomar los contralores para poder 
evitar los excesos, abusos o errores en una materia tan delica- 
da como es -en el caso de concretarse- la de traspasar los 
servicios que tiene el Estado a los particulares. Veamos nue- 
vamente algunos de estos aspectos. 


En el caso de concesiones, permisos o contratos, se favore- 
ce la libre concurrencia, procurando evitar situaciones de mo- 
nopolio. Se establece la fijación de tarifas por parte del Esta- 
do; no se trasmiten competencias que constituyan cometidos 
esenciales o servicios sociales del Estado. ¿Cuáles son los co- 
metidos esenciales del Estado? Según la doctrina serían aque- 
llos cometidos del Estado inherentes a su calidad de tal, que 
no se conciben sino ejercidos directamente por él mismo. Ese 
sería el caso de las Relaciones Exteriores, Defensa Nacional, 
Poticía, conducción de la economía que incluye planificación 
cconómica, emisión de moneda, manejo de reservas interna- 
cionales del país, materia cambiaria, emisión de deuda públi- 
ca, investigación de delitos económicos, integración económi- 
ca regional, entre otros, actividad financiera, imposición y re- 
caudación de tributos de los contribuyentes, obtención, con- 
servación y uso de los bienes del Estado -administración fi- 


nancicra y tributaria- obras públicas, planificación, programa- 


ción y financiación de las obras públicas y Justicia. 


A nuestro juicio, se ha partido de errores cuando alguien 
ha preguntado: ¿También los Bancos y la emisión de moneda 
pasarán a manos privadas? 


En el artículo 4% se establece claramente que no podrán 
trasmitirse competencias que constituyan cometidos esencia- 
les del Estado. Por lo tanto, ese riesgo no existe. En dicho 
artículo también se dice que no podrán transferirse servicios 
sociales. ¿Cuáles son los servicios sociales? Para contestar 
esta pregunta voy a recurrir a la doctrina, según la cual “los 
estados modernos admiten la necesidad de que los Poderes 
Públicos accionen para impulsar el desarrollo de las culturas, 
la protección de la Salud Pública, el desenvolvimiento de la 
Previsión Social, etcétera. El cumplimiento de estos fines pue- 
de lograrse de muy distintas formas, especialmente mediante 
la organización de servicios administrativos a los cuales se 
asignen determinados cometidos. El conjunto de actividades 
que realizan dichas administraciones constituye los servicios 
soctales”. Quedan fuera del proyecto tanto los cometidos 
esenciales como los servicios sociales del Estado, por lo cual 
algunos temores expresados no son pertinentes. 


Entonces, tanto en tos artículos 1? y 2% -que son los más 
cuestionados- como en todo el proyecto se da la posibilidad 
-no la obligatoriedad- de que actividades que desarrolla el Es- 
tado pasen a la órbita de la actividad privada. Naturalmente, 
se refiere a los servicios públicos puesto que no entran los 
cometidos esenciales ni los servicios sociales que presta el 
Estado. 


¿Qué es un servicio público? Según la definición del doc- 
tor Sayagués Laso, “servicio público es un conjunto de activi- 
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dades desarrolladas por entidades estatales o por su mandato 
expreso para satisfacer necesidades colectivas impostergables, 
mediante prestaciones suministradas directa o indirectamente 
a los individuos bajo un régimen de Derecho Público”. Enton- 
ces, esto es lo que se establece en el proyecto en su artículo 
1%. Nadie disiente con que la ley puede autorizar, mediante el 
instituto de la concesión, la prestación de un servicio público. 
Así lo consagran la Doctrina y la Jurisprudencia. 


Por lo expuesto, prescindir del Estado en la prestación 
directa de un servicio no es una novedad, como ya lo hemos 
señalado, pues existe sin esta ley y sin alguna de las limitacio- 
nes que ella establece. 


El origen de la intervención del Estado en la prestación de 
los servicios públicos -como ya dijimos- estaba contenido en 
el artículo 100 de la Constitución de 1918. Este tema fue co- 
mentado más extensamente -que a pesar del tiempo mantiene 
su actualidad- en el libro titulado “Los Entes Autónomos” del 
doctor Demicheli donde se fijaban las tres formas en que 
puede participar el Estado, es decir, el régimen de concesión, 
el de libre concurrencia y el de monopolio. De manera que no 
constituye ninguna novedad los caminos que se señalan en 
este proyecto de ley. 


En definitiva, se da a los particulares la oportunidad de 
poder prestar servicios públicos y ello cabe dentro del concep- 
to de servicio público que ha fijado la doctrina y la jurispru- 
dencia. Se debe hacer mediante concesión o permiso. Veamos 
cómo se define la concesión: “es un acto de Derecho Público, 
por el cual la Administración encarga temporalmente a una 
persona la ejecución de un servicio público, trasmitiéndole 
ciertos poderes jurídicos. y efectuándose la explotación bajo su 
vigilancia y contralor, pero por cuenta y riesgo del concesio- 
nario”. 


Puede sostenerse que en la concesión de servicios se da 
una forma de privatización porque el particular sustituirá al 
Estado en la prestación directa del servicio, pero debe recono- 
cerse que es inherente al instituto del mantenimiento de los 
poderes del Derecho Público que llevan a que el Estado fije 
tarifas, controle la gestión en forma de obligar a prestar el 
servicio en forma continua e ininterrumpida, fiscalice aspec- 
tos técnicos, comerciales y financieros de la explotación, mo- 
difique unilateralmente las cláusulas de la concesión para ase- 
gurar el mejor funcionamiento del servicio en caso de cambio 
de la situación de hecho originaria, aplique sanciones, sustitu- 
ya al concesionario y llegue a la caducidad de la concesión en 
caso de incumplimiento. Todas estas potestades son, repito, 
inherentes al instituto de la concesión que está categorizado a 
través de un muy abundante aporte doctrinario y jurispruden- 
cial, lo que hace innecesaria una minuciosa enumeración de la 
norma. Se exceptúan algunas situaciones que expresamente se 
aclaran por su mayor gravitación o posibilidad de controver- 
sia, como las tarifas, los plazos y las expropiaciones. 


En el caso del artículo 2% se ha dicho que permitiría al 
Poder Ejecutivo, Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
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dos transferir bienes públicos. Al respecto, se ha citado con- 
cretamente el caso de “El Espinillar” y la fábrica de portland. 
Ello no es así porque el artículo dice que la transferencia sólo 
se podrá efectuar como parte de tales autorizaciones y contra- 
tos, O sea, que primero debe efectuarse la contratación y lue- 
go, como consecuencia de la misma, debe hacerse la transfe- 
rencia del bien. Para seguir con el ejemplo de “El Espinillar”, 
si ANCAP quiere transferirlo, primero debe contratar con par- 
ticulares la explotación de la cosecha de la caña y la fabrica- 
ción del azúcar; recién después se podrá transferir a ese parti- 
cular -y no a otro- el establecimiento para utilizarlo en la 
gestión propia del Ente y no en otras que dicho particular 
pueda realizar en acuerdo contractua!. Lo que la ley no permi- 
te es vender el inmueble asiento de una actividad para que el 
empresario haga lo que desee. 


También se ha expresado que el Movimiento Nacional de 
Rocha, que defiende el monopolio de los alcoholes por 
ANCAP, cae en contradicciones al apoyar este proyecto, pues 
el mismo permitiría suprimir ese monopolio. Ello no es así 
porque un monopolio concedido por ley sólo puede ser supri- 
mido por otra ley que expresamente así lo determine. Pero 
nunca se habilitará por contrato a un particular para ejercer la 
actividad que tiene ANCAP en régimen de monopolio. Sólo el 
contratante podría actuar sujeto a las condiciones del contrato, 
y la actividad no quedaría abierta a la libertad del mercado 
para ser ejercida por quien quisiera hacerlo. De manera que la 
posibilidad señalada tampoco es factible. 


Reitero, entonces, el proyecto nada innova en materia de 
privatizaciones, a través del artículo 1% que se refiere a un 
sistema tradicional como es el de la concesión de servicios y 
sólo otorga mayor flexibilidad al régimen de delegar en ma- 
nos del Poder Ejecutivo y de los directores de los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados la determinación de las 
razones de oportunidad y conveniencia que justifiquen en 
cada caso la aplicación del sistema, lo que no supone, a nues- 
tro entender, el otorgamiento de facultades exageradas o des- 
proporcionadas y, menos aún, la obligación de hacerlo. 


La otra forma de privatización contemplada en el proyecto 
de ley, a nuestro entender parcial y reducido en relación al 
criterio normal que se tiene en la privatización, está dada en 
el artículo 2%, Aquí se descartan, como ya lo señalamos, los 
cometidos esenciales del Estado y los servicios sociales. Se 
trata de aquellas actividades que podrían estar en manos pri- 
vadas, sin que ello suponga un desconocimiento a la soberanía 
o al poder etático ni una afectación fundamental al interés 
comunitario. Son actividades accesorias como podrían ser, por 
ejemplo, la limpieza de locales o el mantenimiento de maqui- 
narias en las que el perjuicio del interés público es nulo por el 
hecho de que se presten por la Administración en forma direc- 
1a o por particulares. 


¿Qué dice el artículo 2%? ¿Suprime la actividad estatal en 
materia de servicios públicos u otras actividades? No, abre 
exclusivamente la posibilidad de contratación al campo priva- 
do. ¿Privatiza sin amparar las razones de interés público? 
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Apenas se limita a permitir al Poder Ejecutivo y a los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados a autorizar o contra- 
tar la ejecución de esas actividades por terceros, o sea que 
faculta al Estado a contratar con un particular para que realice 
esas actividades, por él y no independientemente. No hay un 
traspaso de actividades que corte todo vínculo entre el parti- 
cular y el Estado, sino que la vinculación está mantenida y 
asegurada por el contrato. Por medio de las cláusulas contrac- 
tuales, el Ente, en su caso, podrá controlar la actividad parti- 
cular, asegurando la defensa del interés público que se tuvo cn 
cuenta al asignársele originariamente el cometido. 


Se reitera lo dicho: así como el Poder Ejecutivo y los 
Entes Autónomos pueden desempeñar -bien o mal- sus come- 
tidos, también podrán hacer un buen o mal contrato; pero si 
obran de acuerdo con sus responsabilidades, tratarán de que 
los términos contractuales permitan un control estatal que ase- 
gure la defensa del interés público. En todo caso, siempre 
queda la responsabilidad política que podemos hacer valer los 
legisladores a través de los institutos que señala la Constitu- 
ción de la República. 


No podemos negar -creo que ha llegado el momento de 
decirlo- que asiste razón a quienes enjuician los vicios que de 
alguna manera ha ganado a parte de las Empresas Públicas, 
aunque sería injusto señalar que toda ella constituye un fraca- 
so. 


Creo que, en primera instancia, quizás todos seamos ros- 
ponsables de esos vicios, así como lo es la actividad de políti- 
ca menuda que hizo de estas empresas del Estado el recinto o 
el asentamiento de la clientela electoral, ya que, en definitiva, 
procurando crear fuentes de trabajo, formó un exceso burocrá- 
tico que hoy pesa sobre el Estado. 


Quizás el problema proviene de una coparticipación mal 
entendida que se materializó en los errores de la Constitución 
de 1951 que institucionalizó el reparto político, con conse- 
cuencias en estos casos a que me he referido. No debe pensar- 
se que porque la actividad sea pública conduzca siempre al 
fracaso, porque existen excepciones, verdaderos puntales del 
progreso nacional como, por ejemplo, lo es el Banco de la 
República. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Formulo moción para que se prorrogue 
la hora de que dispone el señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de or- 
den formulada. 


(Se vota:) 


-24 en 25. Afirmativa. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Gracias, señores senadores. Crec- 
mos haber demostrado que esta institución el B.R.O.U. no se 
encuentra comprendida en el proyecto de ley, pero de cual- 
quier manera no está de más que la mencionemos. Así como 
vamos a votar este proyecto, también decimos que empleare- 
mos todas nuestras energías y entusiasmo para impedir que se 
limite, al Banco de la República en sus funciones de Banco de 
fomento, ya sea por imperativo de algún jerarca equivocado o 
de organismos del exterior del país que lesionan nuestra sobe- 
ranía. El Banco de la República debe ser defendido y sosteni- 
do como i¡astitución fundamental para el desarrollo del país. 
Cabe hacer esta digresión en momentos en que hablamos de 
las empresas del Estado. 


En algunas oportunidades, se ha relacionado a este proble- 
ma de las empresas públicas con el tema del MERCOSUR. 
No creo que exista incompatibilidad. Por el contrario, creo 
que en el momento en que entremos en el MERCOSUR, 
aquellas empresas públicas y poderosas como, por ejemplo, 
ANCAP no deben disminuir su poder económico, sino que 


deben ser puntales para la exportación de bienes que van a > 


enriquecer al país. 


Ya hemos señalado que en la campaña electoral dijimos 
que había que tener cuidado con la primacía del capital ex- 
tranjero en el caso de las privatizaciones que se proponían. 
Con respecto a ese tema expresamos que no practicábamos 
dogmatismo alguno -como también lo afirmamos en la actua- 
lidad- sino que descábamos actuar en cada caso concreto, que 
es lo que estamos haciendo al tomar esta decisión. 


“La dimensión del Estado no se determina por esquemas 
ideológicos rígidos ni dogmas económicos”. Este concepto 
está registrado en el libro que citamos en primer término. 


También nos referimos al peligro de la extranjerización. 
Al respecto creemos que hemos establecido controles pero, de 
cualquier mancra, debemos seguir vigilantes, 


Asimismo señalamos antes y lo reiteramos ahora, que las 
utilidades de las empresas públicas no se miden por sus balan- 
ces y que en los mismos no sólo deben figurar los números 
sino también los beneficios sociales. 


En lo que tiene que ver con las prestaciones de servicios, 
es necesario resolver, en cada caso si debe ser atendido por un 
particular o por el Estado. 


En este debate se ha puesto énfasis en la necesidad de no 
centrarse en ideologías; sin embargo, se ha caído en ellas, 
Evidentemente, nos encontramos enfrentados a dos conceptos: 
por un lado, que el Estado puede hacerlo todo o casi todo y 
por otro, que todo lo que él hace es malo. Debemos señalar 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-159 


que no estamos de acuerdo con ninguna de esas posiciones 
radicales, porque creemos que el Estado ha actuado bien en 
algunos aspectos, y lo sigue haciendo, y mal en otros que hay 
que corregir. Esta es la posición pragmática de la que hablá- 
bamos en nuestra propuesta y la situación que hoy definimos 
al considerarse la misma. 


Todo esto lo hemos expresado en la campaña electoral y, 
por lo tanto, no se encuentra en contradicción con lo que hoy 
vamos a votar, 


No debe interpretarse esto como que estamos haciendo 
prevalecer ciegamente una corriente privatizadora que tiene 
sus representantes en el Poder Ejecutivo. Debo decir que du- 
rante la campaña electoral existieron diferencias de matices 
-en algunos aspectos más profundos- entre nuestra propuesta y 
la del sector Herrerista, ya que cada una de ellas tenía distin- 
tos conceptos y alcances al amparo de nuestra legislación 
electoral y mediante el doble voto simultáneo. A través del 
acto electoral la ciudadanía optó por la propuesta Herrerista. 
Así como ellos tienen derecho de proponer lo que prometie- 
ron; nosotros tenemos el legítimo derecho de resistir aquello 
que consideramos equivocado, así como también de colaborar 
en la búsqueda de soluciones. 


Lo peor que puede hacer un señor legislador es ceñirse a 
prejuicios. Por el contrario, a nuestro modesto entender cree- 
mos que debe tratar de buscar soluciones mediante el entendi- 
miento y el diálogo. No voy a hacer alusiones; por lo tanto, no 
repetiré algún argumento que aquí se ha hecho en esta materia 
y lo dejaré para la discusión particular. 


En otra oportunidad también me he referido a la colisión 
que en la campañfía electoral se dio entre nuestra propuesta y la 
Herrerista. Todos admitimos las reglas de juego que ticnen 
que ver con la acumulación de votos. Inclusive los Partidos 
que no tenían derecho a usarla -por una anticuada y errónea 
disposición, por no calificarla de otra manera- reclamaron, 
con toda razón, que se les permitiera tener las mismas posibi- 
lidades que los demás. Por este motivo, mediante una ley que 
todos votamos, se dio la posibilidad de que ese régimen se 
extendiera a todas las fuerzas políticas del país. Entonces ¿de 
qué nos extrañamos cuando vemos que dentro de un Partido 
existen matices, diferencias, entre los sectores o que hay dis- 
tintas corrientes? Al respecto, repito que todos hemos acepta- 
do las reglas de juego. ¿Acaso lo hemos hecho pensando sólo 
en que íbamos a ganar? Considero que esas reglas se aceptan 
tanto para ganar como para perder, y se deben cumplir en los 
dos casos. 


Este proyecto de ley, si bien no nos entusiasma, no pode- 
mos decir que colide violentamente con nuestra propuesta 
como para que no podamos votarlo, fundamentalmente luego 
de haberle introducido modificaciones importantes como las 
que hemos citado, ya que se han fortalecido notablemente los 
controles del Estado, de los que, a nuestro juicio, carecía 
cuando llegó al Senado y continuó careciendo cuando salió de 
la Comisión especializada que lo estudió e informó. 
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El Estado no abdica aquí de ninguno de sus cometidos. En 
resumen, la imputada privatización a ultranza del proyecto de 
ley, una vez examinado, se reduce a la concesión de servicios 
públicos -figura tradicional en el Derecho Comparado- y a la 
contratación de servicios no inherentes a la actividad estatal 
que, por su naturaleza, entran en la órbita privada. Y, además, 
aunque esos cometidos se otorgaran al Estado, por una razón 
de interés público, consideramos que la gestión particular rea- 
lizada por contrato y no libremente, permitirá asegurar la de- 
fensa de ese interés público tan mencionado y tenido en cuen- 
ta. 


Es obvio que las leyes duran más que los gobiernos, por lo 
que no tenemos que pensar sólo en este momento, sino en el 
futuro y establecer las garantías de transparencia necesaria en 
el otorgamiento de las concesiones, de tos permisos o de la 
creación de las sociedades de economía mixta, que se podrán 
realizar por medio de este proyecto de ley. Debemos pensarlo 
y concretarlo en los controles y garantías, lo que, a nuestro 
juicio, han quedado establecidos. 


No olvidemos que el Parlamento debe cumplir con dos 
tipos de funciones claramente determinadas en la Constitu- 


ción: la típica de legislar y la clásica de controlar. Hoy esta- 
mos legistando; consagrado este proyecto de ley. Como todos ' 


los demás, entendemos que en la etapa de fiscalización y de 
control las responsabilidades políticas tendrán que estar pre- 
sentes en toda circunstancia, de uno y otro lado, es decir, 
desde el Poder Ejecutivo y desde el Parlamento. En este Poder 
siempre habrá, seguramente, hombres libres con clara con- 
ciencia de su misión, como para exigir que, por intermedio de 
esas responsabilidades políticas, no sólo se cumpla la ley, sino 
que se extreme la vigilancia en la transparencia de su aplica- 
ción. 


Nuestra actitud, entonces, frente a esta propuesta que, rei- 
tero, no nos entusiasma demasiado, ha sido, en lugar de la 
oposición abierta y total, la de pensar si era posible a partir de 
ese proyecto de ley original, establecer algún tipo de modifi- 
caciones que lo hicieran conciliable con lo que prometimos en 
ta campaña preelectoral por medio de las palabras expresadas 
en las tribunas que se alzaron durante dicha campaña y, desde 
luego, en nuestra propuesta. 


Como legisladores, naturalmente, asumimos la responsabi- 
lidad de este paso, procurando perfeccionar un instrumento 
legal. Creemos que es un deber de todos los legisladores, por 
más discrepancias que tengan con el fondo de los asuntos de 
que se trate, estudiar, proponer modificaciones y buscar la 
oportunidad para introducirlas, de manera de corregir los su- 
puestos o reales errores, según la apreciación que cada uno 
pueda tener sobre un proyecto de ley. 


Hemos señalado -como ya lo dijimos durante la campaña 
preelectoral- que en esta materia de las privatizaciones no 
practicamos ningún tipo de dogmatismo, ni nos aferramos a 
una ortodoxia determinada, sino que, por el contrarto, estudia- 
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mos cada caso en particular, que es justamente lo que estamos 
haciendo. 


Es conocido que nuestro grupo ha declarado este asunto de 
interés político, Se ha dicho que obrando así hemos cometido 
un acto de incoherencia, por cuanto el senador que habla, en 
la Legislatura pasada, en dos oportunidades actuó abiertamen- 
te en contra de su bancada: una fue en ocasión de aprobarse la 
Ley de Refinanciación del Endeudamiento Interno y, la otra, 
al votarse la de Caducidad. Respetando las posiciones de los 
demás compañeros que votaron a favor y entendiendo, como 
debe entenderse, que actuaron pensando en que esa era la 
mejor manera de resolver los problemas, creemos que hay un 
abismo que, de ninguna manera, permite establecer compara- 
ciones entre aquellas leyes y este proyecto que está a conside- 
ración. 


En el caso de la Ley de Refinanciación del Endeudamiento 
Interno, se buscó una solución a las consecuencias de una 
política económica, porque la causa de este problema no es 
obra del “aventurerismo” de productores, de industriales o de 
comerciantes, sino el fruto de una política errónea que hizo 
explosión el día en que se rompió la “tablita”. Entendemos 
que hay una responsabilidad de parte del Estado y que él debe 
aceptarla y correr con ella. Pero, naturalmente, entre el pro- 
blema del endeudamiento interno y el que hoy nos ocupa, hay 
una diferencia fundamental: aquél era y sigue siendo un ver- 
dadero drama social que provoca la emigración de las familias 
campesinas, la ruina de los trabajadores y la paralización de la 
maquinaria productiva del país. Esa era una circunstancia 
muy especial. 


En cuanto a la Ley de Caducidad, a nuestro juicio -y res- 
petando la posición de los demás- hubo una verdadera dene- 
gación de justicia para quienes reclamaban el castigo de los 
que habían violado los derechos humanos. Entonces, ¡si habrá 
diferencia entre aquella situación y este problema relativo a 
saber quién prestará determinados servicios públicos! La enli- 
dad de una y otra situación no admite ningún tipo de compa- 
ración. 


Además, en el juego de las relaciones políticas hemos 
comprometido a nuestro grupo en determinadas soluciones, 
compromisos que vamos a cumplir de cualquier manera, por- 
que en política, como en la vida particular, quienes no lo 
hagan, merecerán el calificativo correspondiente a tal actitud. 
Esperamos que nunca caiga sobre nosotros esa adjetivación. 


Con los respetos debidos a quienes con solvencia pueden 
manejar estos temas, rechazamos la tesis de la inconstitucio- 
nalidad. Hemos consultado -porque no somos técnicos y no 
dominamos el tema- sobre si alguna vez en nuestro país se 
declaró inconstitucional una ley porque violara el espíritu de 
la Constitución. Creemos que en todos los casos en que se ha 
declarado inconstitucionalidad, ha sido en torno a la letra, al 
texto y a su interpretación y no al espíritu que, naturalmente, 
es algo elástico y subjetivo. 
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SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador para contestar una alusión? 


SEÑOR PEREYRA. - No pensaba concederlas, pero con 
mucho gusto le cedo la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: concretamen- 
te, quiero referirme a la Sentencia N* 77, de 1965, referida en 
el “Proceso de Inconstitucionalidad de la Ley”, de Véscovi, 
donde el autor señala específicamente que se declaró la in- 
constitucionalidad por violarse el espíritu de la Constitución. 


Muchas gractas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA, - Obviamente, el Senado no puede 
asistir a una discusión entre el profesor Korzeniak y quien 
habla. De cualquier manera, el tema se va a resolver en otro 
lado; en el caso en que se plantee el recurso, en la Suprema 
Corte de Justicia, pero no en este recinto. 


Rechazamos, como se ha dicho, que se esté entregando la 
soberanía, porque sólo estemos dando un instrumento que no 
implica necesariamente cambios sustanciales o, acaso, abrien- 
do el camino hacia un campo experimental para ver qué resul- 
tados arrojará este proyecto de ley. 


Se podrán exponer -y ya se ha hecho- muchos argumentos 
en cuanto a la vaguedad del texto que hemos procurado ajus- 
tar lo más posible pero, en última instancia, voy a reiterar 
algo que he dicho a lo largo de esta sesión y que me parece 
indispensable que recordemos los legisladores: en el caso de 
una mala, incorrecta aplicación o de resultados negativos, re- 
curriremos a todas las posibilidades que estén a nuestro alcan- 
ce para revertir la situación. 


Tales preocupaciones han de estar siempre presentes en la 
conciencia de quienes reciben el honor insuperable de ser 
representantes del pueblo en una auténtica democracia. 


Acompañamos este proyecto de ley en un momento en que 
en el Uruguay y en el mundo entero aparecen dos poderes 
dominantes: uno de ellos creciendo cada vez más y el otro, 
quizá, debilitándose un poco cada día. Me refiero al poder del 
dinero mancomunado en grandes consorcios que se han con- 
vertido en el imperialismo de hoy, cuando aquellos que noso- 
tros padecimos parecen condenados a ser un recuerdo del pa- 
sado. Pero además de éste, existe otro poder, que es el del 
Estado, al cual hemos visto crecer. 


El poder del dinero empleado en la forma señalada, genera 
los males de la dependencia, de la esclavitud y de la pérdida 
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de la soberanía. Por su parte, el mal uso del poder del Estado 
genera los abusos, la pérdida de la libertad o la disminución 
de las posibilidades que ella ofrece. 


Así, el poder del dinero y el poder del Estado se han 
transformado en los dioses del presente. Pero, a nuestro enten- 
der, no es válido el concepto de dios del dinero ni el de la 
adoración del poder del Estado. Para nosotros es más impor- 
tante la presencia, siempre viva y finalista, del hombre; la 
política al servicio del hombre. Pensamos que el deber de los 
políticos es servir al hombre. Ese es el concepto que debe 
regir todos nuestros actos; a esa causa nos entregamos. 


Hay quienes se preguntan qué precio político estamos pa- 
gando o vamos a pagar; y esto ya se ha hecho común ante el 
tratamiento de todo proyecto de ley, Generalmente se piensa: 
“¡Cuidado! Tal legislador, grupo o partido va a pagar un alto 
precio político”. Y, ¿qué es esto del precio político? Es, sim- 
plemente, la pérdida de votos. ¿Acaso nuestra tarea funda- 
mental cuando ingresamos al Parlamento es la de cuidar los 
votos? ¿O es la de legislar con la mirada puesta en el país, en 
el interés electoral? 


Naturalmente que en esto debemos tener un criterio unáni- 
me. Todos pensamos -estoy seguro de ello- que hay que legis- 
lar; y legislar bien, sin afanes electorales. Sin embargo, siem- 
pre aparece alguicn con el tema del precio político, como si 
aquí se estuvieran cosechando votos y no tratando de recoger 
el fruto benéfico de buenas leyes para el mejor desenvolvi- 
miento del país, 


Es, entonces, con responsabilidad que enfrentamos esta 
circunstancia, sin temores de clase alguna, porque tenemos 
autoridad para adoptar esta actitud y para que no se dude de 
nuestra honradez cívica. No tenemos la sapiencia ni la forma- 
ción jurídica de que otros pueden hacer gala; no tenemos la 
capacidad intelectual que poseen otros legisladores; pero no 
creemos haber faltado al deber de nuestra responsabilidad. 
Siempre hemos enfrentado con coraje las distintas situaciones 
que se nos han presentado, tanto en democracia, como cuando 
no la hubo; o cuando hubo que luchar por las causas populares 
en el Parlamento y fuera de él, en circunstancias en que éste 
se encontraba cerrado, o abierto sólo para los sirvientes de la 
dictadura. 


Tenemos autoridad, además, porque hemos seguido la voz 
de nuestra conciencia, sin desconocer los deberes partidarios 
limitados por circunstancias políticas de las que no somos 
responsables, buscando acercarlas lo más posible a lo que 
consideramos es lo menos malo para el país. 


Esclavos de un destino que hemos querido y buscado con 
pasión y sinceridad, estamos en el sitio en que nos puso el 
pueblo pero con el insuficiente poder que él nos otorgó. Con 
ese poder es que seguiremos el arduo camino de buscar las 
posibles opciones que nos dejó una derrota personal, sin olvi- 
dar las responsabilidades de pertenecer al partido de Gobier- 
no, a cuyo lema nos acogimos voluntariamente. Y tenemos el 
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deber de respetar las reglas de juego, en el triunfo o en la 
derrota, en el acierto o en el error, porque sería hipocresía y 
falsedad aceptarlas solamente en la victoria y dejarlas de lado 
en la derrota. 


Es necesario precisar, asimismo, que nunca el Partido nos 
llevará a votar contra los intereses del país, porque creemos 
tener la justa medida y el exacto concepto de lo que son el 
Partido y el país. El Partido es sólo un instrumento, al servicio 
del país, es el fin, En definitiva, el Partido es un instrumento 
para servir al país, por lo que no. puede considerarse como el 
centro de la cuestión. El centro es el país y, dentro de él, el 
hombre. En esa conjunción armoniosa de estos valores es que 
hemos encarado la discusión de este tema, y adoptado una 
decisión que nos lleva a votar, con las modificaciones pro- 
puestas, este proyecto de ley, con absoluta tranquilidad de 
conciencia y sin temor al llamado “precio político”, saliendo 
de este recinto con la misma tranquilidad de conciencia con la 
que entramos, y creyendo en el acierto o en el error, que 
cumplimos con el primer deber de todo legislador: servir a la 
República. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Batalla. 


SEÑOR BATALLA. - Señor Presidente: cuando uno se 
adentra en la discusión legislativa de los proyectos de ley, 
siente que cada vez es menos importante su participación. Y, 
por otra parte, en la medida en que uno parte de la base de 
que aquí, en el Plenario, pocos votos se modifican, pocas 
manos se bajan cuando estaban dispuestas a levantarse y en- 
tiende que, en definitiva, también en la parte final del debate 
cada uno de nosotros mantiene poco menos que un monólogo, 
o un diálogo con los taquigrafos y, en algún caso, con la 
prensa, entonces, con esas limitaciones, uno llega al debate 
con la idea de que tiene la obligación de fundar la posición de 
su sector. 


Creo que a éste, como a tantos debates que se dan acá, 
nadie llega virgen; nos guste o no, lo admitamos o no, todos 
llegamos con una gran carga ideológica. Eso es absolutamente 
inevitable, 


Nosotros discrepamos profundamente con la filosofía del 
proyecto, discrepamos con los fundamentos que se han tenido 
en cuenta, con la instrumentación que se le ha dado, y eso está 
mucho más allá de lo que pueden ser los fundamentos políti- 
cos coyunturales del proyecto. Además, deseo expresar algu- 
nas cosas que tenía previsto decir, porque ahora me resulta 
indispensable hacerlo luego de las palabras vertidas por el 
señor senador Pereyra. Nosotros no dudamos de que quienes 
defienden el proyecto están en paz con su conciencia. Esta- 
mos absolutamente convencidos de eso. Creemos que aquí 
hay filosofías y planteos distintos y la democracia nos lleva, a 
todos aquellos que tenemos realmente una profunda concien- 
cia democrática, a sentir respeto no ya por quienes piensan 
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como nosotros, sino por los que piensan distinto y, muchas 
veces, lo opuesto. Nadie podría sentir sorpresa ni asombrarse 
ante la presentación de este proyecto de ley, porque constitu- 
yó una base importante de la campaña preelectoral realizada 
por el Partido Nacional y fundamentalmente del Herrerismo 
que fue, dentro de aquél, quien triunfó en la elección. Creo 
que todos debemos sentirlo así, y sobre esa base, establecer 
nuestras opciones y también nuestras opiniones, 


Aquí todos llegamos con nuestras propias concepciones 
ideológicas. Nosotros, que personalmente y como partido so- 
mos profundamente liberales en lo político, no lo somos en lo 
económico. Lo decimos con absoluta honestidad y de frente. 
Tenemos una concepción socialista, entendiendo que el marco 
institucional imprescindible para desarrollar una estructura 
socialista es la democracia, el respeto por el individuo, la 
libertad en su más pleno y cabal sentido. Y eso nos da, natu- 
ralmente, determinada línea de pensamiento. Nunca hemos 
defendido el centralismo democrático, nunca hemos defendi- 
do los socialismos reales, entendíamos que constituían un fal- 
seamiento de lo que era nuestra concepción ideológica y de lo 
que constituye, en sustancia, el socialismo. Nunca lo hemos 
defendido; no sólo ahora, cuando es muy fácil “subirse al 
carro”, nunca. Nuestra posición fue, inclusive, de lucha per- 
manente contra esa concepción que, si bien podría tratarse de 
una sociedad más justa, a nuestro entender eso se lograba, cn 
definitiva, al inaceptable precio de la libertad del individuo. 
Hoy, la caída de los socialismos reales significa mucho más 
que el triunfo del capitalismo; significa el triunfo de la liber- 
tad, de la democracia, del hombre en su más cabal sentido. 
Por lo tanto, el socialismo democrático en el que creemos lo 
aplicamos, naturalmente, en todas las opciones que la vida 
política nos impone y aún en nuestra propia concepción de 
vida. No creemos que en política se pueda transplantar nada y 
no vamos a citar autores extranjeros porque el proceso que se 
ha dado en el país y también en el mundo señala, evidente- 
mente, que se ha operado un cambio. Actualmente vivimos 
con una profunda incertidumbre y digo que -deseo ser total- 
mente honesto con ustedes- el socialismo de hace diez años 
tenía muchas más respuestas que las que hoy tiene. Tal vez 
hoy podamos ir muy poco más allá en la búsqueda de una 
convivencia social en la cual se elimine la explotación del 
hombre por el hombre. Todo esto señala, para nosotros, una 
escala de valores. 


Reitero que considero absolutamente imprescindible que 
partamos de la base de que acá están en juego principios de 
coyuntura, problemas financieros, económicos y quizás hasta 
geopolíticos, pero también están en juego principios de idco- 
logía. Siempre hemos sostenido que el liberalismo económico 
significaba la libertad del zorro en el gallinero. Planteábamos 
otras estructuras sociales mucho más profundas en lo que res- 
pecta al cambio y por cierto que eso nos condiciona en una 
cantidad de aspectos. 


Opino que este proyecto responde, en general, a una deter- 
minada filosofía política y también económica, que son respe- 
tables, pero a las cuales no podemos afiliarnos. Creemos que 
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todo esto constituye un proceso que no sólo se da en el Uru- 
guay, sino en el mundo, en un mundo -lo reitero- en cuyo 
futuro lo más importante sea, tal vez, la incertidumbre. Todo 
ese proceso de los años pasados, la década de la liberación, la 
década del desarrollo, es sustituido hoy por otro esquema de 
convivencia. Estamos asistiendo en el mundo a un fenómeno 
importantísimo, que es la vigencia brutal del capitalismo fi- 
nanciero. No ha sido ní es casual que en el curso de los 
últimos años de la década del setenta y de los primeros de la 
década del ochenta, los activos de los bancos internacionales 
aumentaron a un 25% anual. Quiere decir que prácticamente 
toda la riqueza del mundo se concentró en los bancos. La 
aparición de las transnacionales como un factor de enorme 
poder económico, tos Estados cada día con menor capacidad 
de decisión -y los Estados como el nuestro, mucho menos- el 
fenómeno de la deuda, la transferencia de riquezas del mundo 
subdesarrollado al mundo desarrollado que, a partir de 1982, 
es avasallante, todo eso, va condicionando las economías y las 
decisiones de los Gobiernos. 


En 1990 nos encontramos ante un nuevo Gobierno, que 
entiende que debe adoptar determinadas medidas que saquen 
al país del estancamiento económico y considera -como dice 


la propia exposición de motivos del proyecto de ley- esencial | 
hacerlo. Esta afirmación resulta absolutamente indiscutible y 


nosotros la compartimos plenamente. ¿Quién, con dos dedos 
de frente, puede negar que desde 1955 a la fecha el país 
padece un estancamiento económico? El cenit de nuestro Pro- 
ducto Bruto Interno per cápita se da en 1955 y desde entonces 
ha ido disminuyendo inexorablemente. En el curso de los dis- 
tintos gobiernos -democráticos unos, dictatoriales otros- se 
han ido planteando diversas soluciones y, aunque tenemos 
nuevamente un gobierno democrático, no hemos podido salir 
tampoco de ese estancamiento. Las soluciones propuestas han 
sido varias, como abrir nuestra economía, solución que pare- 
cía y parece absolutamente indiscutible porque en este mundo 
internacionalizado de hoy nadie puede pensar en una econo- 
mía cerrada o que mire hacia adentro, nadie. Pero nosotros, 
que vivimos en ese mundo, sentimos que muchas veces las 
soluciones que ese mundo aplica no son las nuestras. Cada día 
estamos más lejos del mundo desarrollado y cada día más sus 
recetas tienden a sumirnos de manera más profunda en el 
subdesarrollo. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Carlos Julio Perey- 
ra) 


-Actualmente hay en el mundo una masa de capitales fi- 
nancicros que buscan rentabilidad, rentabilidad que ya no tie- 
nen en el mundo desarrollado, pues éste atraviesa un proceso 
de crisis que es el resultado, fundamentalmente, de una crisis 
de crecimiento distinta a la nuestra. La crisis de los países 
desarrollados plantea características tales que, en lugar de cre- 
cer un 3.2%, crecen un 2.4%, y la sienten. Para nosotros la 
crisis implica marginación; para nosotros y para toda América 
Latina, la crisis es profunda, sustancial y cada día genera más 
indigentes, mayor número de niños desprotegidos, mayor nú- 
mero de ancianos que no tienen qué comer, mayor número de 
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trabajadores que no tienen dónde ocupar sus brazos. Esa es la 
realidad de nuestro mundo; no es casual que América Latina 
tenga en este momento, entre los diez mayores exportadores 
dei mundo subdesarrollado, solamente uno. No es casual que 
América Latina en los últimos años haya perdido importante 
participación en el comercio mundial ni que Uruguay tenga 
hoy toda su exportación -con la mayor diversificación posible- 
en el 25% de demanda marginal en este mundo cada día más 
tecnificado y que cada vez exige artículos más sofisticados. 
Esa es la realidad del mundo y dentro de ese esquema nos 
incrustamos nosotros. 


Cuando luego de una larga deliberación el Senado aprueba 
por unanimidad el Tratado de Asunción que crea el 
MERCOSUR, nosotros -que somos decididos partidarios de 
este mercado porque creemos que para el país representa un 
desafío, pero un desafío imprescindible- dijimos que la gran 
incertidumbre que tenía el país no era, tal vez, el MERCO- 
SUR en sí mismo sino su política económica, en la que se 
incrusta esta posición que no sé si llamar antiestatista, pero 
que entiende necesario disminuir el ámbito del Estado. No 
pretendemos -nunca lo hicimos- ampliar el ámbito estatal, ni 
lo sacralizamos. 


El miembro informante, señor senador de Posadas Monte- 
ro expuso -a mi juicio correctamente- qué era lo que no estaba 
en discusión. No están en discusión los fines esenciales ni 
sociales del Estado y tampoco el Estado como regulador, sí lo 
está, en cambio, el Estado interventor, lo que podría ser el 
Estado empresario. 


Nací dentro del Batllismo y en su momento sentí que todo 
lo que en el país había tenido una época no era sólo el resulta- 
do de una concepción sobre el Estado, sino también de una 
concepción de país, de comunidad y del hombre en su más 
puro sentido. Sin embargo, durante el transcurso del tiempo 
hemos visto cómo todo ese proceso se ha ido transformando 
en algo distinto de lo que en su momento se creó. 


La empresa pública, todo lo que son Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, nacen antes de la Constitución de 
1918 y lo hacen como una realidad, como un hecho impuesto 
por la vida económica del país, más allá de lo que pudiera ser 
toda regulación constitucional. Esa realidad surge, además, 
con un enorme sentido positivo, que era el de despolitizar 
determinado tipo de actividades que, por diversas circunstan- 
cias, el Estado debió emprender y pretendía evitarse que que- 
daran en la órbita del Poder Ejecutivo. 


¿Qué sucedió? La Constitución de 1951 representó el jalón 
más negativo de todo este proceso, aunque ya en 1948 se 
había aprobado una ley que establecía el tres y dos. A partir 
de entonces, a través de las empresas públicas el Estado se 
convirtió en algo cada vez más agresivo debido a la partidiza- 
ción. Uno de los elementos que más perjudicó la buena admi- 
nistración estatal fue, precisamente, el tres y dos. 


Sabemos que actualmente se levantan voces contra la ad- 
ministración del Estado y quien habla también levanta la 
suya, porque no solamente incumple lo que puede ser su fun- 
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ción empresarial, sino también su función de regulador y, 
muchas veces, lo que se relaciona con sus fines esenciales. 
Cuando uno observa que se incrusta en ese proceso, siente una 
gran responsabilidad política -no hay aquí ningún tipo de im- 
putación personal, pero sí política- por el vaciamiento, no 
digo moral porque no quiero ofender a nadie, pero sí de lo que 
se refiere a la capacidad del Estado para administrar. 


El tres y dos representó, repito, el elemento más negativo 
de todo este proceso, porque significó que al frente de las 
empresas públicas se designara a quienes habían sido candida- 
tos frustrados y no habían obtenido un cargo de representante, 
de senador o de Ministro. También significó que continuaran 
ingresando personas por cuota política, sin importar si se ne- 
cesitaban o no en la Administración Pública. Por otra parte, 
no se ascendía por capacidad, por méritos o por haber cumpli- 
do en forma cabal una función, sino por el único y exclusivo 
motivo de contar con un padrino político eficaz. Esa realidad 
transformó al Estado, durante el transcurso de los años, en una 
estructura profundamente negativa desde todos los aspectos. 


Creo que el Estado debe ser reformado. Este proyecto -con 
cuya filosofía discrepo- debería ser sustituido por uno que real 
y auténticamente transformara su gestión. 


Creo que no se trata aquí de problemas de propiedad. 
Nuestro Estado no es profundamente participativo de todo lo 
que se refiere al Producto Bruto Interno, como lo es en cual- 
quiera de los países desarrollados, porque su porcentaje es 
mucho menor en todos los ámbitos, cualquiera sean los resor- 
tes que se quieran establecer. Lo que ocurre es que nuestro 
Estado funciona mal. Estoy absolutamente convencido de que 
todo lo que se relaciona con la propiedad es una discusión 
importada, porque sin perjuicio de dar a la gestión pública 
eficacia y eficiencia -que desde el punto de vista gramatical 
puede no tener mucha diferencia, pero sí la tiene desde el 
punto de vista económico- lo que se busca es atraer capitales 
extranjeros al país, ofreciéndoles en bandeja -no puedo decir 
que se les regale- lo que son estructuras, creaciones naciona- 
les que han costado sangre, sudor y lágrimas. No soy contrario 
a la inversión extranjera. ¡Bienvenida toda inversión extranje- 
ra! ¡Bienvenido todo aquello que signifique fuentes de trabajo 
o mayor creación de riqueza para el país! Sin duda alguna, 
comparto la necesidad de atraer capitales, porque aquí son 
muy escasos y el país los necesita. Sin embargo, entiendo que 
también debemos resguardar -no digo la soberanía, porque no 
es concretamente lo que está en juego, aunque igualmente lo 
está en algunos casos- lo que verdaderamente representa la 
producción de nuestra riqueza. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Gonzalo Aguirre Ramírez) 


-En el curso de los años hemos ido construyendo una es- 
tructura y una forma de vivir, Me resisto a admitir, como creo 
que lo señaló el señor senador de Posadas Montero repitiendo 
una frase del señor Presidente de México que se ha pasado de 
un Estado propietario a un Estado solidario. Creo que aquí 
hace muchos años que tenemos un Estado solidario, porque el 
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Batllismo lo construyó. Se me podrá decir que con defectos, 
con errores y con contradicciones; es posible que sf, pero así 
construimos un país. Pero nosotros hemos ido destruyendo 
poco a poco ese Estado solidario por la aplicación de meca- 
nismos que han contribuido profundamente a su desprestigio. 


Naturalmente, la gestión del Estado debe ser objeto de 
examen y discusión, comenzando por la designación de sus 
Directores y por la necesidad de despolitizar su gestión y 
separar lo que es la función de la empresa estatal del proyecto 
político de un determinado Gobierno. Eso debemos verlo con 


¿Absoluta claridad. 


Con el correr del tiempo, uno siente que algunas cosas 
pierden valor y otras van siendo más importantes, Esto deler- 
mina el fortalecimiento de ciertos ideales. En momentos en 
que nos insertamos en el MERCOSUR, un Estado regulador 
eficaz, que cumpla determinados cometidos, resulta impres- 
cindible para el país. 


Debo decir, con dolor, que a mi juicio aquí no se intenta 
reformar el Estado sino desmantelarlo, porque no se cree en 
él. Obviamente, respeto las opiniones distintas o incluso con- 
tradictorias a las mías, pero siento que en la medida en que no 
contemos con un Estado fuerte y eficaz, dentro del 
MERCOSUR quedaremos desnudos y con los brazos abiertos 
para defendernos de lo que implica una integración. 


Por ese motivo, durante la discusión en Comisión -Que in- 
sumió mucho tiempo y, en alguna oportunidad, fue muy des- 
ordenada- hemos planteado una opción. Entendíamos que 
todo este proceso estaba tan lleno de ideologías que práctica- 
mente había impedido que los Directorios dieran un diagnósti- 
co. Los señores senadores que participaron de esas reuniones, 
son conscientes de esta situación. Por ejemplo, cuando se trató 
el tema de PLUNA no se pudo llegar a saber cuál era cl 
número promedio de pasajeros que se transportaba desde cl 
país. 


Pensamos que si realmente se quiere llegar a una transfor- 
mación fecunda y eficaz del Estado, se debe realizar un diag- 
nóstico. En consecuencia, junto con el señor senador Korze- 
niak, propusimos la creación de una Comisión extraparlamen- 
taria, de alto nivel, que efectuara un diagnóstico de la empresa 
pública, en forma global, a fin de ver cuál era su situación 
real, no solamente en lo que tiene que ver con las cifras, sino 
también en cuanto al cumplimiento de sus servicios. También 
propusimos que en una Comisión de nivel intermedio, en una 
especie de auditoría, se analizara la situación de cada empresa 
en particular, 


Naturalmente, existen muchos casos de privatización en 
todo el mundo, y no quiero discutir las diferencias que pueden 
existir por ejemplo, entre Italia, la República Federal de Ale- 
mania y México. 


El scñor Presidente de México expresó que “se vendían los 
bienes para remediar los males”. Al respecto, creo que -más 
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allá de que se trate de una política estatal, familiar o indivi- 
dual- cuando se terminan de vender los bienes, se acaban las 
posibilidades de remediar los males; además, estos últimos 
continúan. Pienso que no debemos olvidar que México tiene 
más de 1.100 empresas. Por lo tanto, si se privatiza el 60% de 
ellas, quedarían 400. Esta es la realidad de ese país. Considero 
que no debemos comparar nuestra situación con la de otros 
países que tienen una realidad distinta. 


Nuestro Estado participa en un 20%, aproximadamente, 
del Producto Bruto Interno. Además, ha tenido una incidencia 
muy grande en lo que se refiere a la ocupación. Quizás esa 
incidencia haya sido exagerada, probablemente porque ha 
constituido una base importante de clientela electoral. Aun 
hoy lo sigue siendo. Por ejemplo, en momentos en que se 
plantea una política de austeridad, en el Poder Legislativo se 
crean cargos, algunos de los cuales son de confianza. Nosotros 
no hemos tenido participación y los rechazamos, Reitero que 
dicha creación se ha hecho en esta Casa, en momentos en que 
nosotros tendríamos que compartir lo que es una política de 
austeridad en materia de gastos. 


En lo que a nosotros respecta, pensamos seguir siendo 
consecuentes con lo que hemos sostenido permanentemente. 


Pensamos lograr una reforma, buscando caminos que nos con- 


duzcan a una transformación real y sustantiva del Estado. Tal 
como señalaba el señor senador Astori, este es un camino sin 
retorno. No es posible que adoptemos determinadas decisio- 
nes y luego volvamos atrás. No se trata de un proyecto de ley 
que se deroga en 24 horas o en 5 ó 10 años. Además, no 
debemos pensar que si se deroga todo vuelve a estar como 
antes, ya que todo cambia y la realidad fáctica va a ser total- 
mente distinta. Pienso que ésta debe ser nuestra base de razo- 
namiento. 


Por lo expuesto, queremos dejar bien en claro nuestra dis- 
crepancia sustancial con la filosofía de este proyecto de ley. 
Reitero que, a nuestro juicio, se carece de un diagnóstico real 
y Sustantivo de la situación en la que se encuentra la adminis- 
tración estatal. En ese sentido, puede señalarse una oposición 
artificial entre la ineficiencia estatal y la eficiencia de la em- 
presa privada. Tan es así, que hemos realizado una política 
-no desco señalar a un gobierno en especial, ya que involucra 
a varios- de capitalización de ganancias y socialización de las 
pérdidas. Pecrmanentemente hemos dado participación a la 
comunidad en lo que tiene que ver con las pérdidas de las 
empresas. Es posible que haya fracasado el estado como em- 
presario, pero también es factible que haya sucedido lo mismo 
con la actividad privada. 


Esta es la realidad que vivimos y debemos manejarnos 
dentro de ese esquema. 


Creo que en todo este proyecto hay una filosofía profunda- 
mente descreída de la actividad estatal. En el fondo se busca 
encontrar soluciones que tiendan a darle al Gobierno posibili- 
dades económicas, que a través del esquema actual no posee. 


El señor senador Pereyra expresaba que había dos valores 
que estaba sobredimensionados y que iban adquiriendo un va- 
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lor universal. Lamentablemente, el dinero siempre tuvo un 
valor universal. Creo que actualmente, a través de la acción 
de las trasnacionales -que sustentan su propia doctrina, es 
decir, el neoliberalismo- vemos a los Estados con menor sobe- 
ranía económica, ya que aquéllas van manejando el mundo a 
su antojo. Pero no advertimos una exacerbación del concepto 
de Estado. A nuestro juicio, esta noción fue producto de los 
años de dictadura en América Latina. No se trata de un Estado 
traspersonalista en lo económico, sino fundamentalmente en 
lo político, que condujo a establecer, en nuestro país, la ley de 
seguridad. Normas de este tipo tendían a identificar como 
antipatriotas a todos aquellos que combatían una dictadura. 


Esa realidad -que combatimos antes y lo hacemos ahora- 
no nos lleva a señalar un concepto de exacerbación de la 
figura del Estado. No sacralizamos su actividad, ni tampoco 
partimos de la base de que debe realizar más tareas de las que 
cumple. Sin perjuicio de ello, pensamos que existen determi- 
nadas actividades que deben ser desempeñadas por el Estado. 


El Estado podrá admitir -y damos por bueno que es así- 
que la iniciativa privada es fundamental en la vida económica 
del país. Nadie puede dudar de la necesidad de una economía 
social de mercado, tal como se llama en Europa. En nuestro 
país, éste ha funcionado con libertad y sin contralor estatal, 
No obstante ello, debemos ser conscientes de que todo este 
proceso es el resultado de nuestra propia responsabilidad. 


Deseamos que este proyecto no tenga una sanción legisia- 
tiva negativa. Consideramos que es fundamental buscar pun- 
tos de encuentro; lo hemos intentado pero, lamentablemente, 
no ha sido posible llegar a ello, 


Reitero que junto con el señor senador Korzeniak firma- 
mos un informe en minoría en el cual se expresaba nuestro 
desacuerdo con el proyecto. AMÍ proponíamos una solución 
que no implicaba dejar sin efecto este camino de reforma del 
Estado, sino que se trataba, simplemente, de una postergación 
que nos diera tiempo de realizar un diagnóstico y establecer, 
sobre bases científicas, lo que debía ser una acción de ta 
empresa estatal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor Presidente: es común que 
cuando se considera un proyecto de ley, en general, ocurra lo 
que ha sucedido en esta oportunidad, es decir que, desde las 
palabras iniciales del señor miembro informante hasta la tota- 
lidad de las numerosas intervenciones de los señores senado- 
res, se ha incursionado en temas de carácter general, como 
son los de filosofía económica y social, Esto me conduce a 
hacer lo mismo, aunque más no sea para dejar sentada en la 
versión taquigráfica del Senado, cuál, es, en grandes líneas, 
mi posición sobre algunos de los temas que se han tratado. 
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Creo que durante estos años, particularmente en 1989, con 
la caída del llamado socialismo real y, más concretamente, 
del Muro de Berlín -que fue el gran acontecimiento que sirvió 
como elemento objetivo, como fotografía de este movimiento 
general de las ideas- han ocurrido hechos nuevos. Quizás, 
durante toda la década de los ochenta ya se estuvieron gene- 
rando acontecimientos novedosos. A los contemporáneos no 
nos es fácil ponernos de acuerdo sobre el significado de ellos. 
Y esto que nos pasa a nosotros, ha sucedido siempre a lo largo 
de la Historia; es decir que, tal vez, los que menos ven las 
cosas son los contemporáneos. Afíos, y a veces siglos después, 
se advierte que un hecho determinado ha tenido una enorme 
significación. Por ejemplo, estoy seguro de que los romanos 
que resistieron el ataque de Alarico no se dieron cuenta de 
que terminaba el Mundo Antiguo y comenzaba la Edad Me- 
dia. Esa es una lectura que después hicieron los historiadores. 
En general, ninguno de los contemporáneos tomó -en su mo- 
mento- conciencia de que algunos hechos determinaban un 
pase tan significativo y fundamental de un periodo de la histo- 
ria hacia otro. De modo que no es de extrañar que no coinci- 
damos exactamente en el sentido de qué es lo que está suce- 
diendo ahora. 


Hechas estas precisiones y, como reiteradamente se ha 
dado un determinado sentido a lo que ha ocurrido, sobre todo 
en el año 1989, quiero, en forma sintética, dejar sentado mi 
punto de vista. Considero que, básicamente, ello ha represen- 
tado un triunfo de las sociedades libres sobre las autoritarias. 
Me parece que con la caída del Muro de Berlín lo que cayó 
fue, fundamentalmente, el autoritarismo. En Europa del Este y 
en muchas otras partes del mundo. Por otro lado, la caída del 
Muro coincide con que, felizmente, nuestra América Latina 
goza de un período inigualado de expresión de la libertad. 


Además, es verdad -y con esto nos acercamos al tema que 
nos convoca- que significa un triunfo de la economía de mer- 
cado sobre la planificación centralizada. En primer lugar, 
quiero decir que eso es cierto y, asimismo, es fácil darse 
cuenta de por qué es así. Considero que la economía de mer- 
cado satisface las necesidades materiales y distribuye mucho 
mejor los recursos, siempre escasos, que una economía cen- 
tralmente planificada. Pienso que eso es verdad, sobre todo 
cuando las sociedades se transforman en ricas y complejas. 


Voy a relatar una experiencia personal, Cuando leí por 
primera y única vez un plan quinquenal de un país de econo- 
mía centralizada, comprendí todo esto. El plan que leí fue el 
de la economía búlgara realizado para cubrir el período inme- 
diatamente siguiente a la Segunda Guerra Mundial. Este pre- 
veía la producción de no más de doscientos o trescientos 
artículos, porque se trataba de una economía extraordinaria- 
mente primitiva. Por ejemplo, establecía cuántas herraduras se 
debían realizar en el quinquenio para los caballos, porque ta 
agricultura se hacía a tracción a sangre. Probablemente si en 
la actualidad hubiera que formular un plan de economía cen- 
tralizada para una sociedad económicamente muy atrasada, 
éste daría resultado. En aquella oportunidad se trataba de pro- 
ducir pocos artículos destinados a satisfacer las necesidades 
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indispensables y elementales de la gente como, por ejemplo, 
comer y vestirse, pero todos de la misma manera. Se estable- 
cía cuántos pares de zapatos se iban a hacer en el quinquenio 
y no importaba el gusto, la calidad o la variedad, porque se 
trataba de poblaciones descalzas. En esta clase de situaciones, 
este sistema centralizado dio resultado. 


Sin embargo, a medida que la economía se volvió más 
compleja, fue absolutamente imposible que desde un plan 
centralizado se pudiera prever lo que produciría o consumiría 
una sociedad en un quinquenio. En una economía compleja, 
medianamente desarrollada no se puede obtener un resultado 
satisfactorio con esta clase de planes. Y esto es, en gran medi- 
da, lo que ocurrió en los países del Este. 


Pero me pregunto qué tiene que ver todo esto con nuestra 
realidad. Cuando se escuchan esta clase de argumentaciones y 
elucubraciones, las entendería plenas de sentido si estuvieran 
dirigidas a un adversario de la “perestroika” que impulsa el 
señor Gorbachov. Si se tratara de convencer, no al Senado de 
nuestra República, sino a algún adversario recalcitrante y 
opuesto a las reformas del señor Gorbachov o de Yeltsin, re- 
cientemente electo Presidente de Rusia. Es decir, si fuera al- 
guien que estuviera defendiendo la economía centralmente 
planificada, en la que no existiera mercado. Pero, creo que en 
el Uruguay nadie puede dudar que vivimos en una economía 
de mercado. 


Por otro lado, creo que es indiscutible que en nuestro país 
jamás hubo planificación centralizada y yo considero que por. 
suerte, pero esa afirmación corre por cuenta de cada uno. 
Entonces, ¿por qué trasladar desde allí, elementos que no son 
aplicables al Uruguay? Reitero que debemos tomar esos ele- 
mentos para esgrimirlos contra alguien que sostenga la conve- 
niencia de una planificación centralizada que, en el mundo 
actual, es una especie en vías de extinción debido a sus malos 
resultados. Por eso es que considero que es un buen argumen- 
to para contraponer a algún opositor del señor Gorbachov, 
pero es absolutamente inaplicable a la realidad uruguaya. 


También pienso que estos nuevos acontecimientos que su- 
cedieron en 1989 a raíz de la caída del socialismo real en los 
países comunistas, así como del derrumbe del Muro de Berlín, 
nos llevan a preguntarnos quién ganó. Me parece necesario 
retratar al vencedor. 


En primer término -crco que ya lo dije anteriormente- la 
gran vencedora es la libertad. Es importante destacarlo, ya 
que esto es tremendamente claro y trascendente. 


En segundo lugar, tengo la convicción de que en estos 
países se comenzó a conocer cómo y lo bien que se vivía, 
fudamentalmente, en los países de la Europa desarrollada. 


Por gentileza del Gobierno de la República Federal Ale- 
mana tuve oportunidad de conocer Berlín Occidental, ciudad 
maravillosa, que cuenta con un elevado estandard de vida. 
Aproveché la oportunidad y crucé a Berlín Oriental y el con- 
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traste cra tremendo. Eso se daba en dos ciudades divididas 
apenas por un muro. Evidentemente, gracias a las comunica- 
ciones y a la apertura que se fue gestando, los berlineses del 
Este conocieron lo bien que se vivía en Alemania Occidental, 
la extensión de su clase media, el altísimo nivel de vida, la 
seguridad social que se había desarrollado y eso fue lo que 
quisicron tener. 


Entonces, el retrato del vencedor es el de una sociedad 
libre, democrática, con un amplio sistema de seguridad social. 
Actualmente, los países desarrollados tienen una brutal, una 
gigantesca organización de seguridad social. Por desgracia, 
eso es lo que permite afirmar que el Estado uruguayo no es 
grande, dado que su participación en el Producto Bruto es de 
la mitad o menos de la del Estado en Alemania Federal. Esto 
se debe a que, entre otras razones, el último de los gobiernos 
citados gasta un 20, un 25% del Producto Bruto alemán en 
distribuir riqueza, en dar prestaciones de seguridad social. Eso 
es lo que los alemanes del Este querían tener y para conse- 
guirlo, tiraron el muro, 


Lo increíble de todo este proceso es que los regímenes 
originariamente capitalistas y occidentales, destinaron más re- 
cursos a la seguridad social que los de la Europa del Este, 
logrando así mayores niveles de justicia social, con la práctica 
erradicación de la pobreza. Digo práctica porque siempre 
existe un uno por mil constituido por inmigrantes sin docu- 
mentación y perseguidos, que pueden pasar necesidades en 
alguno de esos grandes países. Como caso aparte, tenemos el 
de los Estados Unidos donde hay minorías étnicas, idiomáti- 
cas (hispanoparlantes latinoamericanas), que viven en situa- 
ción de pobreza. 


Pienso que el retrato del vencedor debe incluir también 
una cuota enorme de progreso tecnológico, de desarrollo del 
conocimiento, de la ciencia y de la tecnología. 


La riqueza, la prosperidad, dejaron de estar originadas en 
una mayor asignación de recursos naturales, ya que los países 
más ricos de! orbe no son los que tienen mayores recursos 
naturales, sino aquellos que tienen mayor nivel de conoci- 
miento, mayor ciencia y mayor tecnología. Los sistemas auto- 
ritarios y centralizados no lograron hacerlo, Vemos que la 
ciencia está, desde sus orígenes hasta el día de hoy, indisolu- 
blemente unida a la libertad. 


Creo que es posible trabajar en la opresión. Entre otros 
ejemplos, ta humanidad vivió durante siglos con el estigma de 
la esclavitud. Lo que nadie logró todavía es pensar bajo la 
opresión y menos aun trasmitir ese conocimiento. 


En ese retrato del vencedor hay un Estado que realiza 
funciones muy importantes y fuertes. 


Por ejemplo, son conocidos los esfuerzos realizados, sobre 
todo después de la Segunda Guerra Mundial, a fin de desarro- 
llar lo que -con el perdón del economista Astori- se denomi- 
nan políticas macroeconómicas; originadas, básicamente, en 
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el pensamiento de Keynes, y posteriormente en el de otros 
economistas principalmente norteamericanos, quienes, aún 
luego de considerar que dicho autor está superado -sobre este 
tema no quiero entrar en una polémica- siguen manteniendo 
estas tendencias que hablan de políticas macroeconómicas 
destinadas a evitar los ciclos de baja de la producción, las 
depresiones. Ellas aproximaron a estos países desarrollados al 
pleno empleo. Quizá no haya en el mundo una sociedad que 
haya mantenido un pleno empleo constante durante un perío- 
do prolongado. En lo que no hay dudas, es que todos los 
países desarrollados tienen políticas económicas originadas en 
el Estado donde éste interviene mucho, y muy fuertemente, 
para mantener el nivel de actividad lo más próximo posible al 
pleno empleo. Esto se logra con la utilización de instrumentos 
económicos muy incisivos, jamás librados solamente a las 
leyes del mercado. Han obtenido sí, un valor muy preciado 
como es la estabilidad, tanto económica como política, así 
como un manejo muy criterioso de las finanzas públicas y de 
la moneda. 


En definitiva, creo que el triunfador en todos estos aconte- 
cimientos que simboliza la caída del Muro en 1989, es la eco- 
nomía mixta, lo que los alemanes llaman economía social de 
mercado. 


Asimismo, el Papa Juan Pablo II, anteriormente citado, en 
su reciente Encíclica al centenario de la “Rerum Novarum” 
describe a este vencedor en términos que deseo transcribir. En 
la página 39, punto 19 dice que “En algunos países y bajo 
ciertos aspectos, después de las destrucciones de la guerra se 
asiste a un esfuerzo positivo por reconstruir una sociedad de- 
mocrática inspirada en la justicia social”. 


Creo que aquí están los dos grandes pilares de este retrato 
del vencedor: la sociedad democrática inspirada en la justicia 
social. “La misma priva al comunismo de su potencial revolu- 
cionario”. Con esto se reconoce en el comunismo un potencial 
revolucionario porque -y también de acuerdo con lo que dice 
la Encíclica- “el mismo está constituido por muchedumbres 
explotadas y oprimidas”. Repito que según Juan Pablo Il esto 
fue lo que le dio potencia! revolucionario al comunismo. 


“En general, estas iniciativas tratan de mantener los meca- 
nismos de libre mercado asegurando, mediante la estabilidad 
monetaria y la seguridad de las relaciones sociales, las condi- 
ciones para un crecimiento económico estable y sano dentro 
del cual los hombres, gracias a su trabajo, puedan construir un 
futuro mejor para sí y para sus hijos”, Al mismo tiempo Juan 
Pablo II expresa que “se trata de evitar que los mecanismos de 
mercado sean el único punto de referencia de la vida social, 
tendiendo a someterlos a un control público que haga valer el 
principio del destino común de los bienes de la tierra. Dentro 
de este contexto, una cierta abundancia en la oferta de trabajo, 
sólidos sistemas de seguridad social, capacitación profesional, 
libertad de asociación, la acción incisiva del sindicato, la pre- 
visión social en caso de desempleo, los instrumentos de parti- 
cipación democrática en la vida social, deberían preservar el 
trabajo de la condición de mercancía y garantizar la posibili- 
dad de realizarlo dignamente”. 
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Considero que en menos de una página se hace un retrato 
muy acertado de esto que mencioné como el retrato del ven- 
cedor. Es decir, con la caída del Muro es fácil saber quién ha 
perdido, pero también es importante saber quién ha ganado. 
Me parece que sería un error garrafal creer que porque cayó el 
socialismo real ha ganado un capitalismo despiadado al estilo 
del siglo pasado. No es así, y no son esas las sociedades que 
marchan hacia adelante en el mundo. Es común en el Cono 
Sur poner como ejemplo de sociedad ideal a la chilena. Creo 
que sólo en esta región de América Latina se nos ocurre seme- 
jante cosa. La sociedad ideal es la alemana, la canadiense, la 
sueca, la norteamericana o la francesa; es en esos países don- 
de la gente vive mejor y no se practica un capitalismo despia- 
dado, sino que se vive en un régimen de economía mixta, de 
economía social de mercado o como se le quiera llamar, que 
incluye el pilar de la libertad política y el de la justicia o la 
seguridad social, que son los dos grandes vencedores de esta 
contienda que llevó varias décadas y que dividió ideológica y 
materialmente al mundo entero. 


Me voy a permitir incursionar ahora en un segundo punto 
que ha sido referido varias veces y que me parece que está 
detrás de este proyecto de ley. Creo que hay una simplifica- 
ción de los términos, que voy a plantear de un modo más 
simple todavía y, en cierto sentido, brutal. 


Pienso que el fundamento de este proyecto es el siguiente. 
En la propiedad pública o estatal las cosas funcionan mal; es 
malo para la comunidad nacional que las cosas sean del Esta- 
do y es bueno que sean privadas. Esa es la simplificación que 
hay detrás de esto. Hay que reducir el Estado, no porque sea 
grande en el Uruguay, no porque se haya hecho el diagnóstico 
a que hace referencia el señor senador Batalla, sino porque si 
se reduce, cllo es positivo. Esa es la convicción, la misma 
pero en sentido inverso de la que tuvieron tradicionalmente 
los partidarios del socialismo real o de los regímenes comu- 
nistas O socialistas en un sentido muy estricto. 


No quiero utilizar el término porque sé que hay, sobre todo 
en nuestro país, varias concepciones de socialismo, pero sí 
quiero decir que hemos oído muchas veces la hipótesis inver- 
sa: todo lo privado es malo, el empresario particular siempre 
es malo, mientras que lo bueno es socializar. Cuanto más 
estatal sea la economía, mejor, y cuanto más privada, peor. 
Los neoliberales, por su parte, dicen lo contrario: cuanto más 
privada sea la economía, mejor va a funcionar, y cuanto más 
pública, peor lo va a hacer. Creo que se trata de típicos prejui- 
cios ideológicos adquiridos “a priori”, precisamente por razo- 
nes de ese carácter. 


La experiencia que se ha vivido, sobre todo en nuestro 
país, evidentemente no es ésa, ni abona ninguna de las dos 
afirmaciones. Tenemos propiedades públicas que funcionan 
mal, otras que lo hacen regular y Otras muy bien. Y está la 
situación inversa: tenemos empresas privadas muy eficientes, 
otras regulares y otras que han sido un calvario para el país. 
La naturaleza de propiedad pública o privada no le permite a 
nadic afirmar, de acuerdo con datos de la experiencia nacio- 
nal, que uno u otro sistema sea mejor que el que se le opone. 
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Tampoco voy a embestir ahora contra la propiedad o las 
empresas privadas, porque no es ése mi pensamiento, pero 
cuando se quiere hacer la apología de que todo lo particular es 
bueno y todo lo público es malo, uno se siente tentado a decir 
a gritos: desde 1965 -año en que quebró el Banco Transatlán- 
tico- a la fecha, ¿no hemos vivido veinticinco años de crisis 
financiera que todavía no hemos podido solucionar, toda ella 
causada por los bancos privados? ¿O yo viví en otro país? ¿O 
no hubo que transferir durante la dictadura las famosas carte- 
ras de crédito, que constituían un negocio privado? ¿Qué su- 
cedió con empresas textiles, frigoríficos y con las dos terceras 
partes de la industria pesquera? Miremos con objetividad al 
empresariado nacional, que yo desearía mucho más fuerte y 
eficiente, pero que no lo es ni lo ha sido. Entonces, no pode- 
mos hacer afirmaciones dogmáticas que no se corresponden 
con la realidad. Creo, sí, que era y es imprescindible llevar 
adelante, en primer jugar, una reforma del Estado. El Estado 
uruguayo funciona mal. No es un Estado grande, porque la 
participación en el Producto Bruto Interno es baja, si la com- 
paramos con la de países desarrollados y también si lo hace- 
mos con la de países de la región. También es increíblemente 
bajo el número de empresas públicas que tiene nuestro país. 
Formalmente, no contamos con más de una docena de cllas. 
Aun teniendo en cuenta que en alguna de ellas pueda cstar 
contenida más de una actividad empresarial, si a éstas, agre- 
gamos otras que están escondidas en la Administración Cen- 
tral, más las que vinicron al dominio del Estado porque csta- 
ban fundidas -por la tcoría de la socialización de las pérdidas- 
por ejempio, Cantegril -algunos de cuyos bienes están todavía 
en propiedad del Estado- la Compañía del Gas, los bancos 
gestionados, CAITEX -ex CUOPAR- etcétera, sumamos, en cl 
mejor de los casos, treinta empresas públicas por todo concep- 
to. Este es un número incomparablemente menor con el de 
500 empresas que tienen tanto Argentina como Brasil, y a las 
más de 1.000 que ticne México. Yo tenía en mi poder un 
informe del Banco Mundial que decía que México contaba 
con 1.250 empresas públicas; de todas maneras, aunque los 
señores senadores Batalla y Cadenas Boix hablaban de 1.100 
y 1.600 respectivamente, está claro que México supera cl mi- 
llar. Por su parte, Polonia y la ex República Democrática 
Alemana poseen en la actualidad 8.000 y 9.000 empresas esta- 
tales respectivamente, mientras que la Unión Soviética tiene 
40.000. Es lógico, por lo tanto, que en esos países el tema sea 
la privatización. Sin embargo, en el Uruguay, con nuestras 
treinta empresas públicas, como máximo, creo que tendríamos 
que ubicamos en la realidad. El Estado uruguayo ni es grande 
por el porcentaje del Producto Bruto Interno que insume ni 
por el número de empresas que tiene; es, sí, muy grande en el 
número de funcionarios que emplea, lo que esconde cl drama 
de la falta de fuentes de trabajo. Nuestro país tiene una enor- 
me cantidad de funcionarios, que son 270.000, mucho más de 
los que necesita. Cuando terminó la dictadura, había algo más 
de 250.000 empleados públicos, mientras que en sus comicn- 
zos había 230.000 funcionarios. En 1966, cuando finalizaron 
sus mandatos los gobiernos blancos había 210.000 trabajado- 
res públicos, en tanto que cuando éstos asumieron había 
180.000, y así sucesivamente. Todo aquel que ingresó a la 
Administración dio empleo a 20.000 ó 30.000 personas, in- 
cluido el régimen militar. 
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Es evidente que la causa de todo esto es la escasez de 
fuentes de trabajo. Desde tiempos inmemoriales, el funciona- 
rio público gana menos que el que se dedica a la actividad 
privada. Entonces, ¿por qué no pasa a ella? No lo hace porque 
el trabajo en el sector privado es esencialmente inestable y 
vive pendiente de la amenaza de la desocupación. Si tuviéra- 
mos un sector privado dinámico, que creara permanentemente 
fuentes de trabajo, no tengo la menor duda de que la Adminis- 
tración pública se aliviaría de gran parte del excedente de 
funcionarios que tiene. 


Entonces, ¿cómo se resolverá este problema si no se crean 
fuentes de trabajo, por lo menos para que los jóvenes no vivan 
en un Estado en el que más del 20% de la población activa es 
funcionario pública? Si lográramos que este porcentaje bajara 
en la población joven a niveles insignificantes, estaríamos co- 
menzando a derrotar el problema. Hace un tiempo lancé una 
frase que se ha reiterado en este debate en Sala, que tuvo eco, 
en el sentido de que el Estado uruguayo no es grande sino 
gordo porque está lleno de funcionarios, además de ser pro- 
fundamente centralista y burocrático. 


Me gustaría trabajar -y lo haría con mucho entusiasmo- en 
la elaboración de un proyecto que reformara por dentro al Es- 
tado, es decir, en su gestión. En primer lugar, pienso que el 
centralismo es la principal causa de ineficiencia del Estado. 


Recuerdo un horrible episodio que sucedió en el período 
pasado, cuando súbitamente todos los uruguayos nos entera- 
mos que en la ciudad de Treinta y Tres se maltrataba a los 
menores en el Consejo del Niño. Cuando las autoridades del 
departamento conocieron estos hechos, ¿qué hicieron? ¿Trata- 
ron de detener el maltrato y la tortura? No; enviaron un expe- 
diente a Montevideo. Como el oficio se perdió y no llegó al 
destino indicado, esperaron quince o veinte días -con sus res- 
pectivas noches- en los que se siguieron torturando a los me- 
nores. Luego nos enteramos que se los encerraba en una hela- 
dera, que los quemaban con cigarrillos, etcétera. ¿Y qué hicie- 
ron las autoridades de Treinta y Tres? Por segunda vez envia- 
ron un oficio a Montevideo. En este país existe un problema 
de centralismo mental, una categoría que los uruguayos he- 
mos incorporado. Las torturas no cesaron hasta que uno de los 
Directores del Consejo del Niño fue a Treinta y Tres, como si 
en una capital departamental no hubieran autoridades, juez, 
Jefe de Policía, Intendente o Fiscales que pudieran tomar car- 
tas en el asunto a fin de resolver el problema. 


Recientemente visité los famosos bañados de Rocha, don- 
de me esperaba una delegación de productores que en virtud 
de un decreto reciente del Poder Ejecutivo, en ciertas zonas, 
para arar o preparar la tierra, tienen que venir a Montevideo a 
pedir un permiso. Es decir que tienen que hacer una gestión 
administrativa para poder arar, Creo que ni en la Rusia stali- 
nista hubo una exhibición de centralismo tal, que un agricultor 
de una provincia limítrofe tuviera que ir a un Ministerio de 
Gobierno Central a pedir permiso para arar. En el Uruguay los 
ejemplos de centralismo podrían repetirse hasta el cansancio. 
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Un trabajador de la ciudad de Artigas, inicia su trámite 
jubilatorio y en lugar de culminario donde trabajó siempre y 
lo conocen, en determinado momento debe venir a Montevi- 
deo. Entonces, su jubilación la van a resolver funcionarios que 
no conocen al trabajador, que no saben con quien trabajó, en 
dónde lo hizo y quiénes fueron sus testigos. Es decir que 
como un embudo, abarrotamos los poderes jurídicos y la fa- 
cultad de decisión de las autoridades centrales, haciendo del 
Estado uruguayo una enorme pirámide y de una ineficiencia 
alarmante. 


Creemos que para reformar el Estado el primer paso que 
deberíamos dar sería la transferencia de los poderes jurídicos, 
por lo menos en el orden territorial para que los Jueces del 
interior, los gobernantes departamentales y los gerentes y di- 
rectores de las divisiones de cada servicio, del Banco de Pre- 
visión Social o del Banco de la República, pudieran adoptar 
sus propias decisiones. Por ejemplo, en el caso del Banco de 
la República, cuando un crédito excede cierto monto, deben 
mandar el expediente a Montevideo, donde no conocen al 
deudor, no saben a qué se dedica ni tampoco saben si es una 
persona laboriosa. Sin embargo, mandan el expediente a Mon- 
tevideo, en donde se pierde o demora tres o cuatro meses. 


En el mundo existen varias experiencias sobre este tema. 
El ejemplo francés está bastante estudiado y hay abundante 
bibliografía, Podemos recurrir, también, al ejemplo español, 
sobre todo en el período post Franco donde comenzó un pro- 
ceso de descentralización por región. En nuestro país, conoz- 
co algunos ejemplos tímidos de descentralización que se han 
manejado en la órbita de Salud Pública y han mostrado una 
mejoría sustancial en la eficiencia del servicio. Es un avance 
que el Director del Hospital de Rivera, por ejemplo para com- 
prar lo más elemental, no tenga que esperar la decisión de las 
autoridades de Montevideo. Lo mismo ocurre para contratar a 
un enfermero. Debemos darle facultades y atribuciones a 
aquellas personas que se encuentran en el lugar y que conocen 
el problema. 


También sería partidario de modificar el sistema de desig- 
nación de los Directores de los Entes Autónomos. Por el he- 
cho de que muchos de ellos tengan origen político, no creo 
que podamos tildarlos de incapaces. Eso no es verdad porque 
han habido excelentes Directores de origen político. Estamos 
seguros que se debería reglamentar la disposición constitucio- 
nal en el sentido de exigir determinados niveles de idoneidad, 
y de aptitud, lo que redundaría en un gran beneficio para los 
servicios y para la imagen pública del Estado. Al respecto el 
señor senador Blanco ha hecho una buena contribución en la 
Comisión, atacando el problema donde, a mi juicio, hay que 
hacerlo, es decir, reformar al Estado por dentro. Pero no era 
ese el motivo de este proyecto, por lo que la norma quedó de 
lado y será considerada en otra oportunidad. 


A su vez, creemos que este tipo de reglamentación debería 
aplicarse para designar al personal y a algo que considero más 
importante, como es lo referido al régimen de ascensos. En el 
Uruguay, el sistema de ascensos de los funcionarios públicos 
es malo porque se hace por antigiledad y la posibilidad de 
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calificar es muy remota. En este momento, es permitido el 
pasaje de grado, lo que acabamos de votar en el último Presu- 
puesto. Á mi juicio, un buen sistema de ascenso -existen ex- 
periencias positivas de esto en la Administración Pública, 
pero luego se interrrumpieron por razones de legalidad- se da 
cuando los jerarcas califican al funcionario pero con ciertas 
garantías y en forma secreta. Se reúnen varios funcionarios, 
votan y de ahí surgen cuáles son los más aptos para ascender. 


Creemos que tenemos que modificar -no podemos hacerlo 
totalmente por razones constitucionales pero sí dentro de lo 
que ella admite- el régimen de sanciones o de destitución. 
Cualquier habitante de la República Oriental del Uruguay 
sabe que respecto al funcionariado público, hay una tremenda 
permisividad. Por ejemplo, hay funcionarios que no asisten a 
sus trabajos e igual cobran; que se ríen de sus superiores, 
etcétera. Algunos servicios, felizmente se mantienen, pero 
otros han caído en una indisciplina muy grande. Otra reforma 
importante en la gestión del Estado sería lo que tiene que ver 
con la intervención del Tribunal de Cuentas, cuyo resultado 
fuera que las cuentas del Estado no sean simples números que 
cierran al final, sino que haya una evaluación de la gestión de 
cada Ente. 


Me parece que eso debería merecer una atención muy es- 
pecial. Por ejemplo, los jerarcas de UTE deberían determinar 
cuántos kilovatios se generan y venden y a cuántas personas 
lcs llega la energía eléctrica. Otro tanto debería hacerse en 
ANTEL, es decir, tener datos de la cantidad de teléfonos y 
abonados, del tiempo que se demora en obtener un aparato, y 
las razones de esa espera. Se trata, pues, de la obtención de 
datos cuantitativos, tal como se hace en cualquier empresa 
privada para evaluar su gestión. Sin embargo, este criterio no 
se aplica en las empresas públicas -lo que constituye un graví- 
simo error- por mandato legal; cuando sí se sigue dicho crite- 
rio, se debe solamente a la buena disciplina o intención de 
algún jerarca. 


Por otra parte, quiero señalar que admito la introducción 
de más elementos propios de un régimen de derecho privado 
en el manejo de las empresas públicas, a los efectos de que 
estén en condiciones de competir. 


Esa era la reforma del Estado que hubiera querido tratar, 
que me habría gustado apoyar, brindando ideas e iniciativas. 
Sin embargo, lo que he mencionado no está contenido en el 
proyecto. Se ha dicho aquí que figura en otra parte, en otras 
leyes en forma muy difusa. Pero, reitero, este proyecto trata 
otro tema, como es el de que la actividad de estas empresas 
públicas pase a ser desarrollada por particulares. Entiendo que 
este criterio es equivocado pero, además, ¿quién puede asegu- 
rar que las empresas públicas uruguayas van a pasar rápida- 
mente, y en buen número, a la órbita privada? ¿Y si dentro de 
unos años nos encontramos con que la mayor parte de esas 
empresas sigue estando en manos del Estado por la ausencia 
de compradores? No debemos olvidar que desde hace muchas 
décadas en nuestro país no hay inversores en el campo real de 
la economía, pues todos ellos se vuelcan a la plaza financiera 
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ya que se aseguran la ganancia mediante la tasa de interés. 
Por otra parte, también debemos enfrentar la competencia de 
las 40.000 empresas soviéticas, de las 8.000 polacas y de las 
9.000 de la ex República Democrática Alemana. 


Entonces, si ninguna empresa pública pasa a la esfera pri- 
vada, ¿vamos a dejar que transcurran dos, cinco o diez años 
más sin aprobar una reforma que todos estamos de acuerdo en 
llevar adelante? ¿Vamos a dejar que eso suceda simplemente 
porque la reforma de las empresas públicas se basó en un 
aspecto totalmente parcial, secundario, y, a mi juicio, muy 
polémico? ¿Por qué no reformamos las empresas públicas 
para hacerlas mejores? 


Entiendo que desde que salimos de la dictadura hasta la 
fecha, este ha sido un tema de permanente debate. Cabe aco- 
tar que hay varios criterios acerca de los que nadie dice estar 
en contra, Por ejemplo, no conozco un solo ciudadano urugua- 
yo que afirme no estar a favor de la descentralización, Enton- 
ces, ¿por qué no la llevamos a la práctica? Sin embargo, en 
lugar de proceder a la descentralización, optamos por este otro 
camino, lo que considero un error estratégico de importancia. 


Estimo que no se ha reparado lo suficiente en las experien- 
cias que sobre privatización existen en el mundo, Tampoco se 
ha tenido en cuenta que desde hace aproximadamente 10 años 
en América Latina no sólo no se realizan inversiones por parte 
de capitales extranjeros, sino que, además, los capitales loca- 
les se colocan en el exterior. Asimismo, los inversores extran- 
jeros cuentan ahora con todo un mundo de posibilidades cn 
Europa del Este, que se abre ávida a las inversiones, Enton- 
ces, ¿por qué van a modificar su conducta y venir a invertir en 
América Latina? ¿Qué condiciones tiene que ofrecer nuestro 
continente para que la tendencia de los últimos 10 años, de no 
inversión, negativa, se transforme en positiva?. 


Por otro lado, no tenemos dudas en que todo esfuerzo por 
llevar empresas públicas de volumen a la esfera privada pasa 
por la extranjerización. En América Latina y, más concrcta- 
mente, en nuestro país, no existen capitales privados capaces 
de adquirir, por ejemplo, ANTEL o alguna otra empresa de 
importancia. 


Voy a referirme ahora a un tema muy conexo con éste. 
Aclaro que no estoy de acuerdo con la señora Thatcher, pero 
en el Senado tiene muy preclaros admiradores, como el señor 
senador Cadenas Boix, quien le ha hecho varios elogios que 
constan en la versión taquigráfica. Sin embargo, pienso que la 
señora Thatcher, aparte de intentar reducir el Estado inglés 
-que tenía más del 50% del Producto Bruto Interno, y no sola- 
mente el 23%, como en nuestro caso- tuvo la habilidad y 
también la transparencia de ofrecer el modelo sustitutivo para 
llevar adelante las privatizaciones. Es decir que no se limitó a 
quitar dichas empresas del sector público; además, señaló 
adónde iban y pretendió crear -creo que en buena medida lo 
logró- lo que denominó un capitalismo popular, es decir, un 
“accionariado” de millones de personas. 
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Se podrá discutir la solución pero, evidentemente, propuso 
un modelo sustitutivo que le permitió, en ese estilo tan desa- 
fiante que la caracterizó en la vida política, retar al socialis- 
mo, de mucho arraigo en Inglaterra. En determinado momento 
pudo decir que en Gran Bretaña había más ciudadanos accio- 
nistas de alguna empresa que trabajadores proletarios. De esa 
forma, la famosa tesis marxista de la concentración de poder y 
la riqueza económica en muy pocos capitalistas; por un lado, 
y los millones de proletarios, por otro, fue revertida o anulada 
por el desafío ideológico de la sefiora Thatcher. Tendrá razón 
o no; el señor senador Gargano se ríe, y quizás esté en lo 
cierto. No voy a entrar en este tema, que es muy polémico; 
simplemente reitero que la señora Thatcher ofreció un modelo 
sustitutivo. Dijo que quería quitar las empresas del dominio 
público y vendérselas a millones de ingleses. Lo mismo hizo 
el señor Chirac en Francia. En más, conozco a una persona 
que participó en la reforma que llevó adelante Francia, de 
acuerdo con la cual se crearon bancos con 200.000 a 300.000 
accionistas, aunque es cierto que cuando se celebró la segunda 
reunión de accionistas al año siguiente concurrieron solamen- 
te 4 ó 5 personas, no obstante la existencia de normas muy 
rígidas que impedían que se dieran poderes y se transfirieran 
las acciones, 


Repito que no estoy afirmando que el modelo inglés sea 
bueno o malo; lo que sí quiero dejar en claro es que la señora 
Thatcher propuso a la sociedad británica un modelo sustituti- 
vo, y que el señor Chirac hizo otro tanto en Francia. 


Ahora bien, ¿cuál es el modelo uruguayo? Se quitan las 
empresas del ámbito público, pero, ¿adónde se llevan? ¿Quién 
las va a adquirir? ¿A qué precio? ¿Bajo qué condiciones? 
¿Cómo van a funcionar las nuevas empresas, una vez que sea 
cambiada su denominación? ¿Qué clase de sociedad van a 
constituir? ¿Quiénes van a ser sus Directores? En fin; hay mil 
preguntas que asaltan la imaginación de cualquiera. 


Entiendo que esto se opone no sólo a la experiencia segui- 
da por la señora Thatcher o el señor Chirac; también va en 
contra de lo vivido en nuestro país, aun bajo la dictadura. 
Recordemos que a nivel de administración municipal, drante 
el gobierno de facto se desarmó a AMDET, que pasó a manos 
de 3 6 4 empresas -varias de ellas cooperativas- encargadas de 
prestar el servicio. 


Entonces, se extinguió una persona pública, pero se crea- 
ron determinadas empresas y se estableció cómo iba a funcio- 
nar el servicio, bajo qué condiciones y quiénes iban a desem- 
peñarlo. 


Nuestra Constitución prevé, en el artículo 188, sociedades 
mixtas, según dos hipótesis, la primera de las cuales se refiere 
a que los Entes Autónomos se abran y reciban capital privado. 
En el caso de ANTEL -que luego, en la discusión particular, 
analizaremos con más detención- se aplica básicamente, la 
hipótesis opuesta, que figura en los incisos tercero y cuarto, 
del artículo 188 por la que dicho Organismo pasará a asociar- 
se con alguna empresa privada. Considero que eso es violentar 
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el texto constitucional, pues ¿qué empresa de telecomunica- 
ciones existe en el país para que el Estado se asocie con ella? 
No hay ninguna; la única empresa de telecomunicaciones que 
el Uruguay tiene es la estatal. 


Si leemos los antecedentes de la discusión del texto consti- 
tucional, vemos que la hipótesis que se manejó fue que el 
Estado participara en alguna empresa preexistente, que ya es- 
tuviera funcionando en el país. Por ejemplo, si la empresa 
ONDA, a cargo de un servicio de transporte, tiene dificulta- 
des, en la aplicación de los incisos tercero y cuarto menciona- 
dos, el Estado debería integrar un capital en dicha empresa. 
Pero en nuestro caso, la empresa existente es ANTEL y por 
los incisos antes citados, se asociaría a una empresa privada, 


Hay que tener en cuenta que el proyecto en estudio sólo da 
una autorización genérica cuando, en realidad, lo que la Cons- 
titución exige es que el legislador estudie cada uno de los 
casos, sabiendo con quién se va a integrar determinada empre- 
sa estatal y en qué condiciones. Incluso, la Constitución habla 
de lo que puedan pactar las partes, diciendo en el artículo 188, 
textualmente: “bajo las condiciones que se convengan previa- 
mente entre las partes”. Es decir que en este proyecto se 
comenzó por quitar la autorización del legislador, que debía 
darse a posteriori de un negocio concreto y de acuerdo con lo 
que hubieran convenido las partes. Eso es de una claridad 
meridiana y es lo que dice -entre otros autores que luego voy 
a citar, algunos presentes en Sala- el doctor Pratt: “De acuer- 
do con el texto, la participación pública estatal debe hacerse 
mediante ley autorizante en cada caso”. No cabe, pues, una 
ley genérica de autorización, que es lo que aquí estamos dan- 
do. 


Tengo un enorme respeto, naturalmente, por la Constitu- 
ción, y no digo que ese sea un tema jurídico formal, digo que 
además, sería muy conveniente saber para qué damos la auto- 
rización, con qué tipos de negocios se relaciona. Cuando ana- 
licemos el texto en particular, voy a sefialar muchos antece- 
dentes que existen en el país de casos similares. Mostraré 
cómo se legisló en el Uruguay, incluso en términos de conce- 
sión. Por ejemplo, todas las concesiones de los ferrocarriles 
-con lo que se generaron los servicios públicos a cargo de 
empresas privadas- se dieron con la aprobación del Poder 
Legislativo cláusula por cláusula, en cada uno de los contratos 
celebrados con particulares, De esa manera, los legisladores 
sabían qué era lo que estaban autorizando y no daban una 
autorización de carácter genérico. Me parece que eso es mu- 
cho mejor y, además, es la conducta que constitucionalmente 
cabe. No tengo la menor duda de que es lo apropiado, tanto 
para el Poder Legislativo, como para el Ejecutivo y para todos 
en general. 


Para que mis ideas queden claras en la versión taquigráfi- 
ca, quiero mencionar algunos puntos de reconocimiento, sobre 
los que tengo dudas y vacilaciones y que me gustaría aclarar 
en el transcurso de la discusión. 


En primer lugar, creo que las empresas públicas tienen 
necesidades muy grandes de inversión en el Uruguay. Lo que 
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sucede es que según las versiones taquigráficas de la Comi- 
sión los datos que se han brindado son contradictorios. Los 
directores de los Entes Autónomos que concurrieron a ella 
dijeron no conocer el tema, no haber sido consultados para la 
confección del texto, y por haber sido designados reciente- 
mente, expresaron no tener idea, ni cercana ni lejana, de las 
necesidades de inversión de sus respectivos organismos. 


Personalmente -tengo elementos de juicio para manifestar 
esto- pienso que varias empresas públicas necesitan inversio- 
nes importantes, a riesgo de sufrir algún colapso a breve plazo 
si ellas no se realizan. Entonces, creo que tendríamos que 
encontrar alguna forma para que esas empresas públicas pue- 
dan invertir, ya sea recurriendo al crédito o incorporando ca- 
pitales o tecnologías, con datos concretos de sus necesidades. 
Es preciso que las empresas nos informen si para hacer deter- 
minadas inversiones necesitan asociarse con alguien, contraer 
un préstamo o vender algún activo. 


El segundo tema al que me quiero referir es el relativo al 
adelanto tecnológico. Nadie duda de que este es fundamental 
para las telecomunicaciones y soy partidario de abrir esa posi- 
bilidad, pero quisiera saber dónde y con quién hacerlo. Si se 
me informa, por ejemplo, que se podrá instalar una telefonía 
móvil para los automotores actuaré de determinada manera; si 
se trata de computadoras, mi respuesta puede ser la misma u 
otra, pero no puedo dar un cheque en blanco, so pretexto de 
que en el mundo se está dando un proceso de transformación 
acelerada de los procesos tecnológicos y que nos tenemos que 
poner al día para no quedarnos atrás, Sin embargo, hay que 
saber sobre qué empresas y de qué manera incide el servicio y 
cómo lo vamos a obtener. 


Hay un tercer aspecto que me inspira grandes dudas. He 
escuchado al doctor Jorge Batlle -entre otros- argumentar que 
el MERCOSUR nos exige una privatización de las empresas 
públicas y, por otra parte, también he oído la tesis opuesta, de 
que el ingreso a dicho mercado obligaría al Uruguay a compa- 
recer armado de sus empresas públicas. De cualquier manera, 
me pregunto ¿por qué no se evalúa objetivamente la realidad, 
empezando incluso por analizar qué modificaciones provoca 
en la regulación jurídica de muchas de nuestras empresas pú- 
blicas la ratificación del Tratado? 


En Comisión, pregunté a los asesores del Banco de Segu- 
ros si, al entrar el Uruguay en el MERCOSUR, si quedaba 
aprobado el Tratado de Asunción ¿qué consecuencias tendría 
la expresión que consagra la libre circulación de los servicios 
en relación con los seguros que presta en monopolio esa insti- 
tución? ¿Quiere decir que el Banco de Seguros va a poder 
hacer seguros en Brasil, Argentina o Paraguay y que las em- 
presas de esos países van a venir a realizar seguros al Uru- 
guay? ¿Cómo queda el régimen jurídico del Banco de Segu- 
ros? Considero que el ingreso al MERCOSUR, con respecto a 
las empresas del Estado, merecería un estudio más profundo. 


El estar legislando sobre este tema, al mismo tiempo que 
sobre alcoholes y Banco de Seguros, simultáneamente con la 
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aprobación del Tratado de Asunción, los proyectos separados, 
provoca una gran inseguridad. 


Por último, creo que -y me voy a referir luego, en la 
discusión particular, a ellas- en verdad, las modificaciones 
introducidas en la última redacción del proyecto lo mejoran; 
pero desde el punto de vista jurídico tengo varias dudas que 
más tarde expondré en el estudio en particular de cada uno de 
los artículos. Esas observaciones están referidas al régimen de 
licitación pública, es decir qué parte es de aplicación en esta 
ley y qué parte no lo es. También me voy a referir al tema de 
la enajenación, del usufructo, de los plazos y por qué no 
figura la enajenación en el artículo 1* -si es que se quiló- y no 
en el artículo 2%, así como los contralores para el capita! de 
ANTEL y otros. Eso, repito, lo analizaremos en la discusión 
particular, pero me place destacar que estas modificaciones 
mejoran el articulado. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

Puede proseguir el señor senador Zumarán. 

SEÑOR ZUMARAN., - Muchas gracias, señor Presidente. 


Como balance general, manifiesto que soy un gran partida- 
rio de llegar a una reforma profunda del Estado uruguayo. 
Estoy muy desconforme con su ineficiencia. Creo que, básica- 
mente, ese proyecto de ley que me hubicra gustado supone 
una reforma del Estado en su gestión. La piedra angular sería 
la descentralización, pero hay otras normas de evaluación de 
la gestión y de las tareas, de designación de directores, de 
recomposición de la carrera administrativa -para que pueda 
verse como tal y no lo que hoy apreciamos- de combatir la 
permisividad que evidentemente existe; o sea, terminar con el 
Estado sinónimo de “hacer colas”, de espera, de trámite inútil. 


Por ejemplo, mis familiares fueron a pagar un tributo, y si 
bien se supone que el Estado tendría que hacer sentir cómodo 
al contribuyente, tal como sucede cuando un individuo concu- 
rre a un lugar a pagar una cuenta, debieron esperar más de tres 
horas para abonar. Es evidente que el Estado uruguayo ni 
siquiera ha logrado tratar bien a los contribuyentes. 


Pienso que esto hay que cambiarlo, pero creo que el cami- 
no elegido no ataca ninguno de estos problemas y, por el 
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contrario, cambia el centro de la cuestión por un prejuicio de 
carácter ideológico que considera bueno todo lo privado y 
malo todo lo público que no se fundamenta en la realidad del 
mundo ni en los acontecimientos actuales de mayor notorie- 
dad, así como tampoco se basa en la experiencia que el país 
ha tenido en estos problemas. 


Entiendo que el camino elegido, en la medida que da un 
cheque en blanco y otorga una autorización genérica, no es lo 
que nuestra Constitución exige ni es la tradición del país en 
esta materia. Las dos cosas tienen importancia, y con perdón 
de los constitucionalistas presentes en Sala, señalo que aparte 
de que el proyecto no está de acuerdo con el texto constitucio- 
nal, tampoco es lo que el país tradicional e invariablemente ha 
hecho en estas circunstancias. 


Tengo enorme cantidad de antecedentes legislativos que 
podría citar. Se está violando la Constitución, no sólo en su 
sentido formal sino también sustancial. Y a riesgo de que lo 
expuesto no sea compartido, hago la distinción, porque no 
tiene el mismo contenido, como lesión al patrimonio colecti- 
vo, que la Carta sea violada en su aspecto puramente formal, 
ya que es el que todos -y sobre todo nosotros- debemos cum- 
plir, pues así lo prometimos, máxime cuando esto tiene un 
sentido muy concreto, profundo y una larga tradición en el 
país. 


Por ese motivo, señor Presidente, no voy a votar este pro- 
yecto de ley, sin perjuicio de que en la discusión particular 
daré mi voto alirmativo a disposiciones muy concretas, 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: en primer lugar, 
vamos a intentar demostrar que algunas comparaciones que se 
han hecho como fundamento de una presunta privatización 
general que en el mundo se viene dando, son erróneas. 


Efectivamente, en algunas expresiones se ha emparejado 
de cierta forma el fenómeno de los países industrializados, el 
de los países socialistas y el que venimos observando en nues- 
tros países endeudados y subdesarrollados. 


En primer lugar, nuestra realidad de ninguna manera pue- 
de ser comparada con la de los países desarrollados. En estos 
últimos ha habido distintos impulsos privatizadores, algunos 
de corte netamente ideológico y otros que han atendido mu- 
cho más a procesos de reestructura del Estado que a los de 
privatización, como los que estamos viendo en América Lati- 
na. Pero, fundamentalmente, en los países desarrollados hay 
dos o tres diferencias que debemos distinguir y que, de alguna 
forma, los ponen en las antípodas de lo que aquí está ocurrien- 
do. Es obvio que no hay un retiro del Estado de la actividad 
económica; en todo caso, puede haber una rebaja del porcen- 
taje de participación pero, de ninguna manera, hay una volun- 
tad de retirarse. 
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En segundo término, son países que cuentan con mercados 
de capitales suficientes, con tasas de inversión importantes, 
que no necesitan del Estado para instalar grandes empresas y 
para mantenerlas como sucedería en nuestro país. Además, es 
un proceso privatizador que está llegando a su ocaso. Por 
ejemplo, podemos citar la derrota política de la señora That- 
cher, quien fuera una de las impulsoras ideológicas del proce- 
so, pero que está llegando a su declive porque el afán privati- 
zador de los países industrializados fue previo al de América 
Latina. Después vamos a explicar por qué esto no coincide 
actualmente. Justamente, la novedad de la privatización, 
como solución económica surge en nuestro país, cuando en 
los países desarrollados está decayendo y está en vías de ex- 
tinción. 


También se ha intentado comparar lo que pasa en nuestro 
país con los estados socialistas, ex socialistas o del socialismo 
real, como se les denomina actualmente. Se trata de realida- 
des que tampoco pueden ser comparadas. No se puede esta- 
blecer una identidad con países que prácticamente tenían el 
100% de la propiedad en manos del Estado pero, además, es 
un simplismo que oculta en buena parte, o no profundiza, los 
problemas que tienen esas naciones; se establece una especie 
de sinónimo entre crisis y aparato estatal, con el fin de demos- 
trar que la crisis en esos países obedece al tamaño del aparato 
estatal. Esto, que en alguna medida puede ser cierto, en los 
casos en los que se cometió el exceso de pasar a manos del 
Estado empresas que por su dimensión, tamaño o forma en la 
que debían desempeñarse, no podían ser estatales, se incluye 
en una regla general que afirma que toda la crisis obedece 
exclusivamente al tamaño del aparato estatal. 


Esto es falso, porque con este mismo aparato estatal -y aun 
reconociendo que no lo deseamos para nuestro país y que no 
es una experiencia que pueda volver a repetirse- hubo en los 
países del socialismo real épocas de auge y otras en las que de 
ninguna manera estaba planteada su actual crisis de sistema. 


Cuando se usan como sinónimos las definiciones de crisis 
y aparato estatal, se cstá incurriendo en el olvido de dos as- 
pectos fundamentales que en buena medida determinaron la 
crisis de los países socialistas. Uno es el problema de la ges- 
tión central que quizás sea muchísimo más importante que el 
de la propiedad en sí. Evidentemente, no se puede manejar un 
país con centenares de miles de empresas y millones de habi- 
tantes con una planificación central imperativa. Y el otro es el 
de los gastos militares; la conducción y la orientación de un 
plan estratégico por el cual permanentemente, durante los 30 
años que duró el estancamiento de los países socialistas, se 
buscó una paridad militar con los países capitalistas, En ese 
sentido, tal vez se estuvo gastando lo mismo en materia de ar- 
mamentos, pero con una gran diferencia porque con el 20% de 
la producción mundial se sostenía un gasto militar equivalente 
al del 80% de la otra parte. 


Los países del socialismo real están pagando, y lo seguirán 
haciendo, el peso que ha tenido la carrcra armamentista y la 
amenaza de guerra sobre la humanidad. Este problema tampo- 
co puede ser extrapolado a nuestro país. 
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Si queremos buscar un común denominador para explicar 
lo que está ocurriendo en América Latina y en nuestro país, 
debemos comenzar por referirnos al problema de la deuda 
externa. Aquí se han expuesto muchos adjetivos sobre la labor 
del Estado y se han puesto de manifiesto muchas de las caren- 
cias que éste tiene, pero no se ha dicho una sola palabra de 
este tema, por lo menos por parte de quienes impulsan la 
privatización de las empresas estatales. Entonces, nosotros 
vamos a intentar demostrar que sin deuda externa y sin la 
gigantesca maniobra que ha habido en los centros financieros 
internacionales, en este momento no estaríamos discutiendo 
sobre la privatización de las empresas en el Uruguay. Este 
problema nace a raíz del sobrante de capitales -derivado de la 
crisis petrolera y de otras- del mundo industrializado que era 
necesario colocar a cualquier precio. Estos centros financieros 
se las ingeniaron para que los países de América Latina adqui- 
rieran préstamos con las tasas más caras que registra la histo- 
ría de la humanidad, en un momento histórico que coincidió 
con los años de la dictadura en muchos de nuestros países, en 
los cuales no se podía discutir los problemas y la gente se 
enteraba del camino económico por medio de las palabras del 
Ministro de turno. 


Ese sobrante de capitales produjo una presión contraria a 
la que hoy estamos viviendo, porque en vez de pedirle a esos 
países un modelo exportador y la privatización de sus empre- 
sas, se les exigía de muchas maneras que tomaran préstamos 
y, dentro de lo posible, a nombre de las empresas del Estado. 
En ese momento, en el diccionario de la derecha mundial no 
existía la palabra privatización. Se hablaba de ella en la Ingla- 
terra de Thatcher pero no en el Uruguay de Alvarez, durante 
la dictadura. Aquí había una estricta presión para que el Esta- 
do se endeudara hasta los límites que hoy conocemos. No se 
exigía la privatización porque no daba el mismo rédito -aun 
sabiendo que los capitales se estaban tirando a fondo perdido- 
prestar a una empresa privada, que después podía quebrar sin 
pagarle nada, que al Estado que no se podía fundir y que iba a 
ser sometido a las presiones en que hoy se encuentra para 


pagar. 


Entonces, toda esta modernidad y novelería que parece 
haberse descubierto desde las ciencias económicas, en el sen- 
tido de que sin privatización no puede haber futuro, presente, 
ni actividad económica, lamentablemente hace poquísimos 
años era una presión contraria. Ese momento fue el tiempo de 
las grandes obras, en el que el Banco Mundial aconsejaba 
tomar los préstamos, en vez de exigir pagarlos como lo hace 
ahora. Á esto hay que agregar que durante ese período las 
consecuencias que tuvo el proceso de endeudamiento en el 
sector privado de la economía, fueron transferidas al Estado 
por la vía de la compra de Carteras; incluso hace muy poco ha 
ocurrido lo mismo con una operación del Banco Central. Esos 
fueron los negocios que de alguna forma cerraron la estrategia 
de los acreedores para colocar su sobrante de capital. Repito, 
primero obligaron a nuestros países a tomar los créditos en 
condiciones increíbles de costos y a determinados plazos, para 
que luego el Estado se hiciera cargo de todo; o sea, de los 
préstamos adquiridos por él para sus empresas y también para 
buena parte de los solicitados por las empresas privadas. 
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Este ejemplo lo podemos ver en nuestro país, pero también 
en la Argentina. En los dos casos el Estado se encuentra abso- 
lutamente fundido y en ambos se vivió el régimen de la “tabli- 
ta” que liquidó las posibilidades exportadoras, haciendo que 
fuera económico importar cualquier artículo, hasta que se ter- 
minó la crisis de sobrante de capitales. Á partir de este mo- 
mento, la política se invierte y aparece el modelo exportador 
y otros sistemas que pretenden comenzar a cobrar lo que se 
prestó y diseñar la producción de estos países exclusivamente 
para cumplir con el pago de la deuda externa. Nace, y empie- 
za a hacerse fuerte por ejemplo, la teoría de que hay que 
sustituir los gastos sociales para dar lugar al pago de los inte- 
reses, Entonces, desde el punto de vista de los gobiernos, 
surge la explicación a sus pueblos de que el Estado ya no 
puede ser protector ni encargarse de todo porque el dinero no 
le alcanza. Esto hoy lo podemos presenciar; se dice que no le 
alcanzó para esto o para aquello, a pesar de que se gasta 
mucho menos que antes en salud pública y en educación, de 
que se haya liquidado el transporte de pasajeros de AFE o se 
hayan cerrado algunos sectores estatales que se sostenían cn 
base a subsidios o al socorro del Estado. 


Sin perjuicio de lo señalado, el problema no termina aquí. 
Todo lo que de alguna forma representa una carga para el 
Erario está en discusión, sin importar qué rendimiento tiene 
desde el punto de vista social. Se discute cada peso que se 
gasta en salud, pero también está en discusión cuál será el 
sistema jubilatorio, cuántas empresas quedarán y cuántos 
desocupados habrá en el futuro inmediato. 


Se ha puesto de moda, también, damos cuenta de que el 
Estado no da abasto y seguramente no podrá hacerlo mientras 
se sigan pagando estos niveles de deuda externa. No hace falta 
ser economista, ni siquiera entendido en la materia, para saber 
que niveles de transferencia de recursos como los que sufre en 
este momento América Latina, no se produjeron después de 
derrotas militares ni como consecuencia de las guerras, por- 
que no ha habido guerra que termine con una expoliación de 
recursos tan impresionante como la que soporta ahora Lati- 
noamérica. 


Ahora que el Estado nada lo puede, que no tiene posibili- 
dades de ser benefactor y en momentos en que se le dice a la 
gente que se arregle como pueda, dentro de las modas están 
los sistemas de capitalización de deuda, que no son otra cosa 
que adelantos a cuenta de deudas que de otra forma no se 
pagarían nunca -porque son impagables- y la privatización 
destinada al cobro de deuda, así como otras medidas aplicadas 
a cada país. Evidentemente, por ejemplo, a Argentina no le 
van a pedir que venda el oro porque no lo tiene. 


En consecuencia, existe la gran teoría de terminar con el 
Estado benefactor y con la actitud de que hay que ir a pedirle 
cosas para salvarse. Adoptemos dos o tres grandes medidas 
salvadoras, como la de no gastar más, vender el oro y las 
empresas, Este es el esquema en el que nace todo el problema 
que estamos discutiendo. De él surge el convencimiento de 
que el Estado se volvió malo e ineficiente, imposible e insol- 
vente. 
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Hay aspectos más graves que estos que he mencionado. En 
la influencia descarada y en las presiones que están haciendo 
los acreedores para que el Uruguay privatice al igual que en 
Argentina, Chile, México y toda América Latina, se incluye la 
privatización de las empresas públicas, lo que ni siquiera re- 
dundará en el beneficio de que se cancele una parte de esa 
deuda incobrable. Entregar el oro significa extinguir obliga- 
ciones -teniendo en cuenta todo lo contrario que somos a ello- 
por su valor, pero dar empresas no quiere decir lo mismo. Y, 
¿por qué no significa extinguir obligaciones por el valor de las 
empresas? Porque ellas se regalan, no se venden; en realidad, 
no se privatizarán mediante la venta, sino por medio de nego- 
ciaciones en las que nunca se obtendrá un precio ni siquiera 
medianamente justo. Pero sobre esto luego daremos ejemplos. 


No se necesita ser muy sagaz para saber que, en un mundo 
en el que hay países que son verdaderos supermercados donde 
elegir empresas con las que quedarse, no se pueden lograr 
precios adecuados vendiéndolas, No se requiere, tampoco, de 
mucha perspicacia para saber que el precio de venta de cual- 
quiera de las empresas uruguayas, incluyendo a AFE como 
valor de chatarra, no será el de comercialización real o el que 
se podría obtener en condiciones de venta normales. Dicho de 
otra forma, no será el precio al que vendió Thatcher porque, 
obviamente, no estamos en el mismo momento, no tenemos 
los mismos apremios, ni iguales razones. Aquí no se está 
vendiendo para lograr una mayor eficiencia, sino para pagar; 
se está privatizando para cumplir con una condición más de 
los acreedores, con la particularidad de que ella ni siquiera 
nos da la ventaja de estar entregando empresas a cambio de 
algo que tenga su mismo valor. 


En todo esto se da una lógica que si se quiere es paradojal 
-utilizando esta palabra que ha sido citada en tantas ocasio- 
nes- por la que el que realmente se perjudica es el que más 
paga. Cuanto más se apure un país a pagar, menos ventajas 
obtendrá del normal desenvolvimiento que tendrá el tema de 
la deuda externa. Es claro que la deuda exierna es impagable 
numéricamente y, por lo tanto, después de cada política ven- 
drán otras que podrán ser más favorables. Pero reitero, el que 
se apura a pagar, luego no tendrá acceso a una política benefi- 
ciosa. Lamentablemente, en la actualidad nuestro país tiene 
una de las más altas cotizaciones en bonos de deuda externa 
-lo que para algunos es una ventaja- lo que significa que es el 
que paga más por ese concepto y da una perspectiva de que le 
cobren más, porque de alguna forma entregamos mayor canti- 
dad. 


En momentos en que se ha hablado tanto de que esto no es 
ideológico, sino pragmático y de que este proyecto de ley se 
ha traído aquí por razones pragmáticas, me pregunto sí con el 
tipo de razonamiento que hago tiene que ver la afirmación de 
que existen razones de esta clase. El tener que pagar la deuda 
es realmente un problema de pragmatismo, pero éste aparece 
muy disimulado en un discurso de aseveraciones indemostra- 
bles, falsas y muy concretas criticando al Estado. 


Aquí se ha señalado que el Estado es malo, incapaz, ene- 
* migo de la libertad, que ha fracasado, que pasó de moda y que 
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no puede ser más productor. Á mi entender, la realidad es 
otra, es la de un Estado deudor, dependiente, en situación de 
liquidación y remate, y con un gobierno sensible a la presión 
de los acreedores. 


Esta política, que nos obligó a endeudarnos y por la que 
ahora se desea privatizar, podría, eventualmente, generar si- 
tuaciones como las mencionadas. Este país construyó la repre- 
sa de Palmar, haciendo un sacrificio importante y pagando un 
costo increíble, porque era la época en la que había que en- 
deudarse sin importar en cuánto. Esa represa que costó 
U$S 1.000:000.000 o más -no se sabrá nunca la cantidad 
exacta- y por la que se deben alrededor de U$S 1.200:000.000 
-tampoco es claro a esta altura, teniendo en cuenta las renova- * 
ciones sucesivas, individualizar su monto- hoy está fuera de la 
órbita de la UTE; la represa está fuera, pero la deuda está 
dentro del organismo. Si hoy se privatizara UTE, o una parte 
de ese organismo -porque se dice que no se puede proceder a 
su privatización total- suponiendo que fuera la Represa de 
Palmar, quizá, a los precios de remate, se obtendrían alrede- 
dor de U$S 150:000,000, Entonces, estaríamos ante un país 
que se queda con la deuda, sin represa y con el recurso natural 
perdido, y no debemos olvidar que luego no podremos cons- 
truir otra represa de estas características, ya que no existen 
muchos lugares adecuados para ello. Esa era la zona donde 
podía levantarse una represa. Quiere decir que usamos el lu- 
gar, y porque la represa no nos sirve, la enajenamos, pero el 
dinero que costó, y muchísimo más de lo que debió costar, lo 
seguimos debiendo, lo seguiremos pagando y no se sabe por 
cuanto tiempo. Sólo los intereses de esa deuda significan más 
que comprar petróleo para producir la energía que genera 
Palmar. 


Este es otro de los hechos que han ocurrido en este país: el 
mejor recurso natural se evaporó, se fue porque, como dije, 
solamente por intereses se paga más de lo que costaría generar 
electricidad mediante la quema de combustible, 


Por lo tanto, sería realmente absurdo e inconcebible que 
este país se quedara con esa deuda y sin la represa. Sin embar- 
go, en la actualidad esto es posible en el proceso de privatiza- 
ciones. 


Todo esto se ha revestido con un manto ideológico, al 
extremo de resucitar el cadáver de Adam Smith. Es la primera 
vez que oigo que los doscientos años -o así fueran quinientos- 
de Adam Smith tuvieran alguna trascendencia. Este fue el 
primer derrotado desde el punto de vista ideológico y econó- 
mico de todas las décadas hasta la del 80, cuando Friedman 
comenzó a desenterrarlo para buscar el endeudamiento de es- 
tos países. Adam Smith, repito, era un cadáver ideológico y 
económico y hoy se le pretende desenterrar. En este sentido, 
debe quedar claro que siempre hubo liberales y fundamenta- 
listas del liberalismo. Pero como ideología, el liberalismo es- 
tuvo enterrado prácticamente desde su nacimiento hasta su 
resurgimiento en el momento en que había que endeudar a 
estos países y luego empezar a cobrarles la deuda. Es obvio, 
además, que primero se fue generando todo el proceso econó- 
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mico y luego se elaboraron las teorías para justificar lo que se 
venía haciendo. Por esa razón es que digo que no se hablaba 
de privatización antes de la década de los 80; no se hacían 
homenajes a los 200, 195 ó 190 años de Adam Smith. Este no 
existía; sin embargo, hoy existe, porque no hay forma de 
defender la entrega total de riquezas nacionales para pagar a 
cualquier precio una deuda que es impagable, 


Y por si quedan dudas acerca de esto, voy a acudir al 
testimonio de gente que sabe de privatizaciones, ya que debo 
reconocer que soy un aficionado y que, además, estoy del lado 
de los deudores y esta situación me duele. Entonces, como me 
quiero poner del lado de los que cobran, de los que les gusta e 
impulsan este proceso, voy a dar lectura a parte de una entre- 
vista realizada a los señores Elicker y Johnson -uno de ellos, 
Director Ejecutivo del Centro para la Privatización de Estados 
Unidos- publicada en la revista “Estrategia” del diario “La 
República”. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 


dor. 
SEÑOR BRUERA. - Formulo moción para que se prorro- 


gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va votar la moción formulada 
por el señor senador Bruera. 


(Se vota:) 
-22 en 23, Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Por ejemplo, Johnson dice que en 
1985, cuando se inició ese Centro para la Privatización, esa 
palabra no se encontraba en el diccionario. Y para ir a los 
antecedentes de la privatización se debía recurrir a la privati- 
zación de la Volkswagen -ocurrida en Alemania después de la 
Guerra- y a las que llevó adelante la señora Thatcher, porque 
no existían otros precedentes en el mundo. Pero, además, si 
existen dudas de que hay presiones para privatizar, estos seño- 
res dicen: “Asimismo, los donadores” -se refieren a las agen- 
cias internacionales que donan dinero- “prestamistas y bancos 
comerciales, están poniéndose más difíciles para proporcionar 
dinero. Los términos que aplican a sus condiciones de présta- 
mo son más rigurosos. Dicen: “Les prestaremos dinero si uste- 


”” 


des privatizan””. 


En consecuencia, la confesión de quienes ejercen las pre- 
siones hace innecesario que intente seguir demostrando su 
existencia en relación con la deuda externa. 

En una publicación aparecida en el diario “El Día” el 18 
de junio de 1990, ya no son los cobradores los que reconocen 
la vinculación entre la privatización y el pago de la deuda, 
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sino que el propio señor senador Raffo formula algunos co- 
mentarios sobre lo que podría ser la privatización de ANTEL. 
Al respecto, manifiesta que la venta de ANTEL generaría un 
ingreso cercano a los USS 300:000.000 6 400:000.000, lo cual 
nos permitiría abatir la deuda externa por el doble en tanto la 
recompramos a la mitad del valor en el mercado paralelo. 


Sin perjuicio de que el futuro dirá de la existencia de estos 
U$S 300:000.000 o U$S 400:000.000, o sobre el mecanismo a 
utilizarse en su momento, deseo señalar la contradicción que 
existe entre estas declaraciones del señor senador Raffo y las 
disposiciones que presuntamente destinan el importe de estas 
ventas al Banco de Previsión Social. ¿Y por qué razón lo 
quiero destacar? Porque en este tema, que podría ser larga- 
mente discutido -quizá en su momento lo sea, y no sé si 
cuando se discuta en particular voy a estar presente en el 
Senado- se ha asegurado enfáticamente que esos fondos van a 
ser destinados al Banco de Previsión Social, a la enseñanza y 
a la salud pública. Sin embargo, hace un año se pensaba utili- 
zarlos en el pago de la deuda externa. Creo que se correspon- 
de mucho más con la realidad lo que se declaraba hace un año 
atrás que lo que hoy se escribe. 


Es más; si tenemos alguna duda acerca de la asfixia del 
Uruguay, de su política económica y sobre la relación que 
tiene el pago de la deuda externa con este proyecto de ley de 
privatizaciones, podríamos citar la última parie del Programa 
Económico para el Mediano Plazo publicado por “Crónicas 
Económicas” el 10 de junio de 1991, donde el Gobierno rcco- 
noce que la transferencia real de recursos ha reducido marca- 
damente la formación de capital y, por lo tanto el crecimiento 
a largo plazo. Es claro, entonces, que lo que se dice aquí en 
torno a la relación entre la transferencia de recursos y la 
deuda externa ha comprometido el futuro del país. 


Lo que se está diciendo -y lo expresaré con palabras que 
puedan ser bien entendidas- es que el pago de la deuda exter- 
na que se viene haciendo ya, pone al país en una situación en 
la cual no puede continuar con la formación de capital y, por 
lo tanto, está hipotecando su crecimiento futuro. Entonces, 
¿cuáles son las medidas que se proponen para salir de esta 
situación? Se habla de que se ha requerido autorización del 
Parlamento para permitir reformar las empresas públicas den- 
tro del marco legal, de manera de abrir la vía para su privati- 
zación, junto con medidas complementarias para su reestruc- 
turación y otros pasos para mejorar su eficiencia, Simultánca- 
mente, el Gobierno ha comenzado los análisis de varias cm- 
presas públicas: de aviación, de gas natural y de telecomuni- 
caciones, que deberán estar concluidos para julio de 1991. De- 
seo anotar una contradicción que hay entre esto y algo de lo 
que se ha expresado en Sala. En Sala se dijo que antes de las 
elecciones estaba concluido el estudio, caso por caso, de las 
empresas que se iban a privatizar y de lo que se haría con 
cada una de ellas. Me llama profundamente la atención que, 
en el programa económico que se presenta al Banco Mundial 
el Gobierno esté diciendo otra cosa: que, por lo que respecta a 
las compañías de aviación, gas natural y telecomuntcaciones, 
los estudios deberán estar concluidos recién para julio de 
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1991. Asimismo, agrega que estos exámenes buscan una me- 
jor administración junto con una redefinición de sus funciones 
y plantean la opción de cambios ulteriores más profundos, 
Estudios adicionales serán llevados a cabo en el corto plazo y 
se referirán a los servicios eléctricos y portuarios. Inclusive, 
parecería que acá se reconoce que, en lo que respecta a UTE 
y a la Administración Nacional de Puertos, ni siquiera se 
empezó a estudiar el problema y, sin embargo, en el proyecto 
de ley que está en discusión se propone su privatización. 


Si quedaran dudas en cuanto a que, además, el otro meca- 
nismo de compromiso para que venga algún dólar del Banco 
Mundial implica reducir los gastos del Estado y -por ejemplo- 
matar a los jubilados, podemos leer la parte correspondiente a 
los jubilados que tiene gran parecido con lo que en estos días 
ha comenzado a propalar la prensa en relación al futuro pro- 
yecto en torno al Banco de Previsión Social. En la parte co- 
rrespondiente al sistema de seguridad social se dice que, en 
una primera fase, la legislación apunta a la reducción de los 
beneficios a quienes se retiren antes de los 65 años, a imple- 
mentar incentivos para inducir a una jubilación más tardía y a 
la reducción de la base salarial sobre la cual son calculadas las 
jubilaciones. 


Además, anoto otra gran contradicción. ¿Cómo es posible 
que si ahora el Banco de Previsión Social, además de los 
fondos con que cuenta y de la asistencia que el Estado le 
presta, va a tener todo el producto de la privatización de las 
empresas públicas -porque según la ley lo va a tener- se esté 
planteando que hay que bajar el monto de las jubilaciones de 
quicnes tienen menos de 65 años y reducir también la base 
sobre la cual se calculan todas las jubilaciones? Quiere decir 
que, por un lado, hay un compromiso del Gobierno de rebajar 
las jubilaciones y, por el otro, resulta que la privatización es 
para aumentarlas y mejorar la situación del Banco de Previ- 
sión Social. Pero estos son temas a los que nos referiremos 
más adelante, si es que el tiempo alcanza. 


Este párrafo termina diciendo otra cosa, que realmente me 
ha llamado la atención. Expresa que la asistencia técnica ex- 
tranjera del Banco Mundial continuará siendo importante para 
esta exigente tarea. Deseo resaltar esto, porque me vi verdade- 
ramente sorprendido -y aclaro que no es una simple expresión, 
como cuando algunas veces uno manifiesta estar sorprendido 
y en realidad ya no se asusta de nada- de que se diga al Banco 
Mundial que su asistencia técnica extranjera continuará siendo 
importante para esta exigente tarea, Esto sólo puede explicar- 
se por el hecho de que el Banco Mundial a veces también 
acepta asistencia técnica nacional, dentro de sus proyectos. De 
alguna manera, por algún tipo de compromiso que desconoz- 
co, esto va quizás un poco más allá de las formas que el 
Banco Mundial utiliza normalmente, de lo que resultaría que, 
lo que podrían ser consultoras nacionales en este caso queda- 
rían de lado y habría un compromiso por el cual la consultoría 
del Banco Mundial sería extranjera. 


Entonces, seftor Presidente, me planteo el futuro de este 
país -planteo que nos venimos formulando desde hace muchos 
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años- de esta crisis sin salida y a la cual, como remiendo, se le 
da “venta del oro”, se le da “regalo de empresas”, se le da 
“buena letra con los acreedores”. Pero me pregunto qué otra 
cosa queda después de terminado el oro y una vez liquidadas 
las empresas públicas. Aquí se ha hablado de entregar los 
bienes para salvarnos de los males y yo digo, señor Presiden- 
te, que después que todo este proceso termine, se habrán en- 
tregado todos los bienes y los males seguirán presentes, con 
una excepción: se habrá curado parte de los males de la banca 
acreedora, pero no la miseria, la pobreza, la desesperanza de 
los habitantes de la República Oriental del Uruguay. 


Como sé que se puede pensar “¿de dónde puede sacar el 
senador que habla que las empresas se van a regalar?” -¿es 
que estoy prejuzgando que se van a regalar?- quisiera recurrir 
a los ejemplos que tenemos para ilustrarnos sobre la manera 
en que se vienen realizando estos negocios. Se dice que el 
problema es general, es decir, que el fenómeno de privatiza- 
ciones es general. Veamos, por ejemplo, qué sucede en Ar- 
gentina con alguna de las privatizaciones, qué comentarios 
merecen hoy, unos meses después de realizadas. Al respecto, 
podemos ver un reportaje al señor Ricardo Handley, que no 
sólo se ocupa del manejo de la papelera más importante del 
país, sino que comandará todo el complejo industrial del Citi- 
bank, constituido en poco tiempo gracias a la capitalización 
de deuda externa. Lo primero que se constata es que el Citi- 
bank, que casualmente es el Banco que preside el comité de 
acreedores, ha hecho negocios de tal nivel que en poco tiem- 
po, en su condición de principal acreedor -o cabeza de acree- 
dores de la Argentina- prácticamente ha constituido un empo- 
rio industrial, Cuando el periodista le pregunta dónde ticne 
mayor peso el Citibank en la actualidad, si en la industria o en 
el sector financiero -obsérvese la pregunta- contesta: “están 
mano a mano”. Quiere decir que en este momento el Citibank 
tiene tanto poder industrial en la República Argentina como el 
poder financiero que detenta. Pero esto no tiene nada que ver 
con las ganancias y aquí se ha hablado mucho de que se le va 
a fijar tarifas, que van a ser más baratas o algo por el estilo, 
Entonces, el periodista le pregunta: “Con respecto a Telefóni- 
ca, ¿cuál es su rentabilidad en estos momentos?”, a lo que 
responde: “Tiene una rentabilidad proyectada del 10% anual 
sobre ventas”. Atiéndase bien a esto, porque es como de Ri- 
pley: prácticamente no hay empresa lícita en el mundo que 
pueda tener una tasa de ganancia del 10% anual sobre las 
ventas. 


Obviamente no se animó a decir cuál es la tasa de ganan- 
cia sobre la inversión, porque el número debe ser práctica- 
mente infinito. Conociendo los valores que se pagaron en la 
Argentina, sabiendo lo que factura la Compañía telefónica de 
ese país y teniendo en cuenta que esta empresa recibe el 10% 
de utilidad sobre las ventas, podremos afirmar que obtendrá, 
por lo menos, un 40% por una presunta inversión de capital. 
Además, él mismo lo dice. Si revisáramos un poco estos nú- 
meros, quizá el asunto no sea tan aceptable, 


Como es obvio, un 10% sobre las tarifas es una ganancia 
muy grande; entonces, le preguntan: “¿Aceptarán renegociar 
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con el Gobierno el método de ajuste de las tarifas?” Y €l 
contesta: “Las tarifas están en un nivel adecuado para garanti- 
zar las inversiones necesarias para mejorar el servicio y la 
expansión de líneas telefónicas. Cuando las tarifas fueron ba- 
jas, como en los últimos cinco años, la empresa de descapita- 
lizó. Después que se realicen las inversiones y la empresa se 
vuelva competitiva, las tarifas empezarán a bajar gradualmen- 
te. 


El periodista expresa: “Ese panorama telefónico es similar 
a cuando la empresa era estatal, y el argumento para privati- 
zarla fue que los nuevos dueños invertirían dinero fresco para 
mejorar el servicio, y no como ahora que se financia con las 
tarifas”, a lo que Handley responde: “Toda empresa privada 
que conozco financia sus inversiones con cash-flow, Este vie- 
ne vía la generación de caja, pero también por el lado del 
endeudamiento de la empresa”. 


A buen entendedor, pocas palabras bastan: con un aporte 
de capital O, las inversiones se realizarán con la elevación que 
ha habido de las tarifas y con algunos préstamos que tomarán, 
también a pagar con esa tarifa que viene sobrecargando al 
pueblo uruguayo. 


A pesar de esto, pueden quedar dudas. ¿Hay presión o no? 
¿No es que simplemente hay que hacerlo? ¿Por qué usted dice 
que hay presión en la Argentina? ¿Por qué no acepta pacífica- 
mente que Menem lo hizo con el mejor espíritu de solucionar 
los problemas de la Argentina? 


Voy a leer lo que aparece en “Página/12”, bajo el título 
“Español”. “El jueves por la noche el Presidente Carlos Me- 
nem firmó el proyecto de ley para la privatización de Gas del 
Estado, conocido oficialmente como "Ley de suministro trans- 
porte y distribución de gas natural?”. 


"Diez días antes, el Subsecretario de Combustibles, Raúl 
García, había recibido el texto del proyecto encabezado con 
una amable misiva: 


“Estimado doctor García: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted con el objeto de 
hacerle llegar la versión final, en español, del proyecto de ley 
de suministro, transporte y distribución de gas natural. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente”. 


La sorprendente referencia al idioma no resultaba gratuita; 
la firma que rubrica la misiva es la de Myrna Alexander, 
representante residente del Banco Mundial”. 


Aquí están las pruebas, señor Presidente, de cómo se ma- 
nejan este tipo de cosas. 


Lamentablemente muchos puntos van a quedar por el ca- 
mino, pero en los pocos minutos que me quedan quiero refe- 
rirme a algo que se relaciona directamente con este proyecto 
de ley de privatización, 
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Aquí se está eligiendo un modelo de privatización, y todos 
sabemos que no en todos los países se ha aplicado el mismo. 
No voy a reiterar la cita, pero los mismos expertos en privati- 
zación del Gobierno de los Estados Unidos describen en el 
artículo que leí que los modelos fundamentales son, por un 
lado, el de la privatización transparente, por el que se le dice a 
la gente lo que se hace y, por otro, el de la privatización entre 
gallos y medias noches, mencionando incluso a algún país en 
el que se firmó una ley de privatización a las doce de la 
noche, 


Surge, pues, la pregunta de cuál es el modelo de privatiza- 
ción que está impulsando el Gobierno uruguayo. ¿Por qué 
planteo esto? Porque aquí hay opción de transparencia o de 
ocultamiento. Se puede presentar un planteo que exponga con 
exactitud a la ciudadanía lo que se piensa hacer, o pueden 
venir planteos más oblicuos. El texto que tenemos aquí está 
mostrando que el Gobierno se desliza peligrosamente hacia un 
planteo oblicuo en materia de privatización. ¿Por qué? Porque 
el texto que se trae a discusión incluye absolutamente todo, 
porque sacando -por las dudas- a la Universidad de la Repú- 
blica -que fue mencionada por el señor senador Ricaldoni, 
pues yo no me animé a citarla- quedan todos los bancos del 
Estado, todos los Entes, el SODRE, todo lo referente al Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, etcétera, etcétera; sin 
embargo -y dejando de lado que aquí se ha llegado a decir que 
esto no significaba privatizar- en Sala se ha manifestado que 
quedan fuera el Banco Central, el Banco de la República, el 
Banco Hipotecario, el Banco de Seguros, la Administración 
Nacional de Puertos, UTE y ANCAP. Esto fue expresado, cu 
distintas intervenciones, por senadores que van a votar favora- 
blemente este proyecto de ley. Pero todo esto está incluido. 
Entonces, me pregunto ¿Por qué se hace esto, por qué se niega 
lo que es evidente? 


En algún momento se me dijo que si quería estar al tanto 
del tema de las empresas públicas debía leer la prensa y, por 
ello, me dediqué a leer toda la prensa actual e incluso de 
algún año hacia atrás, tanto de nuestro país como extranjera. 
Encontré así declaraciones del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, doctor Braga, que fucron publicadas en el diario 
“Clarín” del 9 de junio de 1991, Allí habla de que hay que 
privatizar todo y le preguntan: ¿Hay áreas de la economía no 
privatizables? El señor Ministro responde: “Yo no hablaría de 
áreas no privatizables, sino de áreas que todavía la gente no 
comprende que pueden ser privatizadas. Por ejemplo, 
ANCAP, en la parte que hace al manejo de los combustibles y 
las usinas eléctricas del Estado. Hoy no se aceptaría su priva- 
tización, pero no es imposible. 


Quiere decir que uno de los máximos conductores del 
equipo económico de nuestro Gobierno expresa que hay que 
privatizar todo porque todo puede privatizarse; el problema es 
que hay algunas “cositas” que la gente todavía no entiende, 
como privatizar ANCAP o UTE, la gente no lo aceptaría, pero 
en realidad sólo es problema de esperar. 


Se ha dicho que aquí no hay espíritu de privatización. 
Resulta bastante incongruente, entonces, que se vote un pro- 
yecto de ley que permite todo, si, luego no se va a poner en 
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práctica. Existen grupos políticos que se están dividiendo 
-como aquí se ha reconocido- o en los que surgieron fracturas 
o problemas y, ¿para qué vamos a armar todo este escándalo 
si no existe un afán privatizador general? Me planteo la pre- 
gunta. 


Ocurre que ni siquiera los repartidos se ajustan a lo que 
dice el texto de este proyecto de ley, porque se hizo un repar- 
tido que dice que tiene las cartas orgánicas y sólo vienen 
cinco de ellas. ¿Hasta en el detalle de los repartidos pretende 
negarse lo que dice la letra de la ley, que es que todo se 
incluye para su privatización? 


¡Hay que leer la prensa! ¿Están convencidos la mitad de 
los uruguayos de que esta ley incluye a ANTEL, a PLUNA, a 
ILPE? Alguna prensa especializada -y quiero nombrar espe- 
cialmente a “Búsqueda”- ha deformado la realidad con 
artículos en los que explica que ahora se va a privatizar a 
ANTEL. Esto se lo puede permitir a cualquier publicación, 
excepto a una que se especializa en asuntos económicos y en 
la que constantemente se analiza. ¡Y vaya con qué fuente de 
información lo que ocurre en nuestra economía! Sin embargo, 
se hacen los distraídos. Esto forma parte de una campaña de 
prensa que entra en una zona de penumbra y pone en duda 
cuál será el modelo de privatización en nuestro país. En algu- 
nas oportunidades hemos solicitado explicaciones acerca de 
este asunto. En ese sentido, un señor senador expresó que se 
trataba de un problema de acuerdos políticos muy difíciles de 
lograr y que, por ese motivo, se obtuvo este resultado. Por lo 
tanto, procuro desarrollar esa línea de pensamiento y me pre- 
gunto si toda esa contradicción surgió, de alguna forma, de un 
choque de los fundamentalistas del neoliberalismo y otros sec- 
tores que no comparten su visión del capitalismo salvaje, por 
decirlo de algún modo. ¿Acaso en este forcejeo las cosas 
sometidas a presión se deforman y, por ese motivo, este pro- 
yecto de ley que estamos analizando ha sido transformado? 
Entonces, probablemente, no tengamos que buscarle otra ex- 
plicación. Si llegamos a responder afirmativamente a esta pre- 
gunta, como este proyecto de ley es un cheque en blanco para 
todo -y ni siquiera tiene un mínimo de limitación en materia 
de precios- quizás debamos concluir que se trata del triunfo de 
los fundamentalistas en las negociaciones. 


También me cuestiono si se exigió la rendición incondi- 
cional del resto de los integrantes de la coincidencia nacional, 


Aclaro que he deseado formular estas preguntas en el seno 
de este Cuerpo, porque a veces se incurre en la mala costum- 
bre de plantear ciertos temas en la prensa, sin haberlos ex- 
puesto previamente aquí. 


Por último, señor Presidente, quisiera proponer que haga- 
mos un juego de ciencia ficción. Si bien es cierto que es muy 
difícil predecir el futuro, creo que lo es más adivinar el pasa- 
do. Me pregunto qué hubiera sucedido si en nuestro país, hace 
cuarenta O cincuenta años, hubieran triunfado las doctrinas 
neoliberales. Me quiero imaginar un Uruguay que se hubiera 
guiado por toda esa cuestión de la eficiencia pura, del benefi- 
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cio y del mercado. En ese sentido, me interrogo hasta dónde 
llegaría la luz eléctrica, porque marginalmente, cada pico de 
alumbrado que se pone es más caro que el anterior. Podría 
suceder que se hubiera cobrado determinado precio por las 
conexiones de luz que trajera como consecuencia que la mitad 
de la población careciera de ella, En nuestro país, felizmente, 
no sucede esto. 


Ese mismo razonamiento lo podemos hacer con el agua; 
inclusive, actualmente existe un porcentaje muy alto de la 
ciudadanía que no tiene saneamiento, 


Entonces, si todo se hubiera medido en razón a los benefi- 
cios que dan las inversiones, a los costos y al mercado, ¿cuán- 
tas escuelas gratuitas habría en el país? ¿Cuántas personas 
hubieran llegado a conformar ese promedio de esperanza de 
vida de 72 años, si la salud pública se hubiera medido con 
esos niveles de eficiencia empresarial que se quiere imponer a 
todos? ¿Cuál sería la cultura política? ¿Acaso no estaríamos 
en un país de barbarie, semianalfabeto, donde la salud y la en- 
señanza serían simplemente un privilegio de los ricos? 


Debemos tener en cuenta que en Uruguay el modelo neoli- 
beral finalizó, aproximadamente, en el año 1870. La reforma 
vareliana de la enseñanza constituyó una violenta ruptura de 
dicho modelo. Todos los años de progreso de nuestro país, al 
igual que su gloriosa historia -más allá de que no hayamos 
estado de acuerdo con cada uno de sus pasos- fueron construi- 
dos sobre la base de estas empresas públicas y de una impor- 
tante acción estatal. Eso nadie lo puede negar. 


Si no se hubieran efectuado las tan criticadas transferen- 
cias de precios durante la guerra de Corea, no se hubieran 
detraído los precios de la lana ni se hubiera impulsado el 
desarrollo industrial. ¿Sería un país de ganadería o de vaque- 
ría? Además, hay otras naciones que no tuvieron esa influen- 
cia del Estado, ni la suerte de contar con la estabilidad que las 
empresas públicas lc brindaron a nuestro país. No solamente 
se formó una enorme masa de ciudadanos con estabilidad 
laboral, sino que también se establecieron sentimientos de 
justicia y de seguridad, que lo constituyeron en un ejemplo de 
tolerancia política y de democracia. 


Nada más, 
10) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR IRURTIA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR IRURTIA. - Formulo moción -los motivos ya fue- 
ron suficientemente expresados en la sesión anterior- en el 
sentido de que el Cuerpo pase a cuarto intermedio hasta el 
próximo martes 25, a partir de la hora 15. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Irurtia. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta el próximo mar- 
tes a la hora 15. 


(Así se hace a la hora 20 y 18 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Abreu, Amorín Larrañaga, Arana, Araújo, 
Blanco, Bouza, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, 
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de Posadas Montero, Gargano, González Modernell, Irur- 
tia, Korzeniak, Lenzi, Olazábal, Oxacelhay, Pereyra, Ri- 
caldoni, Santoro, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán). 
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